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VIII. OTROS DOCUMENTOS DE LA CUENTA.


1.
Notas:

-
Del diputado señor Kast, don Felipe, quien, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 60 de la Constitución Política de la República y 34 del Reglamento de la Corporación, solicita autorización para ausentarse del país, por un plazo superior a treinta días, a contar del 6 de mayo de 2015, para dirigirse a México. 


-
De la diputada señora Molina por la cual informa, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34 del Reglamento de la Corporación, que se ausentará del país por un plazo inferior a treinta días, a contar de hoy, 6 de mayo de 2015, para dirigirse a Holanda.


2.
Licencia médica


-
Otorgada al diputado señor Verdugo por la cual acredita que deberá permanecer en reposo por un plazo de cinco días, a contar del 4 de mayo de 2015. 


3.
Oficios:

-
De la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana, por el cual solicita el asentimiento de la Corporación para sesionar simultáneamente con la Sala el día jueves 7 de mayo de 2015, desde las 11:30 horas, con el objeto de presenciar la segunda ronda de alegatos chilenos ante la Corte Internacional de Justicia de La Haya. 


-
De la Presidencia de la Cámara de Diputados por el cual se comunica la participación de la diputada señora Molina en las sesiones de alegatos orales ante la Corte Internacional de Justicia en el caso de la demanda de Bolivia en contra de Chile, que tendrán lugar en La Haya los días 4 y 8 de mayo de 2015, la que ha sido calificada de “misión oficial” (63). 



Respuestas a Oficios


Contraloría General de la República

-
Diputado Gahona, Posibilidad de realizar una auditoría a las licitaciones realizadas por el Departamento de Educación del Municipio de Paiguano, Región de Coquimbo, durante los últimos 3 años, con el fin de verificar si se han adjudicados tales licitaciones de acuerdo a sus respectivas bases y, de realizarse, remita los resultados de la misma. (32964 al 4076). (32964 al 4076).


-
Diputada Turres doña Marisol, Instruir al Ministerio de Salud para que haga presente a los servicios de salud del país el carácter obligatorio de los dictámenes 
Nos 61.850, de 30 de septiembre de 2011; 13.467, del año 1983; 29.803 y 29.907, del año 1999, y 2.375 del año 2011, todos del órgano a su cargo, y, en definitiva, que los llamados a concurso para proveer cargos de matronas se hagan extensivos tanto a éstas como a las enfermeras. (32982 al 407). (32982 al 407).


-
Diputado Hernández, Informe sobre el título profesional que posee el Director Regional del Servicio de Vivienda y Urbanización de la Región de Los Lagos, señor Iván Paulo Leohardt, precisando si fue otorgado en Chile o en el extranjero. (332534 al 7752). (332534 al 7752).



Ministerio de Economía, Fomento y Turismo

-
Diputado Rathgeb, Diputado BERGER, Contratos vigentes de arrendamiento y de comodato en que su institución participa como arrendadora o arrendataria y como comodante o comodataria, con las especificaciones que precisan. (147 al 8339). (147 al 8339).



Ministerio de Hacienda

-
Diputado Ward, Diputada HOFFMANN doña MARÍA JOSÉ, Informar sobre la información detallada en la petición adjunta. (1958 al 7320). (1958 al 7320).


-
Proyecto de Resolución 215, Solicitar a S.E. la Presidenta de la República el envío de un proyecto de ley que establezca la universalidad en la cobertura del pilar solidario de pensiones, consagrado en la Reforma Previsional. (1182). 1182.


-
Diputado Santana, Información (813 al 7670). (813 al 7670).



Ministerio de Defensa Nacional

-
Diputado Silber, Informe las medidas de seguridad que se exigen en los vuelos nacionales e internacionales que operan en los aeropuertos de Chile. (404 al 7664). (404 al 7664).



Ministerio de Obras Públicas

-
Diputado Sandoval, Plan de inversiones contemplado a desarrollar en la Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, desagregado por comunas, incluyendo un listado de los caminos considerados a ejecutar. Asimismo, precise la inversión a implementar, su prioridad, incluyendo un cuadro comparativo respecto a lo desarrollado en la administración anterior, en los términos que se indican en la solicitud adjunta. (1177 al 5227). (1177 al 5227).


-
Diputado Flores, Informar sobre el programa de mejoramiento de caminos de comunidades indígenas. (1178 al 6757). (1178 al 6757).


-
Diputada Álvarez doña Jenny, Remita antecedentes respecto del estado de avance de las obras de dragado del fondo operacional, del actual muelle de Chaitén, provincia de Palena, Región de Los Lagos (1180 al 7824). (1180 al 7824).


-
Diputado Santana, informe a esta Cámara sobre el estado de avance y calendarización del proyecto de construcción de caletas de pescadores de Maullín y de infraestructura portuaria de la caleta Estaquilla en la Región de Los Lagos. (1181 al 7679). (1181 al 7679).


-
Diputada Molina doña Andrea, Informar sobre los recursos y medidas adicionales que se dispondrán para enfrentar la condición crítica en que se encuentra el embalse Los Aromos, respecto de las medidas complementarias que ha adoptado y,o adoptará la empresa Esval S.A. con el mismo propósito y, finalmente, acerca de la proyección de precipitaciones que ha estimado el Ministerio de Obras pública para este año en la Región de Valparaíso y si se contempla activar en el presente año el programa de estimulación de nubes. (1182 al 7407). (1182 al 7407).



Ministerio de Agricultura

-
Diputado Chahin, Solicitud de reprogramación de deuda presentada por el señor José Quilapán del sector de Llullucura de la comuna de Lautaro. (21554 al 7635). (21554 al 7635).


-
Diputado Robles, Remita a esta Corporación la “Guía Metodológica para la evaluación de riesgos ambientales de vegetales genéticamente modificados con guía electrónica de metodologías para su uso”. (326 al 6624). (326 al 6624).



Ministerio de Bienes Nacionales

-
Diputada Molina doña Andrea, Informar sobre el detalle de personas residentes en las comunas de Puchuncaví y El Tabo cuyas regularizaciones de propiedades fueron gestionadas por el señor Eugenio San Román y, las medidas adoptadas por la secretaría a su cargo respecto de las eventuales irregularidades en dicho proceso. (301 al 7260). (301 al 7260).


-
Diputada Molina doña Andrea, Informar sobre el número de carpetas y solicitudes de regularización ingresados a nombre del señor Eugenio San Román Courbis, quien no habría cumplido con los servicios contratados con más de doscientas familias de las comunas de Puchuncaví y El Tabo, en la Región de Valparaíso, para la regularización de terrenos; y, así también, acerca de la alternativa que tienen los afectados para seguir con el trámite en forma directa. (301 al 7582). (301 al 7582).


-
Diputado Santana, Informe las acciones efectuadas para dar cumplimiento a los compromisos realizados en el discurso del día 21 de mayo del año 2014 para la Región de Los Lagos (303 al 7682). (303 al 7682).



Ministerio de Salud

-
Diputado Robles, Operativos de salud que se han efectuado en su territorio jurisdiccional durante los últimos 5 años. (1056 al 7333). (1056 al 7333).


-
Diputado Farcas, Informar sobre la implementación de las fiscalizaciones para el cumplimiento del decreto supremo 78, de 2012, del Ministerio de Salud, que aprueba el reglamento de Almacenamiento de Sustancias Peligrosas y, además, respecto de las medidas adoptadas para proteger a las personas que laboran en las empresas que manejan esa clase de productos, y también de quienes habitan en sus cercanías. (551 al 7853). (551al 7853).


-
Diputado Farcas, Informar sobre la implementación de las fiscalizaciones para el cumplimiento del decreto supremo 78, de 2012, del Ministerio de Salud, que aprueba el reglamento de Almacenamiento de Sustancias Peligrosas y, además, respecto de las medidas adoptadas para proteger a las personas que laboran en las empresas que manejan esa clase de productos, y también de quienes habitan en sus cercanías. (911 al 7838). (911al 7838).



Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones

-
Diputado Farcas, Situación de las expropiaciones que se verificarán en la comuna de Conchalí para las obras de construcción de la línea 3 del Metro. (225 al 8001). (225 al 8001).


-
Diputado Núñez, Remita a esta Cámara la información solicitada en la petición adjunta, en relación con la situación del transporte público en la Región de Coquimbo. (316 al 7429). (316al 7429).


-
Diputado Espinoza don Fidel, Remita antecedentes sobre el estudio realizado durante el año 2014 por esa cartera y la comisión Pro Movilidad Urbana respecto de las causas de la congestión vial de Osorno, además de la evaluación y los efectos del crecimiento del parque automotriz. (3163 al 7813). (3163 al 7813).


-
Diputada Cicardini doña Daniella, Informe sobre la estrategia a seguir frente a la reciente catástrofe natural ocurrida en la Región de Atacama. (3168 al 7869). (3168 al 7869).


-
Diputado Robles, Posibilidad de disponer una investigación acerca de las actuaciones de la señora Directora Regional de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles de Tarapacá, denunciada por posible acoso laboral contra su personal. (5421 al 7899). (5421 al 7899).



Ministerio Secretaría General de la Presidencia

-
Diputado Rocafull, Informar sobre las causas judiciales en materia penal seguidas en contra de don Arturo Alexis Gómez González y, además, remitir los antecedentes de la causa tramitada en el juzgado de garantía de Arica RIT: 5299-2014 y RUC: 1410012298-2, junto con copia de la querella, oficios y demás actuaciones solicitadas por el Ministerio Público. (233 al 7498). (233 al 7498).


-
Diputado Coloma, Informe a esta Cámara acerca de la legalidad del uso del Palacio Municipal Falabella ubicado en la comuna de Providencia, el día viernes 28 de junio del presente año, en el contexto de una fiesta de matrimonio de un familiar de la señora alcaldesa Josefa Errázuriz, según consta en crónicas periodísticas. (322525 al 6393). (322525 al 6393).



Ministerio de Desarrollo Social

-
Diputado Espinoza don Fidel, Informe sobre la flexibilidad en la metodología de evaluación de los proyectos de alcantarillado rural, que no han podido ser financiados. (1159 al 7269). (1159 al 7269).



Intendencias

-
Diputado Núñez, Medidas adoptadas y acciones ejecutadas para que se decrete, a la brevedad, zona de escasez hídrica a la comuna de Montepatria en la provincia del Limarí, con el propósito de hacer frente a dicho embate de la naturaleza y proceder a la suspensión de los remates que están afectando a los agricultores, precisando la fecha en que se dictará el decreto supremo respectivo. (1648 al 7382). (1648 al 7382).


-
Diputado Rocafull, Informe a esta Cámara sobre el costo de las pantallas LED instaladas en el estadio Carlos Dittborn, la fecha en que fueron instaladas y los motivos por los cuales aún no han sido utilizadas. (321 al 7726). (321 al 7726).



Servicios

-
Diputado Fuentes, Proyectos de infraestructura en ejecución en la Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo y los que se encuentran etapa previa, indicando los montos involucrados, factibilidades técnicas, observaciones y fechas estimativas de ejecución en las diferentes comunas. (1179 al 4607). (1179 al 4607).


-
Diputado Farcas, Situación de las expropiaciones que se verificarán en la comuna de Conchalí para las obras de construcción de la línea 3 del Metro. (225 al 8003). (225 al 8003).


-
Diputada Molina doña Andrea, Informar sobre las gestiones realizadas tendientes a fiscalizar el cumplimiento del artículo 4° del decreto supremo N° 32 del año 2011, del Ministerio de Planificación, en seguida, si se ha dado cumplimiento a esta normativa y en qué porcentaje y, finalmente, los mecanismos de comunicación audiovisual que se estarían utilizando. (252 al 7177). (252 al 7177).


-
Diputado Espinoza don Fidel, Informe sobre la instalación de tobilleras electrónicas a personas condenadas por diversos delitos en la Región de Los Lagos, durante los años 2014 y 2015. (462 al 7816). (462 al 7816).


-
Diputado Urrutia don Osvaldo, Adoptar las medidas que permitan incorporar en la ley N° 20.066, que establece ley de Violencia Intrafamiliar, las facultades necesarias para que el Servicio Nacional del Adulto Mayor sea parte en causas de maltrato a adultos mayores tramitadas en los tribunales de justicia. (554 al 853). (554 al 853).



Varios

-
Diputado Espinosa don Marcos, Informar sobre el proceso de reliquidación que es llevado a cabo por la empresa eléctrica Elecda, producto de la actualización de decretos tarifarios registrados en el periodo de enero 2011 y abril 2014, los que en el caso de la Región de Antofagasta, contemplarían un alza en las cuentas de electricidad cercana al 14%; lo anterior, no obstante el convenio firmado entre el Ministerio de Energía y la Asociación de Municipalidades de la Región de Antofagasta, destinado evitar dicho cobro en las comunas de la región. (5424 al 8066). (5424 al 8066).



Empresas del Estado

-
Diputado Chahin, Informe sobre las razones que motivaron la falta de servicio durante la mañana del día 18 de marzo, en el tramo Victoria - Temuco y, además, Remita antecedentes que justifiquen la no salida de maquinarias de reemplazo, con las cuales cuenta la Empresa de los Ferrocarriles del Estado (138 al 7558). (138 al 7558).



Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones

-
Diputado Soto, Término de los trabajos del Proyecto Metro Tren Santiago-Nos (Rancagua Express), en la comuna de San Bernardo, precisando la fecha de término de las obras en cada una de las estaciones Freire y Nos, y su entorno, y los atraviesos sobre y bajo nivel que se están habilitando. (043 al 8165). (043 al 8165).



Municipalidades

-
Diputada Fernández doña Maya, Remita a esta Cámara la información detallada en la intervención adjunta, relacionada con el destino de la Pérgola Odeón, ubicada en la Plaza Ñuñoa. (901 al 7417). (901 al 7417).



Presidencia de La República

-
Diputado Trisotti, Informar sobre el proyecto de construcción del nuevo jardín infantil Mar de Colores en el sector de Caleta Chanavayita, en la comuna de Iquique, la empresa a la cual se le adjudicó dicho proyecto, los montos involucrados, los plazos de construcción y la fecha u oportunidad en que comenzaría a funcionar dicho jardín en sus nuevas dependencias y, finalmente, acerca de la operación y el actual funcionamiento del mencionado jardín. (006 al 7506). (006 al 7506).


IX.
PETICIONES DE OFICIO. ARTÍCULOS 9° Y 9° A DE LA LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DEL CONGRESO NACIONAL.

-
Diputado Rocafull, Informe a esta cámara al tenor de la solicitud que se acompaña, sobre la posibilidad de iniciar una investigación para determinar la responsabilidad administrativa del Director del Servicio de Evaluación Ambiental de la Región Arica y Parinacota, señor Nicolás Calderón, por las actuaciones declaradas ilegales por la Iltma. Corte de Apelaciones de Arica en autos sobre recurso de protección 167 - 2013. (8468 de 30/04/2015). A Contraloría General de la República.


-
Diputado Coloma, Informe a esta Cámara sobre la jornada realizada los días lunes 13 y martes 14 de abril, en el centro de eventos Hippocampus de Concón, organizada por el Ministerio de Desarrollo Social (8475 de 30/04/2015). A Contraloría General de la República.


-
Diputado Ward, Remita a esta Cámara, la información detallada en la petición adjunta, relacionada con el informe N°9/2013 de fecha 27 de Diciembre del año 2013, recaído en la investigación especial realizada a la municipalidad de Puente Alto, que verifico la situación de 133 funcionarios municipales de planta que desarrollaban, durante el año 2012, funciones a honorarios con cargo del Programa Fomento Social. (8477 de 30/04/2015). A Contraloría General de la República.


-
Diputada Provoste doña Yasna, Remita a esta Cámara la información detallada en la petición adjunta, relacionada con las obras del proyecto Pascua - Lama, que habrían generado una eventual contaminación ambiental y sanitaria a causa de los residuos mineros no tratados. (8487 de 04/05/2015). A Ministerio Medio Ambiente.


-
Diputada Núñez doña Paulina, informe a esta Cámara sobre los recursos destinados a servicios de transportes por la Empresa Nacional de Minería durante el año 2014. (8488 de 05/05/2015). A Ministerio de Minería.


-
Diputada Álvarez doña Jenny, Remita a esta Cámara, la información detallada en la petición adjunta, relacionada con los objetivos de la conformación del Comité de Emergencia Acuícola y Pesquera, a consecuencia de la erupción del volcán Calbuco. (8489 de 05/05/2015). A Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.


-
Diputada Álvarez doña Jenny, Remita a esta Cámara copia del memorándum de entendimiento suscrito entre el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo y la Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura. (8490 de 05/05/2015). A Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.


-
Diputada Álvarez doña Jenny, Remita a esta Cámara copia del convenio de capacitación recientemente firmado entre el Servicio Nacional de la Mujer y la Universidad de Los Lagos. (8491 de 05/05/2015). A Ministerio de la Mujer.


-
Diputada Álvarez doña Jenny, Remita a esta Cámara la información detallada en la petición adjunta, relacionada con los bonos y subsidios que este ministerio entrega , asociados a la postulación de viviendas a través del programa de Reactivación Económica e Integración Social. (8492 de 05/05/2015). A Ministerio de Vivienda y Urbanismo.


-
Diputada Álvarez doña Jenny, Remita a esta Cámara copia de la ordenanza municipal de la comuna de Parral, relativa a la concesión del Servicio de Parquímetros. (8493 de 05/05/2015).  A Municipalidad de Parral.


-
Diputada Álvarez doña Jenny, Remita a esta Cámara copia de la ordenanza municipal de la comuna de Coyhaique, relativa a la concesión del Servicio de Parquímetros. (8494 de 05/05/2015).  A alcalde de la Municipalidad de Coyhaique. 


-
Diputada Álvarez doña Jenny, Remita a esta Cámara copia de la ordenanza municipal de la comuna de Pucón, relativa a la concesión del Servicio de Parquímetros. (8495 de 05/05/2015). A Municipalidad de Pucón.


-
Diputada Álvarez doña Jenny, Remita a esta Cámara copia de la ordenanza municipal de la comuna de Los Andes, relativa a la concesión del Servicio de Parquímetros. (8496 de 05/05/2015). A Municipalidad de Los Andes.


-
Diputada Álvarez doña Jenny, Remita a esta Cámara copia de la ordenanza municipal de la comuna de Recoleta, relativa a la concesión del Servicio de Parquímetros. (8497 de 05/05/2015). A Municipalidad de Recoleta.


-
Diputada Álvarez doña Jenny, Remita a esta Cámara copia de la ordenanza municipal de la comuna de San Carlos, relativa a la concesión del Servicio de Parquímetros. (8498 de 05/05/2015). A Municipalidad de San Carlos.


-
Diputada Álvarez doña Jenny, Remita a esta Cámara copia de la ordenanza municipal de la comuna de San Vicente de Tagua Tagua, relativa a la concesión del Servicio de Parquímetros. (8499de 05/05/2015).  A Municipalidad de San Vicente de tagua tagua.


-
Diputada Álvarez doña Jenny, Remita a esta Cámara copia de la ordenanza municipal de la comuna de Vitacura, relativa a la concesión del Servicio de Parquímetros. (8500 de 05/05/2015).  A Municipalidad de Vitacura.


-
Diputada Álvarez doña Jenny, Remita a esta Cámara la información detallada en la petición adjunta, relacionada con los antecedentes y estadísticas respecto de las 73.000 actividades de fiscalización realizadas por el Servicio Nacional de Pesca en la Región de Los Lagos (8501 de 05/05/2015). A servicios.


-
Diputada Álvarez doña Jenny, Remita a esta Cámara la información detallada en la petición adjunta, relacionada con la autorización entregada por el Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura a diez empresas productoras de salmón, para el traslado de 11 millones y medio de peces. (8502 de 05/05/2015). A servicios.


-
Diputada Álvarez doña Jenny, Remita a esta Cámara la información detallada en la petición adjunta, relacionada con la situación que afecta la construcción de pozos profundos, de los proyectos de Agua Potable Rural de las localidades de Dicham y Curaco de Vilipulli en la comuna de Chonchi. (8503 de 05/05/2015). A Ministerio de Obras Públicas.


-
Diputada Álvarez doña Jenny, Remita a esta Cámara la información detallada en la petición adjunta, relacionada con la situación que afecta la paralización de obras del proyecto de Agua Potable Rural del sector de Ñiucho, en la comuna de Dalcahue. (8504 de 05/05/2015). A Ministerio de Obras Públicas.


-
Diputada Álvarez doña Jenny, Remita a esta Cámara la información detallada en la petición adjunta, relacionada con los resultados arrojados por la investigación que permitió confeccionar el primer mapa de recursos geotérmicos de la Región de Los Lagos. (8505 de 05/05/2015). A servicios.


-
Diputada Álvarez doña Jenny, Remita a esta Cámara la información detallada en la petición adjunta, relacionada con los aeropuertos nacionales que cuentan con estanques de almacenamiento para el abastecimiento de combustible de aeronaves. (8506 de 05/05/2015). A servicios.


-
Diputada Álvarez doña Jenny, Remita a esta Cámara la información detallada en la petición adjunta, relacionada con su posición respecto de los planteamientos formulados en marzo del año 2015 por el Sindicato de Pescadores Artesanales de la caleta Chumelden, en la comuna de Chaitén. (8507 de 05/05/2015). A Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.


-
Diputada Álvarez doña Jenny, Remita a esta Cámara la información detallada en la petición adjunta, relacionada con el plan de conservación de la rampa alternativa Chacao, iniciado el pasado 27 de Abril y que se extenderá hasta el día 27 de Agosto del año 2015. (8508 de 05/05/2015). A gerente general de la Empresa Portuaria de Puerto Montt.


-
Diputado Espinoza don Fidel, Informe a esta Cámara sobre las acciones que se implementarán para ir en ayuda del sector apícola de la Región de Los Lagos, afectado por la erupción del volcán Calbuco. (8509 de 05/05/2015). A Ministerio de Agricultura.

I. ASISTENCIA


-Asistieron los siguientes señores diputados: (108)

NOMBRE
(Partido*
Región
Distrito)

Álvarez Vera, Jenny
PS
X
58

Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo
UDI
VII
38

Andrade Lara, Osvaldo
PS
RM
29

Arriagada Macaya, Claudio
DC
RM
25

Auth Stewart, Pepe
PPD
RM
20

Barros Montero, Ramón
UDI
VI
35

Bellolio Avaria, Jaime
UDI
RM
30

Berger Fett, Bernardo
RN
XIV
53

Boric Font, Gabriel
IND
XII
60

Browne Urrejola, Pedro
RN
RM
28

Campos Jara, Cristián
PPD
VIII
43

Cariola Oliva, Karol
PC
RM
19

Carmona Soto, Lautaro
PC
III
5

Carvajal Ambiado, Loreto
PPD
VIII
42

Castro González, Juan Luis
PS
VI
32

Ceroni Fuentes, Guillermo
PPD
VII
40

Chahin Valenzuela, Fuad
DC
IX
49

Chávez Velásquez, Marcelo
DC
VIII
45

Cicardini Milla, Daniella
IND
III
5

Coloma Álamos, Juan Antonio
UDI
RM
31

Cornejo González, Aldo
DC
V
13

De Mussy Hiriart, Felipe
UDI
X
56

Edwards Silva, José Manuel
RN
IX
51

Espejo Yaksic, Sergio
DC
VI
35

Espinosa Monardes, Marcos
PRSD
II
3

Espinoza Sandoval, Fidel
PS
X
56

Farcas Guendelman, Daniel
PPD
RM
17

Farías Ponce, Ramón
PPD
RM
25

Fernández Allende, Maya
PS
RM
21

Flores García, Iván
DC
XIV
53

Fuentes Castillo, Iván
IND
XI
59

Fuenzalida Figueroa, Gonzalo
RN
XIV
54

Gahona Salazar, Sergio
UDI
IV
7

García García, René Manuel
RN
IX
52

Girardi Lavín, Cristina
PPD
RM
18

Godoy Ibáñez, Joaquín
RN
V
13

González Torres, Rodrigo
PPD
V
14

Gutiérrez Gálvez, Hugo
PC
I
2

Gutiérrez Pino, Romilio
UDI
VII
39

Hasbún Selume, Gustavo
UDI
RM
26

Hernández Hernández, Javier
UDI
X
55

Hernando Pérez, Marcela
PRSD
II
4

Hoffmann Opazo, María José
UDI
V
15

Insunza Gregorio de las Heras, Jorge
PPD
IV
9

Jackson Drago, Giorgio
IND
RM
22

Jaramillo Becker, Enrique
PPD
XIV
54

Jiménez Fuentes, Tucapel
PPD
RM
27

Kast Rist, José Antonio
UDI
RM
24

Lavín León, Joaquín
UDI
RM
20

Lemus Aracena, Luis
PS
IV
9

León Ramírez, Roberto
DC
VII
36

Letelier Norambuena, Felipe
PPD
VI
33

Lorenzini Basso, Pablo
DC
VII
38

Macaya Danús, Javier
UDI
VI
34

Melero Abaroa, Patricio
UDI
RM
16

Melo Contreras, Daniel
PS
RM
27

Meza Moncada, Fernando
PRSD
IX
52

Monckeberg Bruner, Cristián
RN
RM
23

Monckeberg Díaz, Nicolás
RN
RM
18

Monsalve Benavides, Manuel
PS
VIII
46

Morales Muñoz, Celso
UDI
VII
36

Morano Cornejo, Juan Enrique
DC
XII
60

Nogueira Fernández, Claudia
UDI
RM
19

Norambuena Farías, Iván
UDI
VIII
46

Núñez Arancibia, Daniel
PC
IV
8

Núñez Urrutia, Paulina
RN
II
4

Ojeda Uribe, Sergio
DC
X
55

Ortiz Novoa, José Miguel
DC
VIII
44

Pacheco Rivas, Clemira
PS
VIII
45

Pascal Allende, Denise
PS
RM
31

Paulsen Kehr, Diego
RN
IX
49

Pérez Arriagada, José
PRSD
VIII
47

Pérez Lahsen, Leopoldo
RN
RM
29

Pilowsky Greene, Jaime
DC
RM
24

Poblete Zapata, Roberto
IND.
VIII
47

Provoste Campillay, Yasna
DC
III
6

Rathgeb Schifferli, Jorge
RN
IX
48

Rincón González, Ricardo
DC
VI
33

Rivas Sánchez, Gaspar
RN
V
11

Robles Pantoja, Alberto
PRSD
III
6

Rocafull López, Luis
PS
XV
1

Rubilar Barahona, Karla
RN
RM
17

Sabag Villalobos, Jorge
DC
VIII
42

Sabat Fernández, Marcela
RN
RM
21

Saffirio Espinoza, René
DC
IX
50

Saldívar Auger, Raúl
PS
IV
7

Sandoval Plaza, David
UDI
XI
59

Santana Tirachini, Alejandro
RN
X
58

Schilling Rodríguez, Marcelo
PS
V
12

Sepúlveda Orbenes, Alejandra
IND
VI
34

Silber Romo, Gabriel
DC
RM
16

Silva Méndez, Ernesto
UDI
RM
23

Soto Ferrada, Leonardo
PS
RM
30

Squella Ovalle, Arturo
UDI
V
12

Torres Jeldes, Víctor
DC
V
15

Trisotti Martínez, Renzo
UDI
I
2

Tuma Zedán, Joaquín
PPD
IX
51

Turres Figueroa, Marisol
UDI
X
57

Ulloa Aguillón, Jorge
UDI
VIII
43

Urízar Muñoz, Christian
PS
V
10

Urrutia Bonilla, Ignacio
UDI
VII
40

Urrutia Soto, Osvaldo
UDI
V
14

Vallejo Dowling, Camila
PC
RM
26

Vallespín López, Patricio
DC
X
57

Van Rysselberghe Herrera, Enrique
UDI
VIII
44

Venegas Cárdenas, Mario
DC
IX
48

Walker Prieto, Matías
DC
IV
8

Ward Edwards, Felipe
UDI
II
3

-Concurrió, además, el ministro de Educación, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán.


-No estuvieron presentes por encontrarse:


-En misión oficial: El diputado señor Marco Antonio Núñez Lozano.

-Con permiso constitucional: Los diputados señores Felipe Kast Sommerhofft, Issa Kort Garriga, Jorge Tarud Daccarett y Guillermo Teillier del Valle.

-Con licencia médica: El diputado señor Germán Verdugo Soto.-
II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 10.41 horas.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.
III. ACTAS

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- El acta de la sesión 12ª se declara aprobada.

El acta de la sesión 13ª queda a disposición de las señoras diputadas y los señores diputados.

IV. CUENTA

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta.

-El señor ROJAS (Prosecretario) da lectura a la Cuenta.
AUTORIZACIÓN A COMISIÓN PARA SESIONAR SIMULTÁNEAMENTE
CON LA SALA

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Si le parece a la Sala, se accederá a la solicitud de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana, en orden a sesionar simultáneamente con la Sala el jueves 7 de mayo de 2015, desde las 11.30 horas, con el objeto de presenciar la segunda ronda de alegatos chilenos ante la Corte Internacional de Justicia con sede en La Haya.

¿Habría acuerdo?

Acordado.

PERMISO CONSTITUCIONAL

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Si le parece a la Sala, se accederá a la petición formulada por el diputado señor Felipe Kast, quien, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 60 de la Constitución Política de la República y 34 del Reglamento de la Corporación, solicita autorización para ausentarse del país por un plazo superior a treinta días, a contar del 6 de mayo de 2015, para dirigirse a México.

¿Habría acuerdo?

Acordado.

El señor BORIC.- Señor Presidente, tengo una duda reglamentaria.

¿Se requiere unanimidad para dar esa autorización?

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Sí, señor diputado. De lo contrario, se somete a votación.

El señor BORIC.- Señor Presidente, si el diputado Felipe Kast se ausenta del país por más de treinta días, ¿lo hace sin goce de sueldo?

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Señor diputado, normalmente no ocurre así. La petición de autorización para ausentarse del país por más de treinta días se hace en función del efecto que ello produce en los quorum. Habitualmente, ningún diputado sale del país por esa cantidad de tiempo. 

INTEGRACIÓN DE COMISIÓN ESPECIAL INVESTIGADORA

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Propongo a la Sala que la Comisión Especial Investigadora sobre los hechos que se conocen como el “caso Caval” y la participación en ellos del exdirector sociocultural de la Presidencia de la República quede integrada por las siguientes señoras diputadas y señores diputados: Juan Luis Castro, Guillermo Ceroni, Gustavo Hasbún, María José Hoffmann, Fernando Meza, Manuel Monsalve, Daniel Núñez, Diego Paulsen, Marcela Sabat, Alejandra Sepúlveda, Gabriel Silber, Matías Walker y Felipe Ward.

La Mesa, en el ejercicio de sus facultades, cita a esta comisión para su sesión constitutiva hoy, a las 17.00 horas, en la sala que será informada oportunamente a cada uno de sus integrantes.

¿Habría acuerdo?

Acordado.

ACUERDO DE LOS COMITÉS

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- El señor Secretario va a dar lectura al acuerdo de los Comités.

El señor LANDEROS (Secretario).- Reunidos los jefes de los Comités Parlamentarios el día de ayer, bajo la presidencia del diputado señor Vallespín, acordaron votar con preferencia, en la sesión de hoy, el proyecto de resolución Nº 347, en virtud del cual se solicita a su excelencia la Presidenta de la República que modifique todos los cuerpos normativos correspondientes a las denominadas “leyes secretas” dictadas entre 1973 y 1990.

V. ORDEN DEL DÍA

CREACIÓN DE QUINCE CENTROS DE FORMACIÓN TÉCNICA ESTATALES
(Primer trámite constitucional. Boletín Nº 9766-04)

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Corresponde tratar el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en mensaje, que crea quince centros de formación técnica estatales en regiones.

Diputados informantes de las comisiones de Educación y Hacienda son los señores Rodrigo González y Pablo Lorenzini, respectivamente.

Antecedentes:

-Mensaje, sesión 103ª de la  legislatura 362ª, en 9 de diciembre de 2014. Documentos de la Cuenta N° 1.

-Informe de la Comisión de Educación, sesión 16ª de la presente legislatura, en 21 de abril de 2015. Documentos de la Cuenta N° 7.

-Informe de la Comisión de Hacienda, sesión 19ª de la presente legislatura, en 5 de mayo de 2015. Documentos de la Cuenta N° 23.

El señor JARAMILLO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Tiene la palabra el diputado Enrique 
Jaramillo.

El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, solicito a la Mesa que dé a conocer el tiempo asignado proporcionalmente por bancada.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Sin perjuicio de que esa información figura en la pantalla, el señor Secretario va a dar lectura a los tiempos distribuidos proporcionalmente por bancada.

Muchas gracias por su sugerencia, señor diputado.

El señor LANDEROS (Secretario).- Los tiempos que se distribuirán por bancada son los siguientes: Unión Demócrata Independiente, 29 minutos y 20 segundos; Democracia Cristiana, 24 minutos y 40 segundos; Partido Socialista, 21 minutos y 20 segundos; Renovación Nacional, 20 minutos y 40 segundos; Partido por la Democracia, 20 minutos; Independientes, 15 minutos y 20 segundos; Partido Comunista e Izquierda Ciudadana, 14 minutos y 40 segundos, y Partido Radical Social Demócrata, 14 minutos.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Los tiempos correspondientes a cada diputado y diputada serán definidos por las respectivas bancadas.

El señor AUTH.- Señor Presidente, le ruego que se sinceren los tiempos por bancada, porque si se adicionan los minutos que ha indicado el señor Secretario, nos excederemos largamente de la hora de término acordada. La idea es que cada bancada sepa efectivamente de cuánto tiempo dispone, de modo que no queden bancadas con un tiempo no distribuido de acuerdo con la proporcionalidad señalada.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Informo a la Sala que se suspendió el tiempo Incidentes; por lo tanto, habrá tiempo adicional. Sin perjuicio de ello, si es necesario, se prorrogará la sesión para cerrar hoy el debate del proyecto. 

Los tiempos serán controlados rigurosamente por la Mesa. De lo contrario, se perjudicaría a los parlamentarios a quienes su bancada les dio la posibilidad de hacer uso de la palabra.

De conformidad con los acuerdos de los Comités adoptados ayer, se destinarán diez minutos por bancada para la discusión de las ideas globales del proyecto. A continuación, el saldo de ochenta minutos restantes se distribuirá en forma proporcional por bancada. 

El plazo para renovar indicaciones o solicitar división de la votación vence a las 12.00 horas.

Tiene la palabra el diputado informante de la Comisión de Educación.

El señor GONZÁLEZ (de pie).- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Educación, paso a informar sobre el proyecto de ley, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, iniciado en mensaje de su excelencia la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”, que crea quince centros de formación técnica estatales.

Quiero expresar mi alegría por informar sobre este proyecto, aprobado por la Comisión de Educación, el que tiene una enorme transcendencia para la educación chilena.

Antecedentes del proyecto.

Fundamentos.

Según se expresa en el mensaje remitido por su excelencia la Presidenta de la República, la creación de quince centros de formación técnica estatales regionales se origina en la urgente necesidad de mejorar la calidad de la formación técnica y las oportunidades de desarrollo en esta área. 

Asimismo, pretende ser un aporte a la descentralización, la innovación y la articulación de la oferta pública con el desarrollo y transformación productiva de cada una de las regiones del país.

Con una voluntad inédita en los últimos cincuenta años, por primera vez el Estado se hace presente en el desafío de tener una formación técnica acorde a las necesidades locales y a la altura de los desafíos tecnológicos y técnicos de este siglo para cumplir objetivos fundamentales.

El Estado y el país estiman necesario y prioritario hacer una suerte de refundación de la educación técnica pública superior, y no seguir “universitarizando” el sistema de educación superior. Fue uno de los aspectos a los que se dio mayor énfasis durante la discusión del proyecto. Los centros de formación técnica tienen un carácter de educación superior distinto al de la educación universitaria. No debe existir más discriminación en la formación técnico-profesional, la cual tiene una importancia decisiva para el desarrollo del país.

Los centros de formación técnica públicos deben ser un referente para el país: de excelencia, descentralizados, innovadores, con calidad docente y articulados directamente con los liceos, las carreras profesionales y el sector productivo del país ocupado por la realidad social y la económica del entorno.

Los objetivos que persiguen los nuevos quince centros de formación técnica estatales son los siguientes:

1. Descentralización de la oferta educativa.

La alta concentración de la oferta educativa técnica en la capital del país y en algunas regiones, que alcanza a más del 70 por ciento, hace necesario que el Estado haga un esfuerzo por llevar a los contextos regionales una oferta capaz de articularse con los intereses locales y los desafíos estratégicos definidos por la región. 

Se espera que la oferta de formación técnica estatal regional también venga a paliar el alto costo que significa para las familias desplazar a los hijos a otras regiones, especialmente en regiones extremas, como Aysén, Magallanes, y Arica y Parinacota.

2. Vinculación con los sectores productivos y necesidades locales.

La construcción de estos centros compromete la participación de los distintos actores sociales en función de detectar las necesidades locales, generar carreras coherentes con esas necesidades y mejorar la pertinencia de estas con los desafíos estratégicos de la región. 

Adicionalmente, se espera que con la creación de estos centros se incremente la posibilidad de que los técnicos egresados de esta modalidad de educación superior se inserten laboralmente en sus regiones de origen, con lo cual incrementarán el capital humano de ellas, elemento fundamental para la efectiva descentralización del país, y mejorarán la productividad y el desempeño de las organizaciones productivas del territorio, tanto públicas como privadas, lo que redundará en una mejora de la calidad de vida y de las oportunidades de desarrollo.

Del mismo modo, la oferta de formación técnica propuesta deberá responder a los requerimientos de capacitación del sector productivo de la región, vía programas de formación continua. Esto, además de apoyar las mejoras de productividad sectoriales del territorio, disminuirá significativamente tanto los costos directos como indirectos de la capacitación, toda vez que estos últimos están asociados, entre otras variables, a los tiempos de traslado y ausencias del puesto de trabajo.

En ese contexto se orienta el quehacer de estas nuevas instituciones: su compromiso con el país y con el desarrollo y transformación productiva regionales, y su vinculación con los actores regionales, bajo el compromiso de otorgar una formación pertinente y de calidad para los jóvenes, las trabajadoras y los trabajadores de cada región.

3. Formación de calidad en diversos contextos sociales.

El proyecto tiene como objetivo la creación de centros de formación técnica que consideren la relación con el mundo del trabajo, la vinculación con la educación escolar y las orientaciones generales que deben tener para asegurar la calidad de la enseñanza que impartirán. Para ello, se establecen no solo las orientaciones que permitirán que estas instituciones 
desarrollen efectivamente una visión pública de la formación técnica, sino también las características que deberían definir tal visión.

Asimismo, se establece el compromiso de lograr un proceso de aprendizaje conectado a la innovación, a la investigación aplicada y a la vinculación con el medio, con estrategias formativas innovadoras tanto en la experiencia práctica como teórica, y con un cuerpo docente en permanente actualización.

Por último, subyace la firme convicción de que cada uno de estos centros facilitará la interlocución y articulación con otras instituciones, clave para el logro de un ambiente colaborativo que lleve a una buena formación técnica superior, a mejoras en el aprendizaje y a lograr calidad en la formación de sus egresados.
Constancias reglamentarias.

Idea matriz del proyecto.

La iniciativa legal tiene como propósito fortalecer la educación pública y la descentralización, impulsando la creación de quince centros de formación técnica estatales en cada una de las regiones, promoviéndola y valorándola socialmente como una herramienta de desarrollo individual y social que tendrá por objeto la formación de técnicos y ciudadanos, prioritariamente de jóvenes y trabajadores y trabajadoras.

Asimismo, los centros de formación técnica que se crean constituirán la base de un nuevo sistema de formación, el que colaborará en red para asegurar la debida articulación entre estas instituciones y el Ministerio de Educación, así como en aspectos académicos formativos, vinculación con el sistema productivo y otras materias similares.

El proyecto no contiene normas propias de ley orgánica constitucional ni de quorum calificado.

De acuerdo con el artículo 220 del Reglamento de la Corporación, los artículos 1°, 12, que ha pasado a ser 11; 13, que ha pasado a ser 12; 14, que ha pasado a ser 13; 15, que ha pasado a ser 14; 16, que ha pasado a ser 15; primero, segundo, cuarto y quinto transitorios del proyecto debieron ser conocidos por la Comisión de Hacienda, debido a su incidencia en materia financiera o presupuestaria del Estado.

El proyecto fue aprobado en general por 9 votos a favor y 1 abstención. Votaron por la afirmativa las diputadas Cristina Girardi, María José Hoffmann, Yasna Provoste y Camila Vallejo (Presidenta), y los diputados Fidel Espinoza, Rodrigo González, Giorgio Jackson, Alberto Robles y Mario Venegas. Se abstuvo el diputado José Antonio Kast.

Durante la discusión en particular del proyecto se presentó una indicación del Ejecutivo y diversas indicaciones parlamentarias que recogieron parte de las opiniones e inquietudes manifestadas por los invitados a exponer ante la comisión, y que se orientaban a mejorar el proyecto en materias tales como la articulación horizontal y vertical, la colaboración con otras instituciones de educación superior, la vinculación con el sector productivo y el entorno laboral.

Concurrieron a la comisión representantes de las principales instituciones, tanto públicas como privadas, del Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas; del Consejo Nacional de Instituciones Privadas de Educación Superior; de centros de formación técnica e institutos profesionales, y de centros de estudios en materia de educación. Asimismo, concurrió la subsecretaria de Educación, señora Valentina Quiroga, quien condujo este proceso, junto a la secretaria ejecutiva de Educación Técnico Profesional del Ministerio de Educación, señora Marcela Arellano.
Asimismo, se presentaron y aprobaron indicaciones, cuya admisibilidad fue objeto de discusión en el seno de la comisión, para eliminar la posibilidad de cobro de aranceles en las instituciones que se crean, y para abordar otras materias, como la gobernanza interna de los CFT, en particular respecto de la participación del alumnado, funcionarios y directivos en materia curricular y financiera, y en la orientación estratégica de la institución.

Por otra parte, se aprobó un artículo que establece que la elección del rector será realizada con la participación de los académicos, de los trabajadores y de los estudiantes.

Por último, el proyecto introduce un nuevo rol para el Consejo Nacional de Educación en lo relativo a la supervisión del proceso previo a la acreditación de los centros de formación técnica.

Es todo cuanto puedo informar.

He dicho.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Tiene la palabra el diputado informante de la Comisión de Hacienda.

El señor LORENZINI (de pie).- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Hacienda, paso a informar sobre el proyecto de ley que crea quince centros de formación técnica estatales.

Con la presencia del ministro de Educación, señor Nicolás Eyzaguirre, quien nos acompaña; del jefe de la División de Educación Superior, señor Francisco Martínez; del asesor legislativo del Ministerio de Educación, señor Exequiel Silva; de la abogada del equipo legislativo de dicha cartera, señora Paulina Celis, y de otros funcionarios de esa repartición, la Comisión de Hacienda se abocó al conocimiento de las normas del proyecto que le conciernen, esto es, los artículos 1°, 11, 12, 13, 14 y 15 permanentes, y los artículos primero, segundo, cuarto y quinto transitorios. 

Se aprobó una serie de indicaciones, en acuerdo con el Ministerio de Educación, las cuales no requieren informe ni quorum especial. Tampoco se requirió un nuevo informe financiero, toda vez que estas no representan mayor gasto.

El diputado Rodrigo González fue bastante claro en cuanto a los aspectos del proyecto que cabe resaltar y que benefician a cada una de las regiones: Arica y Parinacota, Tarapacá, Antofagasta, Atacama, Coquimbo, Valparaíso, Metropolitana, Libertador General Bernardo O’Higgins, Maule, Biobío, La Araucanía, Los Ríos, Los Lagos, Aysén y Magallanes y Antártica. Espero que estén presenten todos los parlamentarios que las representan.

En la discusión del proyecto participaron de manera muy activa los diputados Pepe Auth (Presidente), Sergio Aguiló, Felipe de Mussy, José Miguel Ortiz, Enrique Jaramillo, Patricio Melero, Manuel Monsalve, Alejandro Santana, Osvaldo Urrutia y Ricardo Rincón. Además, participaron los diputados Juan Antonio Coloma (en reemplazo del diputado Ernesto Silva) y Osvaldo Andrade (en reemplazo del diputado Marcelo Schilling).

El proyecto fue aprobado por unanimidad. No es fácil que en la Comisión de Hacienda exista unanimidad.

Se designó a quien habla como diputado informante.

Lo expuesto fue tratado y acordado en sesión de fecha 22 de abril de 2015.

Ello demuestra la seriedad con que trabajó la Comisión de Hacienda: se abocó a la iniciativa hace solo unos días, y ya estamos tratándola en la Sala, como fue solicitado por el ministro de Educación.

La Comisión de Hacienda debió conocer el artículo 1°, más que nada porque dispone la creación de quince centros de formación técnica con personalidad jurídica y patrimonio propios. El concepto de patrimonio involucra recursos. El artículo 11 dispone la forma en que serán fijadas las remuneraciones del personal de los centros de formación técnica; el artículo 12, porque determina cómo estará constituido el patrimonio de los centros de formación técnica. 

En relación con este último artículo se presentó una indicación que dispone que el patrimonio también estará constituido por los montos que perciba el centro de formación técnica por concepto de matrícula, aranceles, derechos de exámenes, certificados, estampillas y solicitudes, y toda clase de cuotas extraordinarias que deban pagar sus estudiantes.

Sometida a votación la indicación al artículo 12, fue aprobada, habida consideración de lo señalado por el ministro de Educación en el sentido de que los CFT estatales serán entidades sin fines de lucro. 

El artículo 13 dispone que el centro de formación técnica estará exento de cualquier impuesto.

En el artículo 14 se incluye a los CFT dentro de las instituciones facultadas para prestar servicios remunerados, y ejecutar actos y celebrar contratos que puedan implicar contribución a su financiamiento o incremento de su patrimonio.

El artículo 15, en su texto original despachado por la Comisión de Educación, establecía: “La ley de Presupuestos de cada año establecerá el monto del aporte fiscal que se destinará a cada uno de los centros de formación técnica estatales que crea esta ley.”. 

La Comisión de Hacienda estimó que esa disposición no correspondía. Por ello, en acuerdo con el Ejecutivo y mediante indicación presentada por este, se eliminó la expresión “cada uno de”. En consecuencia, en la Ley de Presupuestos se establecerá el monto global que se destinará a los quince CFT y, posteriormente, mediante decreto supremo del Ministerio de Educación, visado por el Ministerio de Hacienda, luego de un análisis más detallado, se fijará el monto del aporte que corresponderá anualmente a cada una de dichas instituciones.

La anterior es una de las indicaciones más potentes de las que modifican el proyecto que despachó la Comisión de Educación.

El artículo primero transitorio faculta al Presidente de la República para que fije las normas obligatorias que deberán contener los estatutos de los centros de formación técnica. En relación con este artículo, la comisión aprobó una indicación del Ejecutivo para incorporar la siguiente modificación:

a) Elimínase en el primer párrafo del literal a) la frase “, debiendo todos estos instrumentos velar por la democracia interna y la participación efectiva de los distintos estamentos de la comunidad en materias curriculares, financieras y en la orientación estratégica de la institución.”. 

El ministro de Educación explicó que, en razón de la gobernanza interna de estas instituciones, esta medida debe resolverse a través de una ley marco, mediante la cual el Ejecutivo ingresará las modificaciones correspondientes. En consecuencia, asumió un compromiso en ese sentido.

Además, este artículo transitorio dispone que los estatutos deberán contener las normas que definan la estructura académica y administrativa de la institución, así como los procedimientos para crear, modificar y suprimir en todo o parte dicha estructura.

El artículo segundo transitorio faculta al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año desde la fecha de publicación de esta ley en proyecto, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el ministro de Hacienda, dicte las normas estatutarias que regularán la organización, las atribuciones y el funcionamiento de los quince CFT.

En el o los decretos con fuerza de ley señalados precedentemente deberá establecerse la respectiva fecha de iniciación de actividades académicas de los centros de formación técnica y la comuna en que se domiciliarán.

La comisión aprobó la indicación del Ejecutivo al artículo segundo transitorio, para sustituir, en su literal h), la frase “y los mecanismos de ratificación democrática por parte de toda la comunidad del centro de formación técnica”, por la siguiente: “que deberá incluir la consulta a la comunidad educativa del Centro de Formación Técnica”. También se trata de un asunto de gobernanza que deberá estar contenido en un proyecto de ley marco sobre la materia, que esperamos que sea enviado a tramitación con prontitud.

El artículo cuarto transitorio dispone que desde la fecha en que comiencen a operar y hasta la fecha de su acreditación institucional, los centros serán tutelados y acompañados por una universidad del Estado, preferentemente domiciliada en la misma región y acreditada. La mencionada universidad será designada por el Ministerio de Educación. 

En relación con el artículo cuarto transitorio, se aprobó una indicación del Ejecutivo para modificarlo de la siguiente manera:

Se elimina, en el inciso tercero, la frase “, y deberá ser acreditada, al menos, en las áreas institucional y de vinculación con el medio”, por cuanto esta acreditación se rige por otros parámetros, contenidos en otra legislación.

Sustitúyese, en el inciso tercero, la oración “desde que comience a operar” por la siguiente: “desde el inicio de sus actividades académicas”.

Sustitúyese el inciso cuarto por el siguiente texto, nuevo: “La tutela y acompañamiento regulada en este artículo será supervisada por el Ministerio de Educación.”. Ya no será supervisada por el Consejo Nacional de Educación, como establecía el texto original. 

En relación con el gasto asociado al proyecto, son bastantes los recursos que se destinarán, lo que me parece adecuado. 
El mayor gasto fiscal que implique la aplicación de esta futura ley en su primer año de vigencia se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Educación. El ministro de Educación señaló que si el proyecto se aprueba en mayo, se dispondrá desde junio y hasta fin de año de los fondos necesarios. Esperamos que así sea. En lo que faltare, se financiará con cargo a los recursos de la partida Tesoro Público.

El mayor gasto fiscal para los primeros cuatro años de aplicación del proyecto asciende a 114.000 millones de pesos.

Para la instalación y la puesta en marcha de los centros de formación técnica que se crean, se destinarán 6.840 millones de pesos anuales, lo que hace un total de 27.360 millones de pesos por los cuatro años.

En el futuro, la Ley de Presupuestos correspondiente a los cuatro primeros años de creación de estas instituciones, incluirá los recursos necesarios para la compra, construcción o adecuación de la infraestructura necesaria para el funcionamiento de los centros y para el equipamiento de sus dependencias. Se destinarán 5.546 millones de pesos el primer año. El esfuerzo se hará en los años siguientes: 20.574 millones de pesos el segundo año, 2016; 45.000 millones de pesos para el tercer año, 2017, y en 2018 -cuando habrá cambio de gobierno-, 15.563 millones de pesos. 

La suma de los recursos destinados a la instalación y puesta en marcha de los centros de formación técnica, y de los destinados a su implementación hace un total de 114.000 millones de pesos. 

Lo anterior demuestra el esfuerzo del Ejecutivo, particularmente del Ministerio de Hacienda, en relación con esta iniciativa.

Esperamos que este proyecto tenga resultados y que los planes que se vayan implementando sean buenos. De lo contrario, esas cifras de recursos se van a acumular y habrá tentación en áreas como salud y otras para obtenerlas.

Una vez que esta futura ley esté en aplicación, hemos pedido un informe anual al Ministerio de Educación que permita ir haciendo las adecuaciones que corresponda desde el punto de vista formal y financiero, a fin de cautelar el uso de los recursos.

La Comisión de Hacienda, en forma unánime, lo que -reitero- no es habitual, aprobó el proyecto. De manera que esperamos que en el Senado tenga una rápida tramitación, de modo que a partir de junio de este año podamos empezar a caminar con las estructuras de los nuevos centros de formación técnica estatales.

Es todo cuanto puedo informar.

He dicho.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- En discusión el proyecto.

Tiene la palabra el diputado Romilio Gutiérrez.

El señor GUTIÉRREZ (don Romilio).- Señor Presidente, quiero saludar al ministro de Educación, antes de entrar de lleno a analizar este proyecto de ley que, como se señala en los informes de las comisiones de Educación y de Hacienda, busca mejorar la oferta de carreras técnicas en las regiones y fortalecer el desarrollo regional y la descentralización.

Evidentemente, estamos de acuerdo con los objetivos generales del proyecto, porque creemos que en nuestro país falta desarrollar una oferta de carreras técnicas de calidad, habida consideración de que en las regiones -ello quedó claramente graficado en el debate efectuado en la Comisión de Educación- se da una realidad muy diferente entre una provincia y otra: ofertas variadas de la más amplia gama de carreras, pero no siempre vinculadas al medio.

Por ello, el trabajo realizado en la Comisión de Educación se orienta a que los nuevos centros de formación técnica impartan carreras que tengan realmente un fuerte vínculo con la oferta productiva de cada región y de cada una de sus provincias, de manera que los futuros técnicos que egresen de esos establecimientos tengan buenos trabajos y un buen nivel de remuneraciones. Ello implica un desafío técnico importante en cuanto al diseño de las nuevas carreras, esto es, de la oferta académica. 

En ese sentido, la responsabilidad que tendrán las autoridades que serán nombradas en los centros de formación técnica, así como la universidad que respaldará el proceso, es uno de los aspectos más relevantes de la discusión técnica que deberá llevarse a cabo en los próximos meses.

Por otro lado, hay un desafío importante a nivel de las regiones. La determinación del lugar de instalación de cada nuevo centro de formación técnica de propiedad estatal debe tener en consideración la oferta y la demanda actuales, pero también los desafíos futuros de las regiones. En ese contexto, el debate al interior de cada región es muy importante. 

Por ello, el hecho de que el Ministerio de Educación haya diseñado un mecanismo para determinar la localización de los futuros centros de formación técnica me parece una medida muy positiva.

Consideramos que el proyecto tiene aspectos positivos; no obstante, hay algunos asuntos que, a nuestro juicio, deben ser mejorados.

El primero dice relación con el financiamiento. El informe financiero contempla determinada cantidad de recursos para la instalación de cada uno de los centros. Sin embargo, si consideramos la estimación hecha por el rector de la Universidad de Santiago, en el sentido de que el costo de operación del futuro centro de formación técnica de la Región Metropolitana sería de entre 8.000 millones y 10.000 millones de pesos, para 4.000 alumnos en régimen, constataremos que se trata de una cifra muy por sobre la que se obtendría con el mecanismo de financiamiento a través de becas o del arancel de referencia. 

Por lo tanto, el financiamiento de los centros de formación técnica debe ser revisado en profundidad, considerando, además, el avance de su diseño en cada una de las regiones.

Nos parece que los costos de instalación, de compra de terrenos donde sea necesario y de construcción están cubiertos. Sin embargo, hay una debilidad, que hoy evidentemente no puede estar contemplada, cual es que habrá costos diferenciados cuando se definan las carreras que se crearán. Aquellas carreras de alta complejidad, que requieran equipamiento de última generación, pueden tener costos muy superiores a otras.

En consecuencia -reitero-, el financiamiento de este proyecto de ley debe ser revisado permanentemente, considerando el avance en cada una de las regiones.

Por otro lado -es mi experiencia práctica-, a nivel regional, los avances en relación con esta iniciativa se han implementado de buena forma. En el caso de la Séptima Región, la comisión regional respectiva determinó que el centro de formación técnica quedará emplazado en Linares. La comisión ha visitado el terreno y ha invitado a actores del sector privado a participar en el proceso, por lo que tenemos esperanzas de que en una provincia que hoy tiene déficit de oferta de formación técnica, se cree una oferta nueva y de calidad que permita cambiarles la vida a miles de jóvenes, pero también a muchos trabajadores, que constituyen otro de los objetivos del proyecto de ley: ofrecer a los trabajadores que actualmente se 
desempeñan en una industria o empresa la posibilidad de acceder a una formación de calidad que les permita ascender en su trabajo y optar a un mejor nivel de remuneración.

Por último, hago presente que en la Comisión de Educación presentamos una indicación, que fue aprobada, para pedir al Ministerio de Educación que aclarara cuáles serán los aportes financieros para cada una de las regiones en cada uno de los presupuestos.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Ha terminado su tiempo, señor diputado.

El señor GUTIÉRREZ (don Romilio).- Concluyo de inmediato, señor Presidente.

Los diputados Melero y Auth, con quienes conversé sobre este asunto, me han aclarado que la Comisión de Hacienda determinó un nuevo mecanismo, que considero bueno: en vez de especificar el monto, se definirán criterios de asignación regional, lo cual considerará los tipos de carrera que se crearán.

En general, nos parece que estamos ante una buena iniciativa. Por eso, sin perjuicio de que tenemos dudas y reservas respecto de algunos de sus artículos, anuncio que vamos a aprobar el proyecto de ley.

He dicho.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- El tiempo en que se excedió el diputado Romilio Gutiérrez será descontado de su bancada.

Pido a los señores diputados y a las señoras diputadas que van a hacer uso de la palabra ceñirse al tiempo asignado por sus bancadas. De lo contrario, procederemos a cortar el micrófono, pues no queremos que se perjudique -fue acordado por los Comités- a los diputados que cada bancada definió que hicieran uso de la palabra.

Tiene la palabra, hasta por siete minutos, el diputado Mario Venegas.

El señor VENEGAS.- Señor Presidente, en primer término, voy a abordar este proyecto desde una perspectiva general, para luego darle una mirada más particular.

En general, la iniciativa se inscribe en la realidad de la educación técnico-profesional de nuestro país. Como dato, la Sofofa establece que en Chile hay un déficit de alrededor de 600.000 trabajadores técnico-profesionales de calidad, que sean adecuados para las distintas actividades económicas y productivas del país.

Claramente, si se compara la realidad del desarrollo de la educación técnico-profesional en Chile con otras realidades, se comprueba que hay una anomalía: en nuestro país se forman más profesionales universitarios que técnicos de nivel medio o superior. Hay que cambiar esa situación.

El proyecto crea quince CFT, uno en cada región, que deben tener el carácter de públicos, estatales y gratuitos. Esa es la esperanza, al menos, del 70 por ciento de las familias más vulnerables.

También se espera que los centros de formación técnica ubicados en las regiones tengan lo que Benno Sander llama pertinencia y relevancia regional. La idea es que no vaya cualquier centro a ofrecer cualquier cosa, sino a entregar una oferta académica que esté en directa relación con las vocaciones productivas y de desarrollo de las regiones, de modo que colabore en el proceso de potenciar las capacidades de las mismas.

Esperamos que los CFT estatales, públicos, instalados bajo un modelo distinto al del mercado, permitan contar con una oferta nueva y de calidad que impacte positivamente y sea una señal para direccionar la calidad de toda la oferta en materia de educación técnico-profesional.

Este proyecto le hace bien a Chile y va en la dirección de fortalecer la educación pública, como una alternativa concreta, especialmente para los jóvenes más vulnerables. Los datos son clarísimos: en forma creciente, los jóvenes están optando por la vía técnico-profesional. El 35 por ciento de ellos pertenece a las familias más vulnerables y viene de colegios municipales.

En la actual oferta académica de formación técnica, un alto nivel de alumnos ingresa a estudiar, pero abandona los estudios por razones económicas o de distinta naturaleza, con lo que se frustran importantes posibilidades para ellos. De ahí la importancia de que los centros de formación técnica que se crean sean públicos, estatales y gratuitos.

En lo particular, los habitantes de las regiones -hablo en esa condición- esperamos que este proyecto también sea una señal descentralizadora y de equidad territorial. Me refiero a que en las discusiones que se harán a nivel de las regiones para definir las características de los CFT, las carreras que ofrecerán, la gobernanza que tendrán -cuestión que se determinará al interior de las regiones- y el primer rector que se nombrará, el ministerio no concentre todo, una vez más, en las capitales regionales, pues ya están llenas de oferta educacional. En el caso de la Región de La Araucanía, mi región, Temuco tiene todas las oportunidades en ese sentido. 

Por consiguiente, como habitante de la provincia de Malleco, reclamo que este proyecto considere generar equidad. La gente de Malleco, que es la más postergada, merece que se considere la instalación del centro de formación técnica no en la capital regional, sino fuera de ella, donde no haya oferta educacional o donde esta sea escasa.

También nos preocupa especialmente la calidad de la formación que se entregará. Si queremos que en verdad los CFT generen un impacto positivo en los técnicos -lo que necesita el país-, el elemento central a considerar es la calidad de la institución, la calidad de la formación, la calidad de las carreras. 

Los CFT estatales serán creados por ley; por tanto, no considerarán, a diferencia de las instituciones privadas, el proceso de licenciamiento, es decir, aquel en que el Consejo Nacional de Educación se preocupa de que estas instituciones cumplan con ciertos estándares de calidad hasta que alcancen la autonomía y posteriormente la acreditación.

A raíz de ello, presenté una indicación -el Ejecutivo la modificó en la Comisión Hacienda- en el siguiente sentido. El articulado transitorio establecía que la tutela de los centros de formación técnica estatales quedara entregada a las universidades regionales. Ocurre que las universidades, por su quehacer, no necesariamente tienen la mejor expertise en materia técnico-profesional, y aquellas que la tienen, normalmente cuentan con centros de formación técnica. A lo largo del país, hay quince instituciones universitarias que tienen sus propios CFT. 

Por ello, como en tal aspecto se produce un problema, mediante la referida indicación propusimos que la tutela quedara radicada en el Consejo Nacional de Educación. Finalmente, en la Comisión de Hacienda se resolvió que los centros de formación técnica serán tutelados por el Ministerio de Educación. Ojalá que el ministerio lleve a cabo esa tutela y ese acompañamiento de los CFT estatales, hasta que obtengan su acreditación, en el plazo máximo de seis años, como lo habíamos propuesto en nuestra indicación en la Comisión de Educación, a fin de garantizar calidad.

Con todo, a pesar de este reparo, anuncio que voy a apoyar entusiastamente el proyecto de ley.

He dicho.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- En el tiempo de la bancada del Partido Socialista, tiene la palabra, hasta por cinco minutos, el diputado Fidel Espinoza.

El señor ESPINOZA (don Fidel).- Señor Presidente, creo que la intervención del diputado Mario Venegas va en la línea de lo que planteamos durante la discusión del proyecto en la Comisión de Educación.

En esa instancia, muchas veces escuchamos a parlamentarios de la oposición emitir ideas absolutamente contrarias a la concreción de esta iniciativa que crea quince centros de formación técnica a nivel nacional, uno por región. Se podría entender que a algunos diputados no les interese o no les guste la gratuidad en la educación, y menos que se legisle para crear más instituciones públicas, como estas, que ofrezcan oportunidades de educación técnico-profesional a la población.

Por tal motivo, como parlamentario integrante de la Comisión de Educación, valoro enormemente el rol jugado por el Ministerio de Educación y el mandato dado por la Presidenta de la República, Michelle Bachelet, en orden a entregar nuevas oportunidades a más hombres y mujeres de nuestro país, muchos de quienes, una vez egresados de cuarto medio, han visto frustradas sus posibilidades de desarrollo y de tener un futuro en el que puedan acceder a mejores oportunidades laborales para la concreción de sus sueños.

En tal perspectiva, el proyecto crea oportunidades para el desarrollo regional, pero también para el de las comunas. En este aspecto, concuerdo con lo señalado por el diputado Venegas. En la comisión quedó absolutamente claro, durante el trabajo prelegislativo, que los CFT que se crean deben salir del marco de la centralización que existe en las propias regiones. Obviamente, en las grandes ciudades existe una amplia oferta de centros de formación técnica. Por ello, mediante el proyecto, debemos propender a la descentralización en las regiones en esta materia.

Soñamos con centros de formación técnica que impartan carreras que contribuyan al desarrollo de la región, pero también al de las comunas en las que estas instituciones de educación estén asentadas. La idea es que se dicten carreras pertinentes a los desafíos estratégicos de cada región.

Cuando pienso en mi región, se me vienen a la memoria las potencialidades que tiene hoy, aún subdesarrolladas, en el ámbito del turismo o de la gastronomía internacional. Existe una gran demanda de mano de obra de egresados de la carrera de técnico en acuicultura.

Por eso hemos defendido este proyecto de ley desde el primer minuto, por cuanto soñamos con que cada región tenga un CFT que represente una real oportunidad para los estudiantes, quienes, no obstante tener aptitudes, muchas veces ven frustrado su futuro, porque sus padres no pueden seguir brindándoles educación superior por no contar con recursos para ello.

Avalamos esta iniciativa porque es muy importante para el país. Para contribuir a la descentralización, es necesario que los CFT que se crean no queden emplazados en las capitales regionales y provinciales, que, como dije, ya tienen una amplia gama de oportunidades y de mercados satisfechos en materia de oferta académica.

Asimismo, queremos CFT gratuitos, financiados directamente mediante la Ley de Presupuestos, y un Ministerio de Educación que juegue un gran rol en el tutelaje y acompañamiento de los mismos.

Creemos que este es un proyecto tremendamente importante, pues permitirá que miles de jóvenes egresados de cuarto medio, que solo tienen como única oportunidad en la vida la de acceder a trabajos precarios con bajos salarios, vislumbren un mejor futuro.

En lo que respecta a la región que represento, quiero felicitar lo realizado en este ámbito por las organizaciones sociales de la comuna de Llanquihue, localizada en el centro de la región y entre dos polos de desarrollo turístico, como son Puerto Varas y Frutillar, pero que no ha logrado el mismo desarrollo que estas ciudades, aunque desea despegar, tal como han soñado sus habitantes. Los llanquihuanos reunieron más de 6.000 firmas para reafirmar su lucha hasta el final para que el centro de formación técnica estatal que se emplazará en la Región de Los Lagos quede asentado en un territorio con enormes potencialidades turísticas.

Vamos a dar esa pelea y la seguiremos dando, de modo que el trabajo que iniciamos hace un mes en nuestra región rinda los frutos esperados.

He dicho.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Tiene la palabra el diputado Alejandro Santana.

El señor SANTANA.- Señor Presidente, tal como manifestamos en las comisiones de Educación y de Hacienda, el proyecto en debate es de aquellos imposibles de rechazar. 

Por lo tanto, lo que debemos exponer son las legítimas preocupaciones, que no solo tienen que ver con la oposición, sino también con el oficialismo, sobre la real aplicabilidad del proyecto. ¿Por qué digo esto? Porque sabemos que hay iniciativas de arrastre, en stock o comprometidas por parte del Estado -hoy administrado por el gobierno de la Presidenta Bachelet-, que no se han cumplido ni están en etapa de desarrollo. A esto me referiré en la última parte de mi presentación.

Valoramos que se haya presentado un proyecto educativo que fortalezca la educación técnica, que tenga connotación regional, que sea incluyente y, ojalá, con cobertura en cada una de las regiones. Pero también debemos entender que la iniciativa no solo debe incluir la gratuidad vinculada a becas de arancel, sino también a traslado, alojamiento y alimentación, pues muchos jóvenes que podrían llegar a estudiar a esos centros de formación técnica provienen de hogares de escasos recursos y que buscan una oportunidad. Por eso, la situación económica de su familia no debe ser una restricción insalvable.

Por otra parte, respecto del proyecto, no conocemos los plazos ni las prioridades que asignará el gobierno a cada una de las regiones para implementar los CFT. Sé que ya se ha trabajado en el norte del país en este ámbito. Hace pocas semanas tuvimos la ocasión de trabajar con el responsable del Ministerio de Educación en esta materia en la Región de Los Lagos. 

Uno valora cuando hay interacción y cuando es invitado a dialogar sobre las propuestas en materia educativa, en materia económica, sobre los perfiles de las carreras que debieran desarrollarse, etcétera. Sin embargo, siento que ese trabajo está en una etapa embrionaria y aún falta mucho por desarrollar.

Hay que decir las cosas como son: este proyecto prontamente se transformará en ley y seguramente en el próximo discurso del 21 de Mayo se anunciará como compromiso de la campaña presidencial cumplido.

Hace poco se aprobó el proyecto que crea universidades estatales en las regiones de Aysén y del Libertador General Bernardo O’Higgins. Le pregunté al diputado Fuentes respecto de la implementación de esas universidades, y me respondió que se está avanzando y que no hay problemas en cuanto a la ubicación de la infraestructura de las mismas. 

No obstante -reitero-, aún no están absolutamente definidos los plazos para que los jóvenes puedan comenzar a hacer uso de la infraestructura de los nuevos centros de formación técnica.

Por otra parte, se habla de la importancia de que los CFT que se crean estén bajo el alero de las universidades estatales; por ejemplo, en la Décima Región, lo estará de la Universidad de Los Lagos. 

Algunas universidades ya tienen centros de formación técnica, pero con fines de lucro, tema que habrá que subsanar y mejorar. Lo importante es que no se fomente el lucro por parte de los CFT estatales. El proyecto señala que ellos deberán ser sin fines de lucro.

La formación de un mayor número de técnicos especializados, respaldada por una universidad del Estado, con el compromiso de un gobierno y del Estado de Chile, sin duda es un avance que debemos reconocer.

No queremos que estos proyectos se transformen en letra muerta; no queremos que esta tremenda expectativa que se genera, principalmente entre la gente más modesta y en los sectores aislados, se derrumbe al ver que los plazos para concretar estos proyectos son muy largos. Esa gente ve en esta iniciativa una oportunidad para acceder a la educación técnica superior.

Lo importante -no sé cuántas veces se lo he dicho al ministro de Educación- es que este proyecto no sustituya a aquellos que ya están en desarrollo. Cuando el Estado se compromete con la educación pública, debe ser el responsable, entre otras cosas, de subsanar las observaciones que tenga un proyecto. No se le pueden traspasar las responsabilidades a las instituciones incumbentes que se adjudiquen el desarrollo de estos proyectos. 

Espero que el proyecto sobre educación superior en Chiloé no quede aplastado por este, que crea un CFT estatal en cada región. Cabe recordar que abril era la fecha comprometida para subsanar las observaciones que tiene la construcción del campus universitario, en la ciudad de Castro, del proyecto educativo Universidad de Chiloé. Una autoridad de gobierno se comprometió en la intendencia de la Región de Los Lagos, en presencia del intendente, a que este tema se resolvería a fines de abril. Sin embargo, hoy, 6 de mayo, aún no tenemos ninguna novedad al respecto. Por eso, hay preocupación y desesperanza. 

Espero que por el bien de las políticas públicas en materia de educación, por el bien del desarrollo y para empoderar a la gente que no tiene acceso a la educación superior, estos proyectos lleguen a buen puerto.

Valoramos la creación de quince centros de formación técnica regionales. 

Anuncio nuestro voto favorable no solo a esta iniciativa, sino también a todas las indicaciones que puedan mejorarla; pero no queremos que se genere una expectativa que, en el corto, mediano y largo plazo, se transforme en desesperanza o en desilusión, como ha ocurrido respecto de otros proyectos en el país.

Reitero, si bien valoramos la iniciativa, mantenemos nuestra preocupación por los proyectos que aún no están terminados o que no se encuentran en ejecución en aquellas etapas en que deberían estar. Lamentablemente, en estos catorce meses de gobierno no ha habido una respuesta satisfactoria, no hacia los parlamentarios que lo estamos pidiendo, sino hacia la gente que espera que estos proyectos se hagan realidad. 

He dicho.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Tiene la palabra, por seis minutos, el diputado Pepe Auth.

El señor AUTH.- Señor Presidente, este proyecto forma parte de un compromiso presidencial. Llama la atención que cuando se cumplen los compromisos presidenciales, pareciera ser un problema y no más bien la esencia de la buena política. A mi juicio, cuando uno hace un compromiso con la ciudadanía y lo cumple todos deberíamos aplaudir. Lo hicimos cuando el Presidente Piñera cumplió algunos compromisos de campaña -muy discutibles-, como fueron la entrega del bono marzo y del bono Bodas de Oro, por los cincuenta años de matrimonio. Por cierto, la envergadura, las características y la profundidad de esos compromisos son muy distintas. No obstante, en buena hora algo nos diferencia.

Celebro la unanimidad que existe frente a una decisión que hace pocos meses, para no decir un par de años, habría sido completamente polémica y discutida por la Alianza. Sin embargo, hoy la veo suscribiendo con entusiasmo la decisión de devolverle la responsabilidad al Estado de Chile de proveer educación técnica.

Es evidente que hay infinidad de centros de formación técnica privados y que este tipo de educación estaba entregada al mercado. De hecho, la oferta está diversificada y desatada en algunos casos. Sin embargo, por lo que veo, el proyecto se aprobará por unanimidad, como sucedió en la Comisión de Hacienda.

He escuchado que representantes de algunos centros de formación técnica privados han protestado, porque no ven las razones para instalar estos centros estatales en lugares donde está copada la oferta por los centros privados. La respuesta es que el Estado tiene la convicción de que ello es necesario para garantizar el derecho a la educación y para orientar el desarrollo del país y de las regiones. 

A veces, el mercado conduce a callejones sin salida. Ello lleva al privado a generar cupos solo en determinadas carreras que son solicitadas por el mercado. En ese sentido, el Estado puede tomar decisiones de desarrollo productivo a más largo plazo. 

Esa es la primera razón por la que creo que es saludable y positivo que el Parlamento 
-derecha incluida- concurra con entusiasmo a aprobar la creación de quince centros de formación técnica.

En segundo lugar, saludo que la decisión acerca del lugar y las características de cada centro de formación técnica se adopte en mesas participativas, donde todos los actores sociales y políticos de la región se involucren y participen.

En tercer lugar, es evidente que los centros de formación técnica que se crean se inscribirán dentro de los grandes cambios que está teniendo el modelo educativo chileno. En ese sentido, se acogerán a la futura ley de gratuidad en la educación superior, proyecto cuya tramitación está comenzando.

Ahora bien, no corresponde que en el recodo de un artículo en una ley particular anticipemos la solución a un problema global que no está circunscrito a los centros de formación técnica, sino que corresponde al conjunto de la enseñanza superior; no solo a la impartida por el Estado, sino a toda la que reciben los jóvenes de Chile -falta aún por resolver cuáles deben ser los requisitos para la gratuidad en la educación superior-. Me refiero a la certificación, a la calidad académica, etcétera.

Una decisión muy importante es la que dice relación con la gobernanza de las instituciones de enseñanza superior. Ya tuvimos esta discusión a propósito del debate del proyecto que autoriza dictar nuevos estatutos para las universidades de Santiago y de Valparaíso. 

Es imprescindible -por su intermedio, señor Presidente, al ministro de Educación- elaborar pronto un proyecto de ley marco sobre gobernabilidad de las instituciones de enseñanza superior. No nos apuremos en resolver en el recodo de un artículo, en una ley particular referida a la creación de quince centros de formación técnica, un problema que compromete al conjunto de la enseñanza superior. 

Por cierto, las instituciones del Estado deben tener una ley marco que defina el esquema de gobernanza participativa, democrática e inclusiva que debemos promover; pero las instituciones privadas no pueden tener el tipo de gobernanza que les parezca, según la ideología que las alumbre.

He dicho.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Tiene la palabra la diputada Camila 
Vallejo.

La señorita VALLEJO (doña Camila).- Señor Presidente, resulta imposible no valorar y no aprobar este proyecto de ley. Incluso diputados de oposición lo han señalado así.

Desde el retorno a la democracia liberal y tras décadas de desarrollo de un modelo de mercado en la educación totalmente desregulado, propio de nuestro modelo neoliberal, resultaba urgente y necesario que el Estado, por fin, se diera a la tarea de crear una oferta público-estatal en todas las regiones para formar técnicos de excelencia, tan necesarios para el desarrollo de nuestras regiones y de nuestro país.

Es impresentable que, aunque todos valoran la importancia de la provisión mixta en educación, en términos de formación técnica no tengamos una oferta mixta. Hoy, el ciento por ciento de la oferta es privada.

Con este proyecto no se está diciendo que no sea necesaria la oferta privada; tampoco significa que el Estado va a dejar de apoyar a las instituciones privadas que imparten carreras técnicas. Lo que estamos diciendo es que era importante, como responsabilidad histórica y como principio básico de una democracia en que el Estado debe garantizar el derecho a la educación, que en cada región existiera una oferta público-estatal que no solo promueva la formación técnica, sino también que la revalorice, porque es importantísima para el desarrollo de nuestro país desde distintos ámbitos. Lamentablemente, hemos actuado bajo la lógica de potenciar solo la formación universitaria. Pero los estudiantes, particularmente los que provienen del sector municipal, han empezado a valorar más la formación técnica, no solamente como instrumento de ascenso social a través del ingreso a una carrera de educación superior, sino también como una forma de contribuir al país.

Esta iniciativa es muy importante, no solo por la creación de una oferta pública estatal, sino también por su rol específico, relacionado con la necesidad de descentralización y desconcentración de los servicios públicos educativos. 

El proyecto crea quince centros de formación técnica estatales, uno en cada región, que operarán en red. Su objetivo es vincularse no solo con universidades, sino también, en su desarrollo, con los liceos técnicos. La educación superior universitaria técnica debe tener un rol colaborativo, vinculado al medio, pero no solo el productivo. Los centros de formación técnica no van a responder exclusivamente a las necesidades productivas, sino que también deben pensar en el desarrollo político, social, territorial y cultural de cada una de las regiones. Eso es fundamental. 

Tal como señaló el diputado Pepe Auth, este proyecto servirá para que el país cuente con los técnicos que el aparato productivo necesita; pero también se busca que estos centros sean capaces de innovar y de pensar en un nuevo desarrollo productivo para el país, y para eso es necesario formar a los agentes que serán parte de ese desarrollo. 

Por lo tanto, no se trata de que los centros de formación técnica solo reproduzcan a los técnicos que necesita el mercado, sino también de que formen a los técnicos necesarios para el futuro, a través de procesos de innovación.

Todo esto tiene que ver con calidad y con excelencia, la que queremos garantizar a través de la participación de la comunidad, trabajo que ya se ha iniciado.

Por otra parte, lamento lo que sucedió en la Comisión de Hacienda, donde más del 90 por ciento de las indicaciones que aprobamos en la Comisión de Educación fueron rechazadas. Entiendo los argumentos del Ejecutivo en cuanto a que se presentarán indicaciones en el debate de la reforma de la educación superior, en particular sobre la gobernanza, democracia interna y financiamiento relacionado a la gratuidad. Pero no tenemos certezas. Puede ser que, incluso, la gratuidad y la democratización de nuestras instituciones de educación superior, contempladas en la reforma educacional, tengan una gradualidad que implique esperar dos, tres o más años.

Me parecería impresentable que, el día de mañana, los estudiantes de regiones, que en su mayoría son de bajos recursos, al postular a uno de estos centros de formación técnica estatal, se encontraran con que les van a cobrar 2 millones o 3 millones de pesos. El proyecto ni siquiera establece que los aranceles que se cobrarán en la transición serán los de referencia; pueden ser, incluso, otro tipo de aranceles, que fije el mercado.

Por eso, vamos a insistir en la gratuidad y en la democracia interna, que son los criterios fundamentales para garantizar la vinculación con la comunidad y con el entorno.

He dicho.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Tiene la palabra el diputado señor Marcos Espinosa.

El señor ESPINOSA (don Marcos).- Señor Presidente, desde ya anuncio el voto favorable de la bancada del Partido Radical al proyecto de ley que crea quince centros de formación técnica estatales. Lo hacemos con mucho entusiasmo, energía y convicción, porque esta iniciativa honra un compromiso de nuestra Presidenta de la República en el marco de la campaña que le permitió llegar a ejercer la más alta magistratura del país y también porque es una señal inequívoca de descentralización, de desconcentración y de fortalecimiento de las regiones. Incluso, en el caso de la Segunda Región, este proyecto también tiene un efecto descentralizador regional, porque la Presidenta de la República ha tomado la decisión de crear un centro de formación técnica en Calama, comuna que tengo el honor de representar en esta Cámara. 

Por lo tanto, aquí tenemos dos efectos descentralizadores: uno de carácter nacional y otro de carácter regional. Lo más importante es la característica, la condición y la esencia de estos centros de formación técnica, ya que serán administrados, sustentados y solventados por el Estado.

Hay datos que permiten señalar la importancia y el efecto que tendrán estos centros de formación técnica en su origen. Estos centros responderán a las vocaciones productivas de cada una de las regiones y comunas del país. Así, en el caso de la Región de Antofagasta, los jóvenes de Calama, Antofagasta, Tocopilla y de María Elena podrán contar con una gama de perfeccionamiento técnico que les permitirá ocupar los más de 33.000 puestos técnicos programados para el 2030 en funciones mineras, principalmente como operadores, mantenedores y supervisores.

Por eso, es importante el diseño y puesta en marcha a la brevedad de estos centros de formación técnica, porque entre 2015 y 2020 las empresas contratistas de la gran minería aumentarán su dotación en 53 por ciento, lo cual está vinculado, fundamentalmente, al crecimiento y funcionamiento de muchos proyectos mineros que hoy están en carpeta, tanto en el ámbito privado como en el estatal. 

No olvidemos que, por una decisión política de la Presidenta de la República, se capitalizarán los proyectos estructurales de Codelco en más de 4.000 millones de dólares, en una primera etapa, lo que significará activar una serie de proyectos que permitirán a esa empresa retomar su competitividad y absorber trabajadores capacitados, especialmente en mandos técnicos. 

Esto también tiene implicancias en materia energética, ya que en los próximos años, en mi distrito, específicamente en la comuna de María Elena, se va a construir la planta solar más grande de América Latina, que significará una inversión que bordea los 1.000 millones de dólares. Se trata de una obra que también requerirá técnicos, jóvenes capacitados y fuertemente interiorizados de la realidad productiva de una región que tiene claramente una vocación económica invariable: la minería.

Por último, quiero informar que hoy en Calama se están construyendo tres centros de formación técnica, dos de ellos con financiamiento estatal. Entonces, ¿por qué no fusionar ambos proyectos y crear un gran centro de alto perfeccionamiento y de alta tecnología para la provincia de El Loa y para la Segunda Región? Es un tema que también debería ser considerado, a propósito del debido resguardo y eficiencia en la utilización de los recursos del Estado.

He dicho.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Tiene la palabra el diputado señor 
Sergio Gahona.

El señor GAHONA.- Señor Presidente, hoy estamos debatiendo el proyecto de ley que propone la creación de quince centros de formación técnica estatales, los cuales serán dispuestos uno en cada región.

La iniciativa tiene por objeto brindar una oferta más amplia para miles de chilenos y chilenas. Por el hecho de ser de carácter estatal, pretende alcanzar mejoras en la calidad de la formación y una mayor inclusión para aquellos que ven limitadas sus opciones de obtener un desarrollo técnico-profesional en concordancia con el mundo laboral actual y con los requerimientos empresariales de cada región.

Es indiscutible que esta es una necesidad a nivel nacional que se arrastra desde hace mucho tiempo. El hecho de obtener una cobertura técnico-profesional de carácter público es relevante y beneficiosa para la población chilena, ya que la mayoría de la oferta actual es realizada por instituciones privadas, razón por la cual los estudiantes que optan por continuar sus estudios en dichas instituciones ven considerablemente disminuido el acceso a las becas y fondos solidarios del Estado, que cubren mayores porcentajes del arancel. La mayoría de ellos son quienes más requieren de este apoyo gubernamental al momento de financiar sus estudios, por pertenecer a familias de más escasos recursos. 

Considerando lo anterior, me parece indispensable recomendar que el establecimiento de estos nuevos centros esté enfocado solo en las zonas con mayores y reales necesidades y que presenten una demanda laboral concreta, en que las empresas requieran técnicos profesionales debidamente capacitados y calificados, que puedan estar a la altura de lograr una sólida integración resultante en trabajos estables y un solvente desarrollo profesional. 

De igual modo, es esencial supervisar que las carreras técnicas ofertadas por estos centros se correlacionen y complementen con la preparación técnica ya presente y vigente en los establecimientos de enseñanza media, así como con estudios basados en el campo laboral real de cada región. 

Sin evaluar estos aspectos, la capacitación adquirida en estos centros será vana y sin sentido, y estará irremediablemente alejada de la promesa principal del Ejecutivo, que es crear esta inserción definitiva de técnicos profesionales capaces de percibir rentas que permitan mejorar su calidad de vida y darles bienestar social.

Sin perjuicio de lo potencialmente beneficioso que resultaría instalar centros de formación técnica estatales en aquellos lugares donde la oferta privada no existe o es deficiente, lo que plantea la real aplicación del principio de subsidiariedad del Estado, me parece necesario exponer, al menos, algunas preocupaciones, pues se supone que los nuevos CFT serán autónomos, que tendrán su propio rector y que surgirán bajo el alero de diferentes universidades estatales de las distintas regiones, que los acompañarán en su proceso de formación, cuestión que no constituye necesariamente garantía de calidad. Ejemplo de ello es la pésima experiencia del Centro de Formación Técnica Ignacio Domeyko, el cual, a pesar de pertenecer a la prestigiosa Universidad de La Serena, donde se invirtieron cuantiosos recursos, no tuvo resultados positivos. 

Valoro la medida, pero -insisto- me preocupa que estas instituciones no pasen por el proceso de licenciamiento del Consejo Nacional de Educación, para verificar su buen funcionamiento. El actual proceso de licenciamiento establecido por ley para los centros de formación técnica a cargo de ese consejo contribuye efectivamente a garantizar la calidad de la educación que imparten dichos centros, los hace acreedores de su autonomía y, por ende, de la facultad de otorgar títulos. 

Por ejemplo, el Centro de Formación Técnica Teodoro Wickel, de La Araucanía, en enero de 2014 obtuvo la certificación de su autonomía, después de nueve años desde su creación y de un proceso de acompañamiento del Consejo Nacional de Educación, para asegurar que sus requisitos de calidad son los adecuados y que su proyecto institucional es viable en el tiempo.

Sin duda, este proceso agregaría valor a los nuevos centros de formación técnica para que la oferta sea de calidad y para que se resguarde la identidad y características propias de la formación técnica, que es absolutamente distinta de la formación universitaria.

A mi juicio, si un grupo de centros de formación técnica obtiene esta autonomía sin pasar por dicho proceso, no hay garantía de calidad sobre la formación que impartirán.

Por otra parte, en Chile existe un déficit de técnicos, lo que en el largo plazo puede ser un verdadero obstáculo para elevar la competitividad de nuestros sectores productivos y de servicios. Por lo tanto, toda nueva oferta de calidad será siempre bienvenida. 

La educación técnica superior es fundamental para la competitividad y para el desarrollo económico de Chile. Como dijo el diputado Marcos Espinosa, los requerimientos de personal profesional aplicado o práctico, y de personas preparadas como técnicos superiores son cada vez mayores en los más diferentes sectores de la economía. En efecto, a medida que la economía necesita incrementar la productividad y debe utilizar con mayor intensidad conocimientos y tecnologías, la demanda por capacidades técnicas también aumenta. 

Finalmente, quiero aprovechar esta tribuna parlamentaria para expresar mi satisfacción por la decisión de instalar el CFT estatal de la Región de Coquimbo en la provincia de Limarí, pues la demanda que ahí existe es importante. Fue una decisión difícil, tomada con mucha responsabilidad. Sin embargo, me preocupa sobremanera la tremenda debilidad que tenemos en la formación de técnicos en la provincia de Choapa.

He dicho.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Tiene la palabra la diputada señora Yasna Provoste.

La señora PROVOSTE (doña Yasna).- Señor Presidente, en primer lugar, quiero expresar mi satisfacción por esta iniciativa, que crea quince centros de formación técnica a lo largo del país, al alero de las universidades del Estado.

Desde 1747, Chile viene discutiendo sobre el tipo de educación que queremos. En esa época se creó la Real Universidad de San Felipe, de carácter estatal, abierta a la formación profesional. Más tarde se fundó la Universidad de Chile, y con ello se consolidó una concepción más napoleónica de la educación superior, lo que se tradujo en una educación “profesionalista”, más cercana a la que hoy conocemos.

A lo largo de los años, nuestro país ha hecho esfuerzos por revitalizar la educación técnico-profesional, pero no ha obtenido los éxitos que se requieren. Por eso, celebramos la apuesta que hace hoy el gobierno de la Presidenta Bachelet para crear quince centros de formación técnica a lo largo del país.

Como expresó el diputado Fidel Espinoza, esperamos que esos centros de formación técnica permitan materializar el principio de descentralización, algo que también manifestó el diputado Alejandro Santana, representante de Chiloé. 

Dado que el proyecto de ley no establece la localización de los centros de formación técnica, esperamos que haya una clara voluntad en orden a construir y consolidar esos CFT en los territorios más apartados de las regiones.

Por eso, confiamos en que en Atacama, dado que la universidad regional ya cuenta con dos centros de formación técnica: uno en la provincia de Copiapó y otro en la provincia del Huasco, se instale este nuevo establecimiento educacional en la provincia de Chañaral, que ha vivido momentos muy difíciles en los últimos días.

Lamento que no esté presente el ministro de Educación en este debate, porque me habría gustado plantearle algunas aprensiones que tengo respecto de la iniciativa. La primera es que más del 40 por ciento de la matricula de educación secundaria en nuestro país corresponde a educación técnico-profesional; pero advertimos que la mirada no está puesta en dar una salida a esos estudiantes que apuestan por ese tipo de educación media.

Lo digo porque en el debate de esta iniciativa en la Comisión de Educación señalamos, en reiteradas ocasiones, que uno de los vacíos del proyecto dice relación con la falta de una clara articulación entre la educación secundaria técnico-profesional y los centros de formación técnica. En consecuencia, ahora reitero en la Sala que esta iniciativa carece de una articulación vertical y horizontal, tal como opinaron innumerables personas que concurrieron a la comisión a entregar su opinión.

Por otra parte, la propia estructura del Ministerio de Educación carece de la institucionalidad necesaria para ordenar y coordinar las tareas que involucra la creación de un sistema de formación técnica que sea coherente. 

Por ello, considero necesario que se configure una institucionalidad en el Ministerio de Educación -de paso, agradezco que haya llegado el señor ministro- con capacidades para ordenar y coordinar la totalidad del sistema de formación técnica, que articule sus distintos componentes y promueva la calidad, la pertinencia, la cobertura y la equidad.

Demandamos que haya técnicos de diferentes especialidades en las distintas regiones y provincias del país y que existan estudios regionales actualizados en que se crucen los diversos factores que debieran alimentar y determinar la toma de decisiones, tanto de la educación técnico-profesional y de los centros de formación técnica del sector productivo, como de los constructores de políticas públicas en áreas productivas de demanda laboral, de matrículas potenciales, de intereses vocacionales, de retorno laboral, porque nada de eso se dice en el proyecto que vamos a votar.

No obstante lo anterior, anuncio mi voto favorable a esta iniciativa, pero no sin expresar una preocupación: estos quince centros de formación técnica sin fines de lucro, que se 
crearán al alero de universidades del Estado, deberán competir de manera desigual con otros centros de formación técnica que sí persiguen fines de lucro y que han sido creados al alero de las mismas universidades del Estado.

En consecuencia, en uso de las facultades que nos confiere el artículo 25 de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional, vamos a renovar una indicación que tenía por objeto armonizar la coexistencia de estos dos tipos de centros de formación técnica que funcionarán al alero de las universidades del Estado, para que compitan en igualdad de condiciones y no tengamos en una universidad del Estado un CFT con fines de lucro y otro sin fines de lucro.

He dicho.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Tiene la palabra el diputado señor Raúl Saldívar.

El señor SALDÍVAR.- Señor Presidente, este es un proyecto de ley muy importante, que tiene por objeto cumplir con uno de los compromisos programáticos de la Presidenta Michelle Bachelet: la creación de quince centros de formación técnica estatales. Se trata, sin duda, de un gran paso para nuestro país, puesto que se busca reposicionar al Estado como prestador de educación superior, rol histórico que dejó de cumplir a cabalidad a consecuencia de la aplicación de criterios neoliberales en la educación superior, que permitieron que quedara entregada a los designios mercantiles.

Aunque se encuentra bien direccionada, la aplicación de esta iniciativa supondrá grandes esfuerzos para el Estado, ya que los nuevos centros de formación técnica estatales deberán competir en el mercado educacional, como aquí se ha dicho, para lo cual es necesario que sean atractivos para nuestros jóvenes, comparados con los centros de formación técnica e institutos profesionales ya existentes.

El proyecto dispone que estos centros tengan un fuerte componente regional, lo que, sin duda, es correcto, y que atiendan las especificidades y ventajas comparativas de cada región, lo que también es valorable. Pero no por ello se deben pasar por alto las carreras de carácter universal, como las ligadas a los servicios. La razón de esto es que si bien se pretende potenciar el desarrollo productivo de las regiones, también debe fomentarse la distribución equitativa de la población en nuestro país, la cual, lamentablemente, está concentrada en un porcentaje reducido del territorio nacional, lo que no solo no colabora al desarrollo de nuestra sociedad, sino que contribuye a una clara y evidente desigualdad.

Asimismo, se establece que los nuevos centros de formación técnica tendrán estrecha relación con las universidades estatales de la región respectiva, lo que ayudará a una mejor coordinación y articulación entre la academia y la producción, y, naturalmente, permitirá equilibrar de mejor manera la formación de profesionales y técnicos, materia en la cual existe una desigualdad enorme en nuestro país, dado que hay una sobreproducción de profesionales en relación con la formación de técnicos, cuestión que contradice los requerimientos estructurales de nuestra economía, que aún se encuentra en vías de desarrollo, aunque este problema también ocurre en países desarrollados.

Además, la aprobación del proyecto pondrá a prueba la capacidad de algunas universidades para cumplir efectivamente su rol en el ámbito de la creación de conocimiento, la investigación, la extensión y, naturalmente, la docencia. La idea es que no tengamos universidades college que solo se dedican a la docencia en las aulas y que han amputado aspectos centrales del sentido y el deber ser de las universidades.

Es necesario relevar la importancia de la educación técnica, que ha sido relegada en comparación con la educación universitaria, lo que evidencia algo que la fundación Educación 2020 ha denominado como “universitarización” de la educación chilena, esto es, una sobrevaloración de las carreras universitarias, lo que, sin duda, es consecuencia de la distribución desigual de la riqueza en nuestro país, situación que se ve profundizada a causa de que la ciudadanía mira la educación como una herramienta de movilidad social, lo que es efectivo; pero la situación descrita hace que la educación técnica no sea suficientemente valorada, dadas las condiciones de mercado, que sobredimensionan y sobrevaloran los títulos profesionales universitarios, no obstante que en no pocos casos el nivel salarial de los técnicos se equipara con el de los profesionales.

Con todo, esta es una gran oportunidad para nuestras regiones, porque quienes habitamos en ellas sabemos lo difícil que es para los jóvenes que viven en zonas apartadas de una región acceder a la educación superior. También es una oportunidad para conseguir lo que como chilenos añoramos: la gratuidad de la educación, que se justifica plenamente en el caso de estos centros de formación técnica, porque beneficiarán a los estudiantes más vulnerables y postergados por un sistema educacional tremendamente segregado. Considero necesario que el Ejecutivo se pronuncie al respecto.

Finalmente, debemos recalcar que los beneficios de la formación técnica solo serán posibles con una adecuada estrategia, que debe ser fruto de la articulación entre los distintos sectores productivos y el Estado, y con la atención de las demandas de los habitantes de nuestras regiones.

En razón de lo planteado, anuncio que votaré favorablemente el proyecto. No obstante, un aspecto que debe ser considerado en esta iniciativa es que los nuevos centros solo podrán impartir cursos y carreras no conducentes a títulos profesionales, lo que puede afectar su competitividad con la oferta académica existente, que ofrece una formación continua y tiene la opción de obtener un título técnico y proseguir con otro profesional. Es algo que hay que atender, ya que nuestro objetivo es que esos centros de formación perduren en el tiempo y no sean un fracaso.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- En el tiempo del Comité de Renovación Nacional, tiene la palabra el diputado señor René Manuel García.

El señor GARCÍA.- Señora Presidenta, cuando discutimos este tipo de proyectos no nos queda más que alegrarnos, porque todo el mundo los está esperando. 

En particular, me llaman mucho la atención los centros de formación técnica. 

Aprovechando la oportunidad de que se encuentra en la Sala el ministro de Educación y su voluntad para escuchar todas las cosas que se dicen, quiero decir que también debería haber escuelas técnico-profesionales y que se pudieran complementar. Eso sería muy bueno para la zona que represento, por una razón muy simple: hay que aprovechar la tremenda oportunidad de que hoy las empresas y la gente requieren personal especializado. Eso es lo que nos lleva a apoyar este proyecto. Los jóvenes de las distintas regiones se podrán especializar en las profesiones que ellos estiman que tendrán más demanda.

Entonces, quiero decir al ministro, por intermedio de la señora Presidenta, que esperamos que el Estado haga el esfuerzo necesario y que, cuando se apruebe el proyecto, se plateen plazos y se ejecute -hemos visto muchos proyectos que tienen buenas intenciones, pero finalmente nunca se concretan-, a fin de que la gente empiece a ver los resultados. 

Asimismo, sería conveniente que los lugares elegidos para la construcción de los establecimientos no sean siempre las capitales regionales, que generalmente ya están colapsadas con otras universidades, por el tráfico, etcétera. De eso dependería que otras ciudades despegaran, tuvieran vida y que los jóvenes se fueran ambientando en otros lugares. Esos centros de formación técnica estatales deben tener, a lo menos, una capacidad para 1.500 o 2.000 alumnos, porque menos de esa cantidad sería insuficiente para toda una región.

El otro día leí sobre la carrera de moda, que daría trabajo de inmediato. Aunque parezca insólito e increíble, es la de conductores de buses. En este país no hay muchos choferes de buses que tengan licencia para conducirlos. O sea, si hoy carabineros hiciera un control para revisar a los conductores de buses, probablemente arrojaría que entre el 80 y 90 por ciento de ellos maneja con licencia para conducir camiones. En consecuencia, ahí tenemos una tremenda falta de especialización en todo el país. 

También se abren ventanas en las zonas costeras, porque algunas personas quieren trabajar allí e iniciar sus propios emprendimientos. Hay miles de razones por las cuales creemos que esos centros de formación técnica estatales deben ser creados lo más pronto posible. 

En una conversación, el diputado Santana me decía: “¿Qué sacamos con hacer todo en una misma ciudad?”. Debemos diversificar estos proyectos, porque se constituyen en verdaderos polos de atracción. 

¿Qué está pasando actualmente? Cuando estudiamos el subsidio al Transantiago -con el próximo llegaremos a más de 12.000 millones de dólares desde que se creó-, creamos los fondos espejo para las regiones; pero nos percatamos de que esos recursos se habían perdido, porque en 2014 los subsidios no se pusieron a disposición de la gente. Este año algunas personas tienen problemas para cobrar su subsidio de locomoción. 

Entonces, no queremos que pase lo mismo con la creación de estos centros, en que se creen tremendas expectativas, en que los jóvenes digan que por fin tendrán una universidad estatal que los va a ayudar y van a desear que los centros que se crean entren en funcionamiento lo más pronto posible, para no perder más años, pero que al final esto no se concretice. 

Nuestros jóvenes no pueden seguir perdiendo el tiempo. Muchos estudian, salen del colegio, pero no pueden ingresar a la universidad. Es ahí donde debemos armonizar esto con la educación técnico-profesional que estamos pidiendo para todas las zonas del país; ojalá tuviéramos tres o cuatro centros en cada región.

Aun cuando aprobaremos el proyecto, también plateamos nuestras advertencias, porque queremos que esto sea una realidad al más corto plazo posible.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Enrique Jaramillo.

El señor JARAMILLO.- Señora Presidenta, quiero agradecer al ministro de Educación, don Nicolás Eyzaguirre, por lo que ha hecho por la educación en Chile. Su sacrificio no será en vano. Hay que considerar que todas estas molestias al final generarán grandes beneficios.

Durante este gobierno se han dado pasos decisivos en educación y en otras materias. Se van a crear dos nuevas universidades estatales en las regiones de O´Higgins y de Aysén, donde no existían. Y ahora se da un nuevo paso trascendental en la educación para beneficiar a las regiones. 

La creación de 15 centros de formación técnica en el país, uno en cada región, constituye un avance en materia de descentralización y de equidad territorial. En verdad, espero que dichos CFT no se focalicen en las capitales regionales, que ya cuentan con instituciones de educación superior, sino que contribuyan a la descentralización al interior de las mismas regiones y se ubiquen en ciudades que, aunque sean importantes, no cuentan con una institución estatal que pueda entregar educación de calidad sin discriminación, a fin de entregar ese tipo de formación a zonas en que verdaderamente se necesitan técnicos con buena formación y acorde a las necesidades de cada territorio. De esa manera, se evitará que los estudiantes emigren a estudiar hacia otras ciudades y se queden en el lugar de estudio, y se posibilitará que puedan entregar sus conocimientos en los lugares en que se encuentran sus familias y afectos cercanos.

En la Región de Los Ríos, la más hermosa de Chile y que represento en esta Sala, este importante proyecto ha sido recibido con gran entusiasmo y responsabilidad. Prueba de ello es el interés de varias comunas que, a objeto de tener un emblemático centro de formación, han pedido contar con una sede. De ahí la importancia y la responsabilidad con que Chile está actuando frente a la educación. Cabe hacer notar que la iniciativa no define localidades, sino que solo habla de centros de formación técnica en regiones.

Con este proyecto, junto con materializarse otro de los compromisos programáticos del actual gobierno, se viene a consolidar la sana tendencia de generar una mayor descentralización, mejor equidad y más beneficios para la sociedad en que vivimos.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Lautaro Carmona.

El señor CARMONA.- Señora Presidenta, en primer lugar, saludo al ministro de Educación, señor Nicolás Eyzaguirre.

Me alegro por el debate que hoy está llevando adelante la Sala de la Cámara de Diputados, a propósito de un proyecto del gobierno de la Nueva Mayoría, ya que, a mi juicio, la creación de centros de formación técnica en cada una de las regiones se puede presentar como una medida, entre muchas, en aras de la descentralización, que estará vinculada con el desarrollo de la actividad económica y, por lo tanto, con la calidad de vida, desde la región. 

Por lo mismo, cuando se acerca el crecimiento a la región y, en este caso, la formación de la educación técnico-profesional, estamos hablando de un mecanismo de democratización de nuestra sociedad. Espero que esto también vaya en la perspectiva de dar nuevos pasos hacia la industrialización, para agregar valor a los procesos productivos que hoy podemos reconocer con facilidad. Cuando veamos muchas de las áreas que potenciarán los centros de formación técnica, región a región, también advertiremos cuál es la diversidad y la potencialidad comparativa que tiene cada región en cuanto a su aporte al Producto Interno Bruto y la referencia a su actividad industrial. Por consiguiente, ahí se establecerán muchas de las propuestas que habrá desde el punto de vista de la formación académica en dichos centros educativos.

Asimismo, considero que la descentralización también debiera tomar forma geográfica dentro de cada región. Por cierto, comparto la idea de que, en el caso de la Región de Atacama, todo hace aconsejable que el CFT se ubique en la provincia de Chañaral, que es esencialmente minera y pesquera, y tiene mucho que aportar en la formación específica.

Además, la relación o la sinergia que haya, no solo con las universidades del Estado en estas regiones, sino también con otros centros de formación técnica, debiera ser un elemento que potencie, con mayor razón, la necesidad de fortalecer el sistema de educación de nuestro país en todos los niveles, incluyendo los centros de formación técnica, en la educación superior, en beneficio de un proyecto país que contribuya a potenciar la actividad económica vinculada al conocimiento y a la calidad de vida de nuestra sociedad.

Para finalizar, reitero lo expresado por la diputada Camila Vallejo. Como bancada, vamos a aprobar el proyecto. Además, vamos a contribuir para que se logre el objetivo que la comunidad espera. Desde hace rato existe la necesidad de que nuestras regiones se acerquen a la formación también en el plano de la técnica y de la ciencia.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Tiene la palabra la diputada señora Marcela Hernando.

La señora HERNANDO (doña Marcela).- Señora Presidenta, aprovechando que se encuentra presente el ministro de Educación, agradezco a la Presidenta de la República por haber considerado a Calama dentro de los quince CFT, no solo porque es una ciudad desprotegida por el Estado, por su escasez de inversión pública, sino también porque los jóvenes de Calama no tienen ni perciben muchas proyecciones. Para ellos, si quieren seguir estudios superiores, es obligatorio abandonar su ciudad natal, lo cual es lamentable desde el punto de vista de las oportunidades de trabajo, porque, aunque existe una industria minera tremendamente potente, ellos no pueden aspirar a ella. Incluso, resulta paradójico que los jóvenes que llegan a trabajar a la minería lo hagan desde otras regiones. 

También quiero hacer mención a que, en relación con esta escasez de inversión pública, los jóvenes que estudian en liceos industriales, que no son pocos -diría que el 50 por ciento de los jóvenes de enseñanza media de colegios municipalizados está en colegios industriales-, tienen acceso mínimo o nulo a capacitarse con equipamiento de última tecnología. Por lo tanto, cuando llegan a desempeñarse en un trabajo, se encuentran con que aprendieron -por decirlo caricaturescamente- en un Fiat 600, pero ahora deben trabajar en un motor Mercedes Benz de última generación. 

Desde ese punto de vista, creo que hay que profundizar y mejorar las alianzas con el mundo privado, porque es la única forma para que los jóvenes logren estudiar en liceos industriales, puedan conocer la última tecnología y se preparen como corresponde para acceder a la educación superior. 

Reitero mi agradecimiento por la posibilidad de contar con un CFT en Calama, ojalá en el más breve plazo, lo que también va a significar un refuerzo para la profundización de la mina, que se transformará en subterránea en el próximo tiempo. De esa manera, dispondremos de recursos humanos preparados en la región.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Tiene la palabra la diputada señora María José Hoffmann.

La señora HOFFMANN (doña María José).- Señora Presidenta, todos sabemos que la educación técnica ha estado históricamente subvalorada, relegada y, muchas veces, abandonada. 

Si bien en general apoyamos gran parte de la iniciativa, hoy tenemos muchas dudas respecto de su tramitación. Si bien hay que reconocer que los países que logran dar el salto al desarrollo lo hacen con una educación técnica robusta, con los incentivos correctos y con la valorización adecuada, que hoy no se está dando por parte de nuestra sociedad, nos parece que hay algunas consideraciones preocupantes en este proyecto de ley. 

Si bien es positivo que tenga un elemento descentralizador importante; que la generación de los centros productivos y los sectores productivos estén ligados a la región, que debemos destacar como algo positivo, resulta fundamental que el foco esté puesto en lo regional y en la empleabilidad futura de sus habitantes. 

Sin embargo, me llama poderosamente la atención que el gobierno haya eliminado del proyecto la obligación que tenían estos quince CFT de acreditarse en el área de vinculación del medio. Eso nos parece una señal política de que estamos frente a una mera declaración de intereses de que efectivamente haya vinculación a las zonas productivas de cada una de las regiones. Al respecto, le pedimos al gobierno que dé una señal potente de que esto se garantice en su tramitación en el Senado, para que finalmente no se decida dónde se pone y qué carrera se imparte solo con criterios políticos de los gobiernos de turno. 

Una prueba de lo anterior será, al menos para quien habla, la decisión que se adopte respecto de la Quinta Región. La provincia de San Antonio muestra factores de cantidad de estudiantes y de escasez de instituciones de educación superior, por lo cual esperamos que ahí se instale, por razones técnicas y no meramente políticas, este futuro centro. 

No sé si ustedes lo saben, pero todos los estudiantes de esa provincia deben viajar a otros lugares. Probablemente, ella se ve perjudicada por su cercanía con las ciudades de Santiago y de Valparaíso. Debemos incentivar que otros centros también puedan instalarse ahí.

Otro elemento que nos preocupa sobremanera es la vinculación docente y curricular de los centros de formación técnica con las universidades regionales. La OCDE advirtió sobre los peligros de vincular la educación técnica profesional a las universidades convencionales, al definir que ambas instituciones responden a disciplinas diferentes. Lamentablemente, en nuestro país constituye una práctica común entre los académicos. Esto lo vimos insistentemente en la Comisión de Educación, donde hubo muchas intervenciones que decían que no podemos cometer el error de “universitarizar” la educación superior y establecer que todo deba pasar por la vinculación o supervisión de una universidad. 

Por el contrario, debemos dar a la formación técnica un enfoque país que asegure que nunca más un técnico será mirado como un profesional de segunda categoría. Ese debe ser el primer cambio, para terminar, de una vez por todas, con esa odiosa discriminación y falta de igualdad. Me refiero especialmente a los alumnos de las universidades del Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas, que son, lejos, los más privilegiados en nuestro sistema.

Otro problema que nos preocupa, respecto del cual quiero hacer un punto de inflexión, es que hemos visto, de manera sistemática, un camino reiterado hacia la estatización en nuestro país. En todos los proyectos que ha presentado el gobierno, como la creación del administrador provisional y cuando se restringió la educación particular subvencionada, en la mala reforma educacional que aprobamos el año pasado, hemos observado -quiero ser muy categórica al respecto- que algunos piensan que el Estado puede avanzar, como si tuviese una varita mágica, en calidad y en empleabilidad, lo cual -lo hemos repetido hasta el cansancio- es completamente falso. 

El foco de los estudiantes debe ser la calidad y la propiedad de las instituciones. La naturaleza de su propiedad no constituye garantía de éxito, ni de calidad ni de buenos resultados. Debemos poner el foco en los incentivos y reglas que nos protejan de eventuales abusos de los privados y también del Estado. 

Lamento la inexistencia de instituciones privadas de prestigio y con expertise en la formación técnico-profesional, como, por ejemplo, el DUOC o Inacap, que además son instituciones sin fines de lucro. Lo digo especialmente a algunos a quienes les preocupa el lucro en los CFT, pero no en la Universidad Arcis. 

Debiéramos fomentar las alianzas público-privadas con los centros que han tenido excelentes resultados. Hoy corremos el riesgo de hacer un check y crear quince elefantes blancos desfinanciados, como lo planteó el diputado Romilio Gutiérrez, con un sesgo ideológico estatizador.

En lo personal, voy a votar favorablemente el proyecto, como una señal política respecto del abandono que ha sufrido la educación técnica. Lamentamos el camino que se ha tomado, al evitar las alianzas con los buenos centros. 

Vamos a estar muy atentos a que esto no se transforme en quince elefantes blancos en las distintas regiones, solo por hacer un check a una promesa de gobierno, y estaremos muy atentos a las fiscalizaciones. Sí valoramos que hoy, al menos, estemos hablando de educación técnica.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Matías Walker.

El señor WALKER.- Señora Presidenta, hoy estamos en un día histórico en la Cámara de Diputados, en el que, sin duda, aprobaremos este proyecto de ley, que nació del programa de gobierno de nuestra Presidenta de la República, quien expresó que se iban a crear centros de formación técnica públicos, que tendrían presencia en las quince regiones, cada uno de los cuales estaría vinculado a una universidad pública, y que el gobierno iba a fijar los cinco primeros convenios con universidades para la creación de CFT públicos en regiones.

No solo quiero agradecer al ministro de Educación, aquí presente, que se haya concretado este compromiso, sino también valorar que ya exista una decisión para que uno de esos cinco primeros centros de formación técnica públicos esté ubicado en el corazón de la provincia de Limarí, en su capital: la comuna de Ovalle.

Valoramos esta decisión, que nació de un acuerdo de una comisión en que estuvieron presentes académicos, trabajadores y representantes de los sectores productivos. 

La provincia de Limarí es la que ha perdido más productividad en la Región de Coquimbo, debido a nueve años consecutivos de sequía. Sobre esto conversamos los diputados de la región con los agricultores, los productores pisqueros y, en general, con representantes de la Sociedad Agrícola del Norte, que han sido afectados por la sequía.

Además, por intermedio del señor ministro, queremos plantear al gobierno que, debido a la dispersión geográfica de muchas regiones, una vez que los centros de formación técnica operen en los lugares ya establecidos, como Ovalle -hecho que valoramos mucho-, sería conveniente crear subsedes en, por ejemplo, la comuna de Illapel, capital de la provincia de Choapa, que también estaba postulando a un centro de formación técnica, de manera que las regiones vean que todos ganan con dichos centros de estudio.

Finalmente, anuncio que vamos a aprobar el proyecto con mucho gusto.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Presidenta).- Tiene la palabra el diputado Giorgio Jackson.

El señor JACKSON.- Señora Presidenta, en primer lugar, saludo al ministro de Educación.

El proyecto que estamos analizando no se refiere solo a temas de educación, sino también al desarrollo productivo del país, tema estratégico para nuestra economía.

No se trata de reducirlo a alguno de esos dos ámbitos: a algo que agrega valor a la economía, como algunos lo intentan, ni tampoco como un proceso de formación de una persona para su bienestar, sino que es una conjunción de muchos factores.

Actualmente, en la educación superior, en particular respecto de los centros de formación técnica, existen muchas instituciones cuya calidad es totalmente deficiente. Hay insuficiente oferta para las carreras que el país necesita, y la elección de los estudiantes, que son deslumbrados por la publicidad engañosa, muchas veces no tiene relación con lo que requiere el país. Esa es una prueba de que el mercado no ha sido ni será un buen aliado de la buena educación.

Gabriel Palma, economista chileno y académico de la Universidad de Cambridge, ha sostenido que nos hemos farreado la época del boom de los precios de los commodities, sin haber dado un salto en la innovación que permita agregar valor a la economía y tener un desarrollo sostenible. O sea, ya estamos actuando tarde; pero más vale tarde que nunca.

El problema descrito anteriormente no se soluciona con la mera presentación de este proyecto, pero es una importante contribución. Lo apoyamos en la Comisión de Educación, siempre y cuando se complemente con otras políticas de fomento a la vinculación con los gobiernos regionales, sectores productivos, una articulación fluida con los niveles de educación, tanto media como universitaria, en caso de querer traspasarse, como también si cuenta con el financiamiento necesario y la transferencia de conocimientos e investigación aplicada, para que los centros entreguen una formación de última línea.

Dicho lo anterior, una de las críticas que planteamos en la comisión es que los montos nos parecen insuficientes para lograr estos propósitos, según los criterios que establecieron distintos rectores de centros de formación técnica, quienes afirmaban que, en general, esos centros cuestan más que lo que se está invirtiendo. Por lo tanto, esperamos que, en un segundo trámite, pueda aumentarse en función de las críticas constructivas que recibimos en la comisión.

Permítanme detenerme un poco en el tema de la gratuidad.

Se entiende que exista un período de transición entre un modelo en el que tenemos prácticamente los aranceles más altos del mundo, hacia uno de gratuidad. Se entiende que habrá una gradualidad y una transición para las universidades y centros ya existentes, con requisitos nuevos que van a ser difíciles de adaptar; pero no es así con los nuevos centros y universidades, que deben empezar a funcionar en 2017, cuando se supone que la gratuidad ya debería estar implementada. Por lo tanto, ¿para qué comenzar a cobrar si al año siguiente va a empezar un proceso de transición hacia la gratuidad?

Con mayor razón, la universalidad en la gratuidad debería empezar en los centros de formación técnica, lo que contribuiría a empujar la demanda por esa formación. Deberíamos incentivar que los sectores populares, medios y los llamados acomodados opten por una alternativa igual de válida y valiosa que la universitaria: la técnica.

Con esas señales antisegregación, además de hacer que esa opción sea económicamente más atractiva, se comenzaría a valorizar socialmente la formación técnica e impedir que las universidades, movidas por el afán de lucro, se aprovechen del boom “universitarizador”, con el cual se engaña a miles de estudiantes con carreras universitarias que -todos lo sabemos- no lo son. Así tienen a los estudiantes por más años, para que paguen y se endeuden más, para sacarles mayor provecho. 

Repito: la mera creación de estos centros destinados, en régimen, al autofinanciamiento no nos garantiza que podrán brindar más calidad si no existe una señal potente de inversión en esta, lo cual esperamos que se pueda hacer en el segundo trámite constitucional.

Por ello, como se señala en una minuta que elaboramos hace poco, pedimos que quienes comparten estos criterios consideren el rechazo de la letra b) del artículo 12 introducido por la Comisión de Hacienda, porque queremos que el Senado encuentre una mejor redacción de la norma, para garantizar que la gratuidad comience con estos centros. Sabemos que no es la forma óptima de presionar al Ejecutivo, pero la creemos necesaria para que esto se garantice y no queden dudas respecto a la importancia que el gobierno le da al proyecto.

En tercer lugar, me referiré a algo que ha sido polémico y que también sufrió modificaciones en la Comisión de Hacienda: la democratización y la participación en la gobernanza de las instituciones.

La democratización en el funcionamiento de estos establecimientos de educación superior no es un mero eslogan, como creen algunos, sino una forma de complementar el proceso de formación terciario a través de distintos ámbitos. Por un lado, la generación de valores ligados al compromiso y la corresponsabilidad sobre lo común, que en la actualidad no existe 
-hoy todo es individual; sálvese quien pueda, y que cada uno se rasque con sus propias uñas-; se trata de establecer, desde la formación educativa, valores de compromiso por lo común. Por otro, la insustituible retroalimentación de las comunidades, para que los proyectos educativos puedan no solo preservar su autonomía, sino también mantener siempre vinculadas las necesidades de los estudiantes y de los sectores productivos con la formación académica. Eso es fundamental. Quienes hemos participado en roles de dirigencia estudiantil lo hemos hecho, y siempre es apreciado por las autoridades.

En tercer término, está el fomento de la rendición de cuentas internas para mejorar la gestión. Cuando las comunidades se organizan y participan de la rendición de cuentas -lo saben quienes han participado en algún Cosoc-, la gestión mejora, porque existe mayor transparencia, lo que fomenta una positiva retroalimentación.

No lo piensa así el señor Gonzalo Rojas, columnista y profesor universitario. Quiero citar algo que expresó en su columna y que me pareció bastante entretenido. Refiriéndose a nosotros, los exdirigentes estudiantiles, en particular a quien habla, porque propuse indicaciones proparticipación, expresa: “…habiendo llenado su discurso de compasión por los más débiles, ahora les adjudica una fortaleza que sabe que no tienen, induciéndolos a la conducción de entidades de enseñanza sin mediar preparación alguna. Les pide a los más vulnerables de todos los alumnos de la educación superior -los que estudian en los CFT- que aporten un imposible: un buen gobierno a sus instituciones. Escoge a los más manejables, a los menos dotados para asumir la responsabilidad que les quiere endosar.”.
Ese párrafo nos recuerda lo más nefasto del despotismo ilustrado, en que alguna gente se cree superior por el solo hecho de tener más estudios, y no sabe reconocer el valor del conocimiento entregado por la experiencia y por quienes son sujetos receptores del servicio educativo. Por supuesto, este tipo de expresiones fortalece nuestra postura, porque no queremos un país con despotismo ilustrado, en que se piensa que el valor de la experiencia de un estudiante en su formación no puede ser considerado para la retroalimentación en la gestión de estas instituciones.

El columnista continúa explicando cuáles serían las consecuencias de un cogobierno en este tipo de instituciones: “…los profesores desplazados de sus legítimas posiciones de autoridad; la ciencia, la formación y la sana administración de los recursos, amagadas en sus fundamentos; las instituciones de educación superior zarandeadas por unos pocos jovenzuelos sin ton ni son, jacksonianos.”.

Quiero pedirles atención sobre lo siguiente: no se debe malinterpretar el propósito de estas indicaciones. Nadie quiere que los estudiantes estén por sobre otros estamentos y que se tomen el poder, cual imagen de las tomas de las universidades en 1967. Lo que queremos es asegurar que exista la participación; pero la ponderación óptima de ella será dada por las instituciones en función de la autonomía que poseen. Lo que nos interesa es que los distintos actores sean escuchados, para que, de esa manera, se genere un proceso simbiótico y, ojalá, sinérgico en las instituciones.

Finalmente, el columnista antes mencionado hace una pregunta que me parece digna de citar: “¿Realmente piensa Jackson que las mayorías deben imponerse en la ciencia, en las humanidades y en las artes?”.

Quiero dejar tranquilos al columnista, a sus seguidores y a quienes puedan pensar de esa manera, y decirles que con nuestras indicaciones no pretendemos que la ley de gravedad o la ley de Bernoulli se sometan a votación popular. Simplemente, queremos que la gestión se pueda retroalimentar y, así, cumplir con los objetivos de mejor formación, de mayor capacidad de gestión, de mayor rendición de cuentas, y, de esa manera, tener un círculo virtuoso.

A la mayoría de los parlamentarios que están presentes en la sesión, le dejamos una minuta a su disposición, en caso de que compartan las reflexiones que acabo de exponer. Nosotros impulsamos el rechazo de algunas indicaciones presentadas en la Comisión de Hacienda y, luego, aprobar las originales de la Comisión de Educación, a objeto de enviar una señal potente sobre la gratuidad y la participación.

Extrañamente, dos modificaciones realizadas por la Comisión de Hacienda no son de su competencia, porque dicen relación con la participación de los estudiantes en la administración y en distintas materias de su gestión. No sabemos por qué la Comisión de Hacienda rechazó las indicaciones que aprobamos en la Comisión de Educación.

Por esa razón, a través de la minuta estamos invitando a todos los diputados y diputadas a revertir esa situación, para que, ojalá, en el Senado se puedan mejorar esos aspectos, pero sin baipasear el trabajo realizado por la comisión técnica.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el diputado Manuel Monsalve.

El señor MONSALVE.- Señora Presidenta, quiero saludar y felicitar al ministro de Educación, porque creo que el proyecto de ley en discusión, que la bancada del Partido Socialista va a respaldar, tiene relación con un compromiso central del gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet. Me refiero a transformar la educación en un derecho social y hacer de él un derecho universal, gratuito, al que se accede con altos estándares de calidad.

En las ideas matrices o fundamentos del proyecto se alude a la concentración de la matrícula en la educación superior. El 70 por ciento de la matrícula se concentra en las regiones Metropolitana, de Valparaíso y del Biobío. Es decir, en la educación no solo hay una 
desigualdad de origen en términos socioeconómicos, sino también territorial. 

La creación de quince centros de formación técnica, uno por región, permite descentralizar el acceso a la educación superior, generar conocimiento y hacer de la educación una herramienta de movilidad social y de oportunidades para los jóvenes chilenos.

Señora Presidenta, por su intermedio, quiero pedir al ministro que al término del debate se refiera a la situación de dos centros de formación técnica de iniciativa estatal. Me refiero al centro de formación ubicado en Lebu, capital de la provincia de Arauco, que fue creado en el anterior gobierno de la Presidenta Bachelet y que para su funcionamiento recibe financiamiento estatal a través de la Corfo. Lo mismo ocurre con el centro de formación técnica de Lota, creado en 1997, a partir del cierre de las minas de carbón. 

Las experiencias de ambos son tremendamente exitosas en cuanto a ingreso de jóvenes, a resultados académicos de calidad y en materia de inserción laboral. Son ejemplos a seguir y, como señalé, tienen financiamiento público a través de la Corfo, razón por la cual son administrados por universidades que tienen carácter privado.

Repito, me gustaría que el ministro respondiera la inquietud señalada, pues creemos que los centros de formación técnica que son de iniciativa estatal y que tienen financiamiento público deben ser efectivamente públicos y se debe garantizar su gratuidad.

Reitero, vamos a respaldar este proyecto no solo porque es un compromiso de la Presidenta Bachelet, sino también porque fortalece la educación de nuestro país.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el diputado Rodrigo González.

El señor GONZÁLEZ.- Señora Presidenta, tal como señalaban los diputados que me antecedieron en el uso de la palabra, considero que este proyecto es absolutamente trascendente para la educación chilena, especialmente para lograr que la educación técnica superior tenga un desarrollo propio, con mayor autonomía de la formación universitaria. De ese modo se abrirá la oportunidad de formar técnicos superiores en distintas disciplinas, para el desarrollo general del país y, especialmente, de las regiones.

Creo que pocas iniciativas como esta van a permitir fortalecer la creación de capital humano e impulsar actividades de carácter económico regional. 

Resulta pertinente fomentar la educación en las regiones y, fundamentalmente, abrir la posibilidad de que, desde las regiones, los CFT, coordinados con las universidades, jueguen un papel fundamental en el proceso de descentralización del país.

Quiero poner el acento en que en la Comisión de Educación hemos trabajado para que esos centros de formación técnica cumplan con el compromiso de gratuidad en materia de educación plasmado en el programa de la Presidenta Bachelet. La idea es que esos centros de formación técnica ofrezcan gratuidad integral o universal, especialmente en relación con aquellos estudiantes que quieran estudiar profesiones vinculadas con el desarrollo regional, dentro de los propósitos que persigue cada centro de formación técnica.

Por eso, vamos a pedir que se rechace la indicación de la Comisión de Hacienda en esta materia y se apruebe la propuesta surgida en la Comisión de Educación.

En segundo lugar, nos parece fundamental el respeto a los proyectos que hemos aprobado en la Cámara de Diputados, como el relacionado con la participación de los distintos estamentos en los centros de educación superior. En este caso se ha propuesto que trabajadores, estudiantes y académicos participen en la elección de los rectores de los centros de formación técnica, proceso que se llevará a efecto después de que transcurran los primeros cuatro años de ejercicio del rector que sea nombrado por la vía de un decreto supremo.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Señor diputado, su tiempo ha terminado. 

El señor GONZÁLEZ.- Señora Presidenta, insisto, pido que rechacemos la indicación de la Comisión de Hacienda y aprobemos la propuesta hecha por la Comisión de Educación.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Tiene la palabra, por el tiempo que le resta al Comité Radical Social Demócrata, el diputado señor Alberto Robles.

El señor ROBLES.- Señora Presidenta, primero que todo, quiero saludar al ministro de Educación y, a través de él, agradecer al gobierno de la Presidenta Bachelet que haya creado 15 centros de formación técnica.

Una de las debilidades de nuestro Estado, hasta este minuto -espero que el proyecto muy pronto se convierta en ley-, es que había desarrollado su actividad, desde el punto de vista de la educación terciaria, principalmente en centros de formación universitaria, lo que llevó a la gran mayoría de nuestros jóvenes, hombres y mujeres, a seguir una carrera universitaria, en circunstancias de que en el mundo, principalmente en los países más desarrollados, la formación técnica ha tenido un enorme despliegue. 

Hoy, las empresas y las distintas organizaciones, no solo privadas, sino también públicas, requieren de técnicos muy bien formados para desarrollar sus labores. En la gran mayoría de los casos son muy bien pagados, por lo necesario de sus servicios.

Por ello, el hecho de que el Estado tome la decisión de incorporar en cada región de Chile un centro de formación técnica es muy relevante. No es que estemos en contra del sector privado, que tiene bondades que uno perfectamente puede relevar; lo que sucede es que el Estado, desde el punto de vista societario, es el que va a defender, por principios, la visión global de la sociedad que se está construyendo; el Estado es el obligado a entregar una educación a la ciudadanía que permita su desarrollo, sin injerencia de los recursos económicos de las familias.

Por ese motivo, para nosotros es muy importante que la Presidenta de la República haya remitido un proyecto de ley que crea dos universidades regionales, para que todas las regiones tengan una educación superior universitaria, y ahora, con este proyecto, una formación regional técnica.

Con todo, hay algunos temas que me preocupan.

El primero de ellos -lo señalé en la comisión y entiendo que el ministro tiene claro que hay que mirarlo desde un punto de vista real- se relaciona con el hecho de que en la actualidad hay cuatro centros de formación técnica en el país que crecieron al alero de universidades del Estado. Ahora se crearán centros de formación técnica, entre otras, en las regiones de Tarapacá, Atacama, Valparaíso y La Araucanía, los que competirán con los centros de formación técnica que actualmente se encuentran al alero de las universidades estatales de dichas regiones. Ahí debemos tener una mirada regional para compatibilizar los centros que se crean mediante este proyecto con las instituciones que ya existen en esos lugares.

En mi región, el Centro de Formación Técnica Benjamín Teplizky debería constituirse en el centro de formación técnica del Estado que establece este proyecto. Por cierto, tal como lo han planteado varios diputados, también se requiere de una mirada de distribución en toda la región, de manera de tener sedes en cada una de las comunas. A mi juicio, la formación técnica no solo debe ser impartida en un determinado lugar, sobre todo cuando las provincias que integran una región se encuentran distantes unas de otras. Ese es el primer punto.

El segundo tema que me preocupa tiene que ver con la gobernanza que deben tener estas instituciones. Me parece que esa materia debió haber sido discutida en la Cámara de Diputados. 

Soy de los que sostienen que debemos avanzar hacia un tipo de gobernanza más moderna, de acuerdo con los desafíos del siglo XXI. Lo correcto es establecer una a través del sistema de gobiernos corporativos, donde el rector sea un administrador de dicho gobierno, que, por cierto, debe ser muy participativo con los estudiantes y académicos. La región debe estar representada por personas elegidad por el pueblo y participar en la gobernanza de la institución de educación superior. 

El intendente también debe estar representado, desde el punto de vista del desarrollo del gobierno regional, en la universidad y en el centro de formación técnica. Es decir, se trata de una gobernanza distinta, no la que hoy tienen en general las universidades y los centros de formación técnica, donde el rector es elegido por los académicos o parte del cuerpo colegiado, quien finalmente defiende los intereses de sus electores y no los de la globalidad de la institución de educación superior.

Me parece que el ministro debe tener en consideración esos dos temas.

Quiero hacer una última reflexión en torno a la gratuidad.

En la comisión dijimos -lo seguimos sosteniendo- que, por ley, debería quedar instituido que los centros de formación técnica serán gratuitos y, por lo tanto, su financiamiento será de responsabilidad del Estado. Por ser su dueño, el Estado debe concurrir en ciento por ciento a su financiamiento, con el objeto de que el tema económico no sea un problema que ataña a los estudiantes. Los recursos deben provenir de los impuestos y no del bolsillo de aquellos que estudiarán en los centros de formación técnica. 

Por lo tanto, vamos a respaldar los cambios que planteó la Comisión de Educación.

Quiero agradecer profundamente al gobierno de la Presidenta Bachelet que esté fortificando al Estado en materia de educación, porque, evidentemente, permite una mayor democratización e igualdad para todos los chilenos y chilenas.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Tiene la palabra, hasta por tres minutos, el diputado señor Daniel Núñez.

El señor NÚÑEZ (don Daniel).- Señora Presidenta, como han señalado mis colegas de bancada, queremos apoyar esta iniciativa, muy importante para todo el país. Es una señal fundamental en aras del fortalecimiento del sistema público de educación superior, particularmente del estatal.

Sin embargo, quiero destacar el proyecto desde la perspectiva de que tiene un fuerte sesgo de descentralización. 

Es cierto que uno de los 15 centros de formación técnica que se crearán en todo Chile se instalará en la Región Metropolitana; sin embargo, siento que, por primera vez, nos jugamos por abrir oferta y posibilidades de educación superior en las regiones, particularmente en las zonas más deprimidas. Creo que es un gran avance que los centros de formación técnica no se ubiquen en las comunas que son capitales regionales, sino -repito- en zonas deprimidas.

En el caso de la Región de Coquimbo ha habido un gran debate entre las provincias para determinar dónde quedará ubicado el centro de formación técnica. Ha primado un criterio técnico que me parece idóneo y razonable, cual es ubicarlo en la comuna de Ovalle, provincia del Limarí, dado que ahí tenemos asegurado el flujo de estudiantes y la matricula para poder sostener un proyecto educativo de estas características, con el impacto que se quiere. Probablemente, en un corto plazo, tendremos que ser capaces de habilitar una sede en la provincia de Choapa.

Quiero destacar que estos centros de formación técnica no solo deben ser una institución educativa, sino también un agente significativo de desarrollo regional. 

Por lo tanto, en este tipo de proyectos académicos, el papel de los gobiernos regionales es fundamental, lo mismo que el tipo de carreras que se impartan. 

En este sentido, señora Presidenta, por su intermedio quiero expresar al ministro que no queremos carreras de “tiza y pizarrón”; no queremos las carreras más baratas, sino aquellas que formen técnicos superiores para el desarrollo productivo de las regiones. En el caso de la nuestra, necesitamos técnicos en energías renovables, técnicos en el uso eficiente del agua, técnicos en minería sustentable, técnicos en ámbitos que hoy son de gran potencial regional y que la oferta privada no cubre. Es ahí donde el know how, la experiencia o la expertise de las universidades regionales resultan fundamentales.

Por eso también es bienvenida la propuesta de que la creación de estos centros de formación se realice en conjunto o en convenio con las universidades regionales -en nuestro caso, con la Universidad de La Serena-, por cuanto ello asegura una educación pública gratuita y de calidad.

Para finalizar, quiero destacar que este es un proyecto muy importante de la Presidenta Michelle Bachelet, que demuestra cómo cumple con sus promesas y con su programa de gobierno. Vamos a concurrir con nuestro voto favorable para apoyarlo con mucha decisión.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- En el tiempo de la bancada de la Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra, hasta por cuatro minutos, el diputado señor David Sandoval.

El señor SANDOVAL.- Señora Presidenta, en primer lugar, quiero saludar al ministro de Educación, presente en la Sala.

Sin duda, cuando se habla de educación, especialmente si se trata de aquella expresada en el territorio, en las regiones, quienes las representamos no podemos menos que valorar la intención, la voluntad de crear centros de formación técnica estatales en cada una de las quince regiones.

En lo personal, junto con destacar el aporte que significa la iniciativa, pues para las regiones implica una nueva oferta educacional, debo señalar que en la Región de Aysén ha habido un gran esfuerzo de parte del sector privado para desarrollar proyectos de educación superior.

En regiones, como la que represento, gran parte del esfuerzo en educación superior, sea técnica o universitaria, ha estado centrado en instituciones privadas. Aquí, cabe destacar el aporte de la Universidad Austral, con su proyecto emblemático instalado con gran esfuerzo en Coyhaique. Como entonces alcalde de esa comuna, recuerdo haber suscrito un convenio con quien a la sazón era rector de la Universidad Austral, Carlos Hartmann, para instalar el proyecto académico, que lleva varios años de maduración y ha contado con el respaldo financiero del gobierno regional y de otras entidades.

Tampoco puedo dejar de mencionar el proceso seguido por Inacap, que pasó de centro de capacitación a instituto de formación técnica, con instalaciones en la Región de Aysén. Ha sido un aporte relevante y sustantivo en la formación de cientos de jóvenes que, llegados al término de la educación media, veían frustrado su futuro en la región.

Obviamente, hay otros proyectos, como el de la Universidad de Los Lagos, hoy reducido al Instituto de Los Lagos.

Al margen de lo anterior, en el pasado ha habido otros esfuerzos, como el de la Universidad de Magallanes, que hoy realiza un importante aporte para la formación de los jóvenes de la zona. Para qué mencionar el caso de la Universidad de Valparaíso, que terminó en un gran fracaso. 

Bajo esa perspectiva, no podemos sino alegrarnos de instalar en Aysén un nuevo proyecto de educación de nivel técnico, para paliar el déficit en la formación de capital humano que se haga cargo de los grandes desafíos regionales.

En este contexto, quiero destacar el interés del municipio de Puerto Aysén para que el proyecto se desarrolle en esa ciudad. La idea es que se complemente con la futura universidad estatal de la Región de Aysén, para cuya instalación se ha considerado como lugar natural y obvio -existe consenso en ello- la ciudad de Coyhaique.

El CFT nos hace mucho sentido. Su ubicación en la ciudad de Puerto Aysén tiene un objetivo práctico, pues es allí donde se desarrolla fundamentalmente la actividad productiva. Además, permitiría encadenar el ciclo de formación de los jóvenes de enseñanza media y de aquellos de establecimientos técnico-profesionales de enseñanza media con el CFT, y, por qué no, con el proyecto educacional de la universidad.

Para finalizar, quiero decir que solo tengo dos observaciones, las cuales hice presentes en la Comisión de Hacienda: se trata de los aportes financieros, cuestión que se repite en relación con la universidad que se instalará en la zona. Pediré que se hagan presentes en el segundo trámite constitucional.

Anuncio que vamos a apoyar el proyecto, pues no solo es relevante para nuestra región, sino también para las demás regiones del país. 

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- En el tiempo de la bancada de la Democracia Cristiana, tiene la palabra, hasta por tres minutos, el diputado señor Sergio Espejo.

El señor ESPEJO.- Señora Presidenta, junto con mi colega de región, diputado Ricardo Rincón, y en nombre de los diputados de la Democracia Cristiana, quiero expresar nuestro total apoyo a la iniciativa.

A la vez, quiero decir que se trata de un proyecto que infunde esperanza al futuro de Chile, por cuanto potencia y vincula las dos principales fuentes de oportunidades a que aspiran miles de familias: la educación y el empleo. Sabemos que educación y trabajo son las principales herramientas en la lucha contra la desigualdad.

El proyecto, más allá de los elementos técnicos, tiene rostros humanos. Me imagino los cambios que ocurrirán cuando quienes transforman algas y sal en productos gourmet, o luchan por producir más quintales de maíz, o elaboran productos orgánicos, o impulsan el turismo en la Región de O’Higgins, accedan a las herramientas de la educación técnica, a la transferencia de tecnología y a la innovación.

También, pienso en las oportunidades de trabajo, pero no solo en la región que represento, sino en todo Chile. Hoy existe un déficit de técnicos cualificados cifrado en 600.000 vacantes. El proyecto ayudará a acortar esa brecha.

Es una iniciativa que da esperanza, por cuanto, además, mira de frente las dificultades de la educación. El proyecto asume que tenemos un problema en la educación escolar, que hay dificultades para retener a los jóvenes en la educación técnica superior -el 60 por ciento deserta tempranamente-, y que la pertinencia de lo enseñado es indispensable: carreras que conecten con la vida productiva y la realidad.

Es un proyecto que da esperanza, porque descentraliza: el 70 por ciento de la oferta educacional técnica en Chile se entrega en la Región Metropolitana, en la Región del Biobío y en la Región de Valparaíso. Esta iniciativa tiene alcance nacional, por lo que también llega a la Región de O’Higgins. Por mi parte, espero que no quede atascada en la capital regional.

Es un proyecto que da esperanza, porque recupera el rol del Estado para garantizar educación como derecho social, y también apuesta por una mirada integrada, articulada, del sistema educacional. Obliga a trabajar con la educación escolar y se vincula con lo que será la universidad estatal de O’Higgins, permitiendo que ambas instituciones trabajen en conjunto.

Para terminar mi exposición, quiero decir que el proyecto da confianza. Por eso, lo apoyaré.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- En el tiempo de la bancada Independiente, tiene la palabra, hasta por cuatro minutos y veinte segundos, el diputado señor Roberto Poblete.

El señor POBLETE.- Señora Presidenta, el saber es la antesala de todo cambio, sea en el ámbito político, social, productivo, educativo o, ciertamente, cultural. No hay época en que el saber no haya mostrado que sus avances no tengan una correlación con los adelantos que han tenido las sociedades a lo largo del tiempo. Esto, en la época moderna y posmoderna, ha sido patente. Desde la Revolución Industrial, el auge de la técnica, sobre todo de la técnica aplicada especialmente a la industria, no ha hecho más que posibilitar un número importante de descubrimientos e invenciones que han traído toda clase de herramientas para el hombre.

Hoy, nos alegramos de que en Chile pensemos que el dominio técnico, el saber especializado, su aplicación, así como su creación y enseñanza en instituciones de educación superior, es un camino que debe recorrer nuestro aparato estatal y, con ello, llevar hasta las más recónditas zonas de nuestro país no solo el saber, sino, además, la posibilidad de que nuestros jóvenes tengan un acceso en condiciones justas a una educación de calidad, pública y, ojalá, en la mayoría de los casos gratuita.

Los centros de formación técnica resultan una condición sine qua non para que nuestra sociedad pueda alcanzar un grado mayor de fomento y desarrollo científico y cultural. La adquisición de elementos fundamentales para el cultivo de una profesión, el desarrollo de habilidades individuales y colectivas y la preparación para vivir en una sociedad cada vez más tecnificada, rigurosa y conectada, es de suyo algo básico para miles de adolescentes que hoy esperan salir de la circularidad de un destino que parece atraparlos generación tras generación y cuya matriz es siempre el abandono, la pobreza, la postergación y la marginación. Debemos acabar con todo eso.

Esta deseada metamorfosis productiva y cultural, con un horizonte de mayor integración y de mayor igualdad, no será viable sin la participación decidida y comprometida del Estado de Chile. No podrá haber educación para todos nuestros compatriotas si el Estado no participa de esa decisión, pues para eso está: para asistir de insumos básicos para la vida humana a quienes no pueden proporcionárselos a sí mismos. Y la educación, ¡qué duda cabe!, es uno de ellos.

Hoy hemos llegado a consenso quienes queremos un Chile igualitario y justo. El proyecto impulsa -es algo ya ineludible- la creación de centros de formación técnica estatales en cada una de las regiones del país. No podemos seguir esperando que se produzca el milagro de que el mercado y, en especial, la mano invisible sean quienes proporcionen una educación de calidad, pública y democrática a nuestros ciudadanos. No fue así, no es así, ni lo será. 

La realidad es algo que se transforma conforme a las voluntades individuales y colectivas. Hoy hemos avanzado; pero debemos hacerlo más, hasta cumplir el anhelo de quienes nos han dado el mandato para cumplir un programa claro, enfático y posible: más y mejor educación para el Chile del siglo XXI; más y mejor distribución del gasto público en educación; más y mejor participación del Estado en la creación y promoción de centros de formación técnica de calidad, públicos, pero, a la vez, innovadores, eficientes y conscientes de que una buena administración educacional y una adecuada gestión harán posible que el futuro sea de quienes vienen de atrás con iguales sueños.

Las carreras que ofrecen los centros de formación técnica e institutos profesionales son, en algunos casos, de gran empleabilidad. Se sabe a ciencia cierta que, en ocasiones, quienes egresan de ellas tienen, al entrar a trabajar, ingresos promedio superiores o iguales a los de quienes estudian algunas carreras universitarias, muchas de las cuales son impartidas por instituciones que de universidad solo tienen el nombre.

En un país como el nuestro, que ostenta brechas de desigualdad, la educación es un insumo fundamental para el desarrollo personal, de las familias y de nuestra propia patria. 

No olvidemos nunca que la mejor forma de luchar contra las conductas discriminatorias es fomentando la educación en igualdad. Ciertamente, el cometido de crear centros de formación técnica estatales y regionales es un desafío bello, apasionante, integrador y democrático.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Tiene la palabra la diputada Cristina Girardi.

La señora GIRARDI (doña Cristina).- Señora Presidenta, este es un tema largamente esperado por muchos, en el sentido de que efectivamente exista una oferta pública en materia de centros de formación técnica.

Si bien es cierto que tenemos universidades estatales, escuelas municipales públicas y una política de educación pública relacionada con la educación básica, media y universitaria, en materia de educación técnica no hay oferta pública. No hay nada. Es absolutamente nula. 

Hoy, después de muchos años, después de que murió el Inacap y se regaló esa gran institución de todos los chilenos, por primera vez se pretende instalar una oferta pública para los jóvenes que quieren desarrollarse en la educación técnica superior. 

En la actualidad, todos los centros de formación técnica tienen fines de lucro. El 64,7 por ciento de los estudiantes provienen de los dos quintiles más pobres. Ellos no tienen oferta gratuita. Solo pueden acceder a establecimientos con fines de lucro, es decir, que cobran arancel. A esos quintiles más pobres de nuestro país los estamos obligando a pagar su educación en los centros de formación técnica. 

Ahora bien, el 40 por ciento de los egresados de los centros de formación técnica nunca se titula, el 40 por ciento restante no logra desempeñarse en lo que estudió y apenas 20 por ciento encuentra empleo en el área en que se formó. 

Esto es muy contradictorio, porque la Sofofa ha planteado que hay un déficit de alrededor de 600.000 profesionales de nivel técnico superior, en circunstancias de que solo el 20 por ciento de ellos encuentra trabajo. Esto tiene que ver con la calidad con que se desarrolla este tipo de formación. A mi parecer, está muy claro que a ninguna de esas instituciones se les exige acreditación. De hecho es voluntaria. Esto es muy importante, porque el 44 por ciento de los centros de formación técnica está acreditado o en proceso de acreditación. Es decir, poco menos del 60 por ciento no cuenta con acreditación. O sea, el Estado no tiene idea del tipo de formación que imparten. 

En la comisión planteamos que estos quince nuevos CFT -muy bienvenidos, porque son estatales, con lo cual se asegura, al menos, la calidad- no están insertos en una política global de mejoramiento de la calidad de la formación técnica en Chile. Todos deberían tener acreditación obligatoria. ¡Todos! Además, se debe impulsar que estos CFT no tengan fines de lucro, porque están orientados a la población más vulnerable de nuestro país.

Si bien esto da respuesta parcial a lo que hoy tenemos en materia de educación técnica, hay algo en que muchos no estamos de acuerdo, cual es la forma en que se aprobó el proyecto en la Comisión de Hacienda, en particular en lo referido a la gratuidad. En la Comisión de Educación planteamos que si efectivamente no hay oferta pública y la actual está destinada fundamentalmente a jóvenes de los quintiles más pobres de nuestro país, necesariamente los CFT deben ser gratuitos y de calidad. Si queremos que estos centros de formación técnica impliquen una real oportunidad para ellos, repito, deben ser gratuitos. 

No entiendo cómo la Comisión de Hacienda aprobó la indicación que presentó el Ejecutivo en esta materia. Creo que debe haber un esfuerzo de todos los chilenos para que esta formación sea, de verdad, gratuita para todos. No puede ser que este tipo de educación, que concentra casi el 70 por ciento de los estudiantes pertenecientes a los dos quintiles más vulnerables de nuestro país, sea pagada. No logro entender esa lógica, sobre todo si el discurso de nuestra Presidenta ha apuntado a que la educación superior debe ser gratuita, en particular la técnica.

Como señalaron diputados que me antecedieron en el uso de la palabra, también votaré en contra de la indicación que presentó el Ejecutivo para eliminar la gratuidad que aprobamos en la Comisión de Educación. Sé que probablemente faltan recursos, pero no podemos dejar a los dos quintiles más pobres obligados a pagar la educación que más se requiere hoy en nuestro país.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Tiene la palabra, por tres minutos, la diputada señorita Karol Cariola.

La señorita CARIOLA (doña Karol).- Señora Presidenta, por su intermedio, vaya mi saludo al ministro de Educación, quien ha llevado adelante esta iniciativa que se enmarca 
dentro de nuestra reforma educacional.

Varios de nosotros hemos constatado, en distintas oportunidades, la importancia que tiene la educación técnica para nuestro país y también la gran deuda que como país tenemos con ella. Todos sabemos que los colegios de educación técnica, lamentablemente, no han tenido la importancia que quisiéramos en función de la formación de técnicos para asumir los distintos desafíos que presenta nuestro desarrollo nacional.

Ahora, respecto de la formación técnica en la educación superior -lo señaló la diputada Girardi-, lamentablemente la realidad indica que hoy los centros de formación técnica existentes en el país son privados y lucran. No han sido pensados para aportar al desarrollo integral de nuestro país, al desarrollo estratégico; más bien están pensados como un negocio.

Lo más perverso de esta situación es que es un negocio hecho con los que más lo necesitan, con los jóvenes de menos recursos, con los jóvenes que tienen menos posibilidades de egresar de ese sueño familiar del que se hicieron parte para tener una carrera con la cual 
desarrollarse en su vida.

Estamos muy contentos con este proyecto. El Estado, de una vez por todas, se hará cargo de la necesidad de formar actores sociales que contribuyan al desarrollo económico e integral de nuestro país desde el ámbito técnico. Sin duda, un centro de formación técnica estatal por región es insuficiente para este objetivo, pero por algo hay que partir.

Además, estamos contentos porque este proyecto no solo crea instituciones, sino que les entrega responsabilidades concretas, por ejemplo, que la planificación de las carreras tenga una vinculación efectiva con el sector productivo de su región, cuestión que me parece digna de destacar. 

A ello hay que agregar la responsabilidad de entregar educación cívica a los ciudadanos que se formen en esas instituciones. Aspiramos a una formación pluralista, inclusiva, laica, democrática y participativa. 

Además, los trabajadores de los CFT estatales tendrán la categoría de funcionarios públicos, elemento vital para el resguardo de sus derechos fundamentales.

Anuncio el voto favorable de la bancada del Partido Comunista e Izquierda Ciudadana al proyecto. 

Apoyaremos la indicación de la Comisión de Educación que rechaza los artículos aprobados por la Comisión de Hacienda, relacionados con la gobernanza y con el financiamiento, porque consideramos que estos CFT deben ser gratuitos.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el diputado señor José Antonio Kast.

El señor KAST (don José Antonio).- Señora Presidenta, de acuerdo a lo que hemos escuchado, este proyecto genera grandes expectativas, pero lo más probable es que genere mucha decepción.

A mi juicio, este proyecto va en la línea planteada por el gobierno de la Presidenta Bachelet de estatizar la educación en Chile. Esta misma discusión la tuvimos con ocasión de la reforma educacional, en la que se fue en contra de lo que los mismos padres y apoderados han buscado para sus hijos. En ese proyecto se debió potenciar la educación particular subvencionada.

Aquí se dice que se crearán quince centros de formación técnica al alero de las universidades estatales, como si eso fuera una garantía total de calidad. Es cosa de leer las intervenciones realizadas en la Comisión de Educación y los informes sobre el tema para ver cuál ha sido el resultado de los centros de formación técnica que hoy dependen de universidades del Estado. ¡Muy malo! ¡Tienen los mayores índices de deserción y los peores resultados!

Se hacen grandes discursos en contra de la libertad de enseñanza, de lo que ha sido en Chile el desarrollo de la educación superior; pero si no se hubiese reformado el sistema de educación superior que existía en Chile, ni siquiera un tercio de los jóvenes podría haber tenido posibilidades de acceso a la educación. Todo esto es gracias a un sistema que ha permitido que las familias elijan dónde pueden estudiar sus hijos.

Aquí se plantea construir quince nuevos edificios para albergar estos CFT, pero eso no es ninguna garantía acerca de la calidad de ellos. Todos estarán bajo el alero de universidades estatales, que son las mismas que han sido capturadas por grupos de interés. Se dice que son universidades de todos los chilenos, pero eso no es así. Se trata de universidades en las que un grupo de personas, desde su interior, han ido mejorando su situación día a día, lo cual se va a potenciar con estos quince centros de formación técnica.

La línea que ha tomado el gobierno es equivocada. A mi juicio, se debió haber potenciado la educación técnica profesional. ¿Cuántos liceos técnico-profesionales están condenados a no entregar una enseñanza de calidad porque el gobierno los ha dejado abandonados? Muchos municipios se esfuerzan en sacar adelante estos liceos, pero hoy todas las maquinarias, todos los insumos son insuficientes. 

La verdadera revolución de la educación técnico-profesional debió partir por los liceos técnico-profesionales, pero en ellos no se ha invertido nada y no se va a invertir, porque prefieren invertir en edificios, en centros de formación técnica que no son garantía de calidad para nada.

De esta manera, se frustra la posibilidad de miles de jóvenes que hoy están en los liceos técnico-profesionales de acceder a una educación de calidad. Una vez más, todo se hace a medias, se improvisa. Es un error más de los que ha llevado adelante este gobierno en política educacional.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Tiene la palabra, por tres minutos, el diputado señor Ortiz.

El señor ORTIZ.- Señora Presidenta, somos políticos y, por lo tanto, debemos ser serios y objetivos.

Cuando la Presidenta de la República presentó al país su programa de gobierno, planteó la creación de quince centros de formación técnica estatales. Una vez más, está cumpliendo su palabra. La tramitación de esta iniciativa nos corresponde como Poder del Estado.

Aquí se han dicho muchas cosas, pero ¿cuál es la realidad? Hoy, la inmensa mayoría de los jóvenes quiere estudiar una carrera profesional en una universidad y desprecia las carreras técnicas y los centros de formación técnica. No obstante esa situación, quiero colocar un ejemplo de lo importante que son los centros de formación técnica. 

Cuando se cerraron las minas del carbón en la Octava Región -algo ya señaló el colega Monsalve-, nuestra Universidad de Concepción propuso formar un centro de formación técnica en Lota. ¿Cuál fue el resultado? El 90 por ciento de los egresados inmediatamente encontró empleo. En su mayoría son jóvenes cuyos padres quedaron cesantes cuando se cerraron las minas de carbón. Ellos pudieron acceder a una educación que les permitió un buen futuro profesional.

¿Qué se plantea en el proyecto en discusión? La creación de quince centros de formación técnica estatales en cada región. 

El informe financiero del Ejecutivo señala que para la puesta en marcha institucional se contempla un gasto anual en torno a los 6.840.000.000 de pesos durante los cuatro primeros años, lo que da un total de 27.360.000.000 pesos. 

En materia de infraestructura y equipamiento, los montos son variables y suman, en cuatro años, un total de 86.640.000.000 pesos

Así se financia el ciento por ciento de este proyecto y se le da la posibilidad de estudiar a miles de jóvenes que más que nunca necesitamos para que contribuyan al desarrollo del país. Las carreras técnicas son una parte importante del desarrollo de la economía del país.

Por eso, con mucha fuerza votaré a favor este proyecto de ley.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Tiene la palabra la diputada Jenny Álvarez.

La señora ÁLVAREZ (doña Jenny).- Señora Presidenta, valoro este proyecto de ley, que tiene como propósito la creación de quince centros de formación técnica estatales en cada una de las regiones. Quienes somos de regiones, agradecemos que se cumpla este compromiso tan importante.

Sin embargo, quiero demandar a la Presidenta Bachelet que cumpla el compromiso adquirido con la provincia de Chiloé durante su primer gobierno, que fue crear un centro de formación técnica como parte del Plan Chiloé. Lamentablemente, la administración anterior no dio continuidad a muchos de los proyectos incorporados en ese plan, proyectos que se vinculaban con iniciativas demandadas por la ciudadanía. 

Ahora, durante su segundo gobierno, la Presidenta Bachelet dijo claramente que cumpliría con los compromisos pendientes del Plan Chiloé, por lo que estamos esperanzados en que también se retome ese compromiso. 

Por supuesto, jamás podría estar en contra de la creación de un centro de formación técnica en la Región de Los Lagos, como planteó el diputado Fidel Espinoza, pues sería muy importante contar con un CFT en Llanquihue; mucho menos podría estar en contra de la creación de una universidad para Chiloé. Pero aquí ha quedado claramente expuesto el valor de los centros de formación técnica, pues tienen un enfoque distinto al de las universidades. 

Valoro la demanda del diputado Santana por la universidad de Chiloé, pero no acepto que diga que llevamos 14 meses de gobierno y la instalación de la universidad no avanza. Le quiero recordar al colega que en 2009, uno de los compromisos de campaña fue crear una universidad para nuestro distrito, principalmente para Chiloé. Su gobierno no duró 14 meses, sino cuatro años, y no cumplió ese compromiso.

Por eso, apelo a que se cumpla dicho compromiso, tan necesario para la provincia de Chiloé, que -como se ha dicho tantas veces- se trata de una zona aislada. A los jóvenes que viven allí les cuesta mucho salir a estudiar a los CFT que están fuera de la provincia. 

Por lo tanto, al igual que la bancada del Partido Socialista, voy a votar favorablemente la iniciativa, pero espero que se cumpla el compromiso de crear el centro de formación técnica contenido en el Plan Chiloé. 

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el diputado Felipe Letelier.

El señor LETELIER.- Señora Presidenta, quiero agradecer a la Presidenta Bachelet, porque por fin en la Sexta Región vamos a contar con una universidad fiscal, de calidad y gratuita. Es el sueño de cualquier región. Por eso la Presidenta tuvo un tremendo respaldo, el que, sin duda, va a recuperar.

Ahora bien, las economías desarrolladas, los países con mejor calidad de vida no basan su fuerza laboral solamente en profesionales universitarios, sino fundamentalmente en técnicos de distintas especialidades. 

En hora buena el supremo gobierno, como lo hizo en su momento Pedro Aguirre Cerda, pensó en la educación tecnológica, pero en una en que el Estado se haga responsable, no los mercaderes, no los que han hecho negocio con la educación, no los que se han enriquecido enormemente en su nombre. 

Señora Presidenta, nos sentimos honrados por la tramitación de este proyecto. Como señalaba la consigna de un mandatario, gobernar es educar. Debemos recuperar los sueños para que Chile sea un país próspero, desarrollado; un país más humano, con mejor calidad de vida; ojalá un país más alegre. Las estadísticas del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo no nos sitúan como uno de los países que goza de más felicidad. El consumismo, el individualismo, el sistema, el modelo inhumano -como diría Juan Pablo II-, este modelo de la selva, no lo permite. Pero con educación, sin duda, vamos a salir adelante.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el diputado Jaime Bellolio.

El señor BELLOLIO.- Señora Presidenta, en la comisión técnica votamos a favor el proyecto y tuvimos la mejor voluntad para mejorarlo. Pero luego de escuchar varias intervenciones de parlamentarios de la Nueva Mayoría, pareciera que estuviéramos discutiendo un proyecto completamente distinto; pareciera que el objeto del mismo fuera completamente diferente de lo que señala la letra de la iniciativa. 

Recién un diputado señaló que se crearán quince CFT de gran calidad. ¿Por qué van a ser de gran calidad? ¿Cuál es la razón de que efectivamente ello será así? ¿Porque se van a crear con el nombre y RUT del Estado? ¡Pero, por favor! Sabemos que eso no es así; sabemos que no porque sean del Estado ello es sinónimo de calidad. Lo tenemos más que claro. Es exactamente al revés. En todos los proyectos que hemos examinado en la Comisión de Educación ha habido una discusión subyacente respecto de cuál es el rol de lo público en educación, sobre qué es el bien público en educación y si esta materia es o no monopolio del Estado. 

Queda muy claro que un grupo importante de parlamentarios cree que sí, que lo único que garantiza calidad es que los CFT sean de propiedad del Estado. ¡Pero, por favor! No podemos pretender instalar nuevamente esa visión anticuada y fracasada en el mundo entero. Eso se acabó hace muchos años.

Me sorprende que en cada uno de los proyectos esta sea la única discusión que a algunos les interesa. ¿Por qué no hablamos de la educación del futuro? ¿Por qué no hablamos de cómo está cambiando la educación? Sin embargo, la respuesta es la misma: si la educación es estatal, entonces es buena. La lógica según la cual el Estado es el único que puede crear el bien público no funciona ni aquí ni en ninguna parte del mundo. Y lo saben.

En la comisión formulamos muchas preguntas a los invitados, como qué es lo distintivo que van a tener los centros de formación técnica, es decir, cuál es la razón de fondo que justifica su creación. Porque -repito- su creación no se justifica por el solo hecho de que los fierros y ladrillos los coloque el Estado. Lamentablemente, no escuchamos respuesta del Ejecutivo.

Ahora bien, ¿dónde se van a ubicar los CFT? Es una pregunta relevante, pero tampoco escuchamos una respuesta sobre el particular. Si es para hacer lo mismo que ya tenemos, no se justifican en absoluto. De hecho, como dijo la diputada Provoste, hay problemas en aquellas universidades del Estado que ya tienen CFT. Obviamente no hay coordinación. 

Además, ¿cómo se acredita su calidad? ¿Cómo se define la calidad en los centros de formación técnica? Evidentemente es distinta la calidad en los CFT, en los IP y en las universidades, porque tienen lógicas y fundamentos diferentes.

Uno de los puntos relevantes, en los que el Estado tiene un rol, es cómo esos CFT se articulan con la educación técnico-profesional. Hoy, el 41 por ciento de los estudiantes egresa de liceos técnico-profesionales. Cada uno de ellos cursa entre 600 y 1.000 horas de especialidad, las que no sirven absolutamente de nada en los CFT. Al momento de postular a muchos trabajos esos estudiantes reciben como respuesta que lo que aprendieron está obsoleto y que tienen que aprender todo nuevamente. 

Entonces, ¿para qué tenemos educación técnico-profesional? Se habla mucho de ella, pero se hace muy poco para mejorarla. Si realmente queremos hacer CFT de futuro, debemos mejorar la articulación con los liceos técnico-profesionales, con los institutos profesionales y con las universidades. ¿Por qué un joven no puede partir estudiando en un CFT y terminar con un doctorado? En el resto del mundo ello es posible; en Chile es imposible, porque acá se mira en menos a los CFT e IP.

Esta discusión que, lamentablemente, ha llevado adelante la División de Educación Superior del Mineduc es demasiado “universitarizante” -no existe esa palabra, pero no importa-; todo debe girar en torno a la universidad. Tanto es así que no creen en los institutos profesionales y muchas veces han dicho que los quieren hacer desaparecer, lo cual es absurdo. Mientras en el resto del mundo se discute cómo se entra en y se sale del circuito de la educación, la que es entendida como un proceso continuo, aquí seguimos analizando la fórmula fracasada del pasado.

¿Cuál es la estrategia de enseñanza? ¿Por qué no mirar la educación que se necesita en lugar de la que fue? Se ha hablado de cualificaciones. Esos centros de formación técnica deberían ser los que permitan que esos miles de trabajadores que no pudieron capacitarse en un CFT tengan su certificación. ¿Por qué no pueden ser estos CFT los que asuman la vanguardia y, por ejemplo, empecemos a hablar de la educación a través de internet?

Pero vamos más allá todavía. ¿Qué nos dijeron la inmensa mayoría de los invitados y qué señala el informe de la OCDE? Que se ofrezcan programas de ciclos cortos, separados de las universidades; que se articule ciencia aplicada con las universidades; que se consoliden proveedores formativos de tamaño adecuado, y que haya un marco de financiamiento consistente. ¿Eso es lo que estamos haciendo con este proyecto? Lamentablemente, no.

Voté a favor en la comisión, pero hoy me abstendré, porque es una iniciativa completamente distinta de la que discutimos y aprobamos en la comisión.

También se habló de la autonomía de las instituciones; pero varias de las indicaciones que se proponen buscan romper esa autonomía. Eso, por supuesto, tampoco lo puedo votar a favor.

Espero que el proyecto se apruebe. Vamos a votar a favor algunos artículos en la votación en particular, pero nos vamos a abstener en la votación en general. Ojalá en el Senado se arregle el proyecto, para que no sea una pérdida de dinero para todos los chilenos.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Iván Fuentes.

El señor FUENTES.- Señora Presidenta, cuando constituimos el Movimiento Social por Aysén, peleábamos, entre otras cosas, por una universidad para la región, pero no pudimos lograr ese objetivo. 

En consecuencia, agradecemos al ministro de Educación que ahora sí tengamos esa posibilidad. Sin embargo, no creemos que la universidad sea la solución a todos los problemas; existen otras oportunidades que les podemos dar a nuestros chicos, a nuestros campeones: los centros de formación técnica, en los que esperamos que se entregue formación teórica y práctica.

La extemporaneidad con el hemisferio norte nos ofrece grandes oportunidades, por ejemplo, para nuestros agricultores, lo que puede ser un plus importante para la Patagonia y para el resto del país. Es lo que sucede con los cultivos de cerezas, por poner un caso, ya que China requiere importar tres veces más de lo que hoy compra.

Los recursos que produce Aysén podrían llegar en marzo a China y a otros países. Pero para producir más y mejor y aprovechar la extemporaneidad, necesitamos capacitar a nuestros jóvenes y que los hijos de los campesinos y de los de los pescadores no tengan que irse de la región para recibir esa capacitación.

Estamos por la educación gratuita y de calidad. El diputado Bellolio mencionó la alternativa de los centros de formación particulares y la de los particulares subvencionados. Está bien que existan; nadie se opone a ello. Pero que no exista una posibilidad de que la gente que no tiene lucas pueda capacitarse, es algo que este Parlamento no debe permitir. Que los hijos de los campesinos o los de los pescadores artesanales no puedan seguir estudiando porque no alcanzan las lucas y porque el Estado no se hace responsable de remediar el problema, no lo podemos seguir permitiendo.

Valoro el proyecto en discusión. Lo que sea necesario arreglar en el camino, con la opinión del diputado Bellolio y con la opinión de muchos otros, deberemos arreglarlo; pero debemos ser garantes de la comunidad, no del gobierno de turno. Garantes de la comunidad para exigirle al gobierno de turno, cualquiera que este sea, que debe apoyar a su mano de obra, que debe apoyar a los hijos de esta tierra, porque en ellos está el futuro de Chile.

Si no capacitamos, ¿cómo competimos? Estamos sembrando y recolectando recursos del mar y del campo; pero resulta que todavía lo estamos haciendo con bueyes y arados, y con la mancorna de caballos en la Séptima Región, ¿o no? ¡Claro, pues! Los campesinos todavía están trabajando con caballos y apero en la Región del Maule, en la zona central. Y en el sur, nosotros seguimos con los bueyes y el arado, cuando resulta que en México, en España, en Argentina todo lo están haciendo en forma mecanizada.

Si no hacemos algo, la tecnología nos va a pasar por encima. ¿Nos vamos a quedar esperando y haciendo el papel de aturdidos? ¡No, pues! Debemos empezar a dar aquellos pasos que nos permitan ponernos en la órbita de la competitividad. Para eso es necesario que los hijos de esta tierra estén capacitados para competir en un mundo que es perverso, en este mundo de competitividad enorme.

Quiero resaltar el nombre de Puerto Aysén, porque allí debería instalarse el centro de formación técnica. No tenemos diferencias respecto de la universidad, pues nos parece bien que se instale en la capital regional, Coyhaique. Pero el centro de formación técnica debiera ubicarse en Puerto Aysén y contar con diversos centros de formación práctica. Si vamos a capacitar en turismo, en minería, en agricultura, será bueno instalar los centros de ejercicio, de formación práctica en aquellos lugares donde se puedan hacer experimentos para determinar la producción de qué recursos se pueden potenciar ahí. Está, por ejemplo, Puerto Aguirre, ombligo de los recursos del mar. Allí podemos llevar a nuestros hijos a hacer su práctica. No podemos llenarles de letras el cerebro a nuestros hijos para que cuando lleguen a trabajar, los reten en la pega por no saber hacer su trabajo. ¿Y quiénes los retan? Los propios capitalistas.

Así es que voy a apoyar este proyecto con toda la fuerza de mi corazón.

He dicho.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Antes de proceder a la votación, intervendrá el ministro de Educación, señor Nicolás Eyzaguirre, quien me solicitó hacer uso de la palabra

Tiene la palabra, señor ministro.

El señor EYZAGUIRRE (ministro de Educación).- Señor Presidente, parto esta intervención agradeciendo tanto a las comisiones de Educación y de Hacienda de la Cámara, por haber tramitado y enriquecido el proyecto, como a la Sala, por la enorme cantidad y el contenido de las intervenciones que hemos escuchado, pues demuestran la gran atención que esta Corporación le ha otorgado a esta importante iniciativa.

Sin duda alguna, la discusión de un proyecto de esta naturaleza, en el marco de una reforma educacional tan profunda como la que estamos llevando a cabo, ofrece siempre algunas dificultades para avanzar en materias que no se encuentran enteramente resueltas en el conjunto de la reforma. Me explico. Por ejemplo, la Cámara de Diputados aprobó lo relativo a la regulación de las salas cuna tanto para su reconocimiento oficial como para su autorización de funcionamiento. Pero conforme al compromiso programático del gobierno, el Ministerio ya estaba inaugurando nuevas salas cuna antes de que el marco regulatorio estuviera listo.

Es más, como recordarán sus señorías, porque también lo aprobaron, el marco regulatorio de las salas cuna no termina sino hasta 2019, y en el entretanto estamos aumentando la oferta pública de educación parvularia.

Lo mismo ocurre con las universidades y con los centros de formación técnica (CFT): estamos aumentando la oferta pública, porque no podemos detenernos ni un solo día antes de que el marco regulatorio sea discutido con la profundidad que merece en esta honorable Cámara.

Ese es el problema que hoy legítimamente les preocupa a ustedes. Lo planteo porque muchos preguntan por qué no afirmar inmediatamente la gratuidad en los centros de formación técnica.

Claramente -lo digo para la historia fidedigna del establecimiento de la ley-, los centros de formación técnica que crea este proyecto, que no tienen fines de lucro y que atenderán a población vulnerable, en la imaginación de cualquiera de nosotros son candidatos obvios a la gratuidad; pero, desgraciadamente, no podemos, si me permiten la expresión, “poner la carreta delante de los bueyes”, ya que primero necesitamos discutir a fondo en esta Corporación el financiamiento de la educación superior, con arreglo a la pertinencia regional, a la vulnerabilidad de los estudiantes, a la calidad de las instituciones.

Por tanto, como bien lo dijo el diputado Pepe Auth, prefigurar esa discusión, que no la hemos hecho de fondo, sobre la base de marcar que un conjunto de instituciones nacen ya a la gratuidad sin ningún tipo de límites, no nos parece la forma más profunda de abordar el punto.

No olvidemos además que la gratuidad no puede ser -nadie lo ha pensado así- indefinida, es decir, para cualquier cantidad de años; o para prolongaciones de estudios; o, en el caso de las universidades, para maestrías o doctorados.

Por tanto -reitero-, necesitamos discutir el marco regulatorio.

No obstante lo anterior, es claro que la gratuidad alcanzará a las instituciones siempre que sean sin fines de lucro; por tanto, frente a la preocupación de la diputada Yasna Provoste, señalo que los CFT creados por universidades estatales que persiguen fines de lucro no tendrán derecho a impetrar la gratuidad, por lo que, naturalmente, deberán cambiarse a sin fines de lucro.

En consecuencia, esa competencia desleal que legítimamente le preocupa a la diputada Yasna Provoste no podrá darse, porque, como es obvio, no puede haber, si me permiten otro chilenismo, “chicha y chancho”; o sea, no puede haber centros de formación técnica pertenecientes a universidades del Estado, con lucro y gratuitos. Eso no puede funcionar. Por lo tanto, no habrá competencia desleal.

Habrá igual regulación para la misma condición.

Seguidamente, se presentó una cantidad importante de indicaciones al proyecto. Pido formalmente a esta honorable Corporación aprobar las del Ejecutivo sobre la gobernanza.

La gobernanza, que se vincula con la participación de la comunidad en la definición de los planes estratégicos y en la elección de las autoridades, es un asunto muy de fondo que deberemos discutir en el contexto de la regulación de la educación superior. Obviamente, nadie piensa acá, por ejemplo, que la gobernanza es exactamente igual para una universidad privada que para una estatal. Los requisitos de democracia interna y de participación en una universidad estatal serán mucho más elevados que en una universidad privada. Pero en el contexto de un régimen mixto, como ya lo hemos visto en el sistema escolar, es posible que también se pueda impetrar la gratuidad en una universidad privada. Por tanto, no hay un solo modelo respecto de la gobernanza. Es algo que debemos discutir muy a fondo.

En síntesis, sin perjuicio de entender las naturales inquietudes de los señores diputados, a través de un proyecto de ley de envergadura media como este, que crea 15 CFT, es difícil comenzar a prefigurar materias tan de fondo que debemos discutir con esta honorable Cámara, como son el apropiado gobierno democrático de la universidad para garantizar el pluralismo, el derecho y la secuencia a la gratuidad de la educación y el financiamiento de la investigación. 

Por otra parte, existe un consenso claro -al menos lo hay en todos los países desarrollados- en cuanto a que la oferta pública de centros de formación técnica necesita crecer en Chile. Ello, porque nuestra oferta pública y privada de educación técnico-profesional -lo señalaron los propios diputados- desmerece respecto de la universitaria y no está adecuadamente descentralizada. Los 15 nuevos CTF logran hacer eso. 

Además, la oferta en educación también debe ser necesariamente plural. Al respecto, no debemos olvidar que el sector privado juega un papel complementario con la educación pública, pero en ese sector la oferta sigue a la demanda. ¿Qué ocurre con las propiedades más desconcentradas y los lugares más lejanos? ¿Nuestros niños se quedarán sin la oportunidad de tener un CFT? Para ello está el papel insustituible del Estado. 

Por eso, el proyecto recoge un sentir muy profundo respecto de este derecho social que es la educación.

Concluyo señalando, ante la legítima inquietud del diputado Monsalve, que los centros de formación técnica de Lebu y de Lota Arauco, que son sin fines de lucro y que atienden a estudiantes vulnerables, son candidatos muy obvios a estar en la parte más arriba de la lista cuando discutamos la secuencia de la gratuidad. En cualquier caso, procuraremos que mediante la Corfo no haya una disrupción de su financiamiento, al objeto de no andar desvistiendo a un santo para vestir a otro, porque claramente esos CFT tienen una alta prioridad para el gobierno.

Muchas gracias.

He dicho.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Cerrado el debate.

Ha terminado el Orden del Día.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto en los siguientes términos:

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Corresponde votar en general el proyecto de ley, iniciado en mensaje, que crea quince centros de formación técnica estatales.

-Durante la votación:

El señor SAFFIRIO.- Señor Presidente, pido la palabra para plantear un punto de Reglamento.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Tiene la palabra su señoría.

El señor SAFFIRIO.- Señor Presidente, respecto de este proyecto de ley quiero plantar un asunto de Reglamento que me parece bastante importante que la Sala lo tenga presente. 

La Comisión de Hacienda se pronunció respecto de indicaciones al artículo 12 y a los artículos primero y segundo transitorios.

Desde mi punto de vista, el pronunciamiento de la Comisión de Hacienda respecto del 
artículo 12 es correcto, porque dice relación con una norma que se refiere a los montos que se perciban por concepto de matrícula, aranceles, derechos de exámenes, certificados, etcétera.

Sin embargo, la Comisión de Hacienda también se pronunció, en los artículos primero y segundo transitorios, sobre aquellas materias referidas al gobierno de los centros de formación técnica.

Lo señalo, porque el artículo 17 de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional establece que “cada Cámara -la de Diputados y el Senado- deberá tener una comisión de hacienda, encargada de informar los proyectos en lo relativo a su incidencia en materia presupuestaria y financiera del Estado,…”.

Por su parte, el artículo 226 del Reglamento de la Cámara señala que la Comisión de Hacienda “Conocerá también en forma exclusiva de los artículos de los proyectos informados por las comisiones técnicas que tengan incidencia en materias presupuestarias y financieras”, y agrega una sanción para aquellos casos en que esta norma no se cumpla. La sanción es que cuando la Comisión de Hacienda se exceda en esa facultad, las referidas indicaciones se tendrán por no formuladas.

En consecuencia, lo que corresponde, desde mi perspectiva, con estricta sujeción a la ley orgánica del Congreso Nacional y a nuestro Reglamento, es que la Comisión de Hacienda se sujete rigurosamente al ámbito de su competencia.

El argumento que se esgrime en cuanto a que la sola circunstancia de que la comisión técnica le remita a la Comisión de Hacienda un determinado artículo fija la competencia de esta instancia, es absolutamente inaceptable, porque, como he señalado, la competencia de la Comisión de Hacienda se encuentra establecida por los artículos 17 de la ley orgánica del Congreso Nacional y 226 del Reglamento de nuestra corporación.

Por lo anterior, creo que la Mesa de la Cámara debe tener por no presentadas las dos últimas indicaciones aprobadas en la Comisión de Hacienda y, de esa forma, dar por aprobadas las indicaciones de la manera en que se formularon en la Comisión de Educación.

He dicho.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Estamos revisando los antecedentes sobre el punto, diputado señor Saffirio. 

Respecto del mismo asunto, tiene la palabra el diputado Pablo Lorenzini.

El señor LORENZINI.- Señor Presidente, siguiendo la línea de lo expuesto por el diputado que me antecedió en el uso de la palabra, creo que si hay dudas a ese respecto, no es la Mesa la que debe decidir. 

Evidentemente, la comisión técnica envió a la Comisión de Hacienda lo que debe votarse, y eso no puede ser alterado por la Sala.

Por lo tanto, le pido que no votemos lo que se encuentra cuestionado y esperemos una resolución, formal y por escrito, de la Secretaría, porque una corrección al respecto puede significar cambiar los procedimientos de la Comisión de Hacienda.

Aquí eso no se puede alterar, porque, como manifestó el diputado Saffirio, el último Reglamento señala qué votamos en Hacienda: lo que viene de la comisión técnica. Por lo tanto, eso no puede cambiarse. Si allí hubo un error, se corregirá, no ahora, sino que se deben tomar los tiempos necesarios y enviar por escrito la respectiva corrección a la Comisión de Hacienda, para que tome nota formalmente de ella.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Pido a la Secretaría que aclare el punto en cuestión. 

Si después de hecha la precisión es necesario seguir dando la palabra, lo haré. Pero sugiero a la Sala esperar una opinión a base de los antecedentes entregados por los dos diputados. 

El señor AUTH.- Señor Presidente, dado que soy el Presidente de la Comisión de Hacienda, ¿me permite hacer una precisión?

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Señor diputado, le pido hacer su precisión después de que escuchemos la aclaración de la Secretaría. Si es necesario, daré la palabra para resolver el punto.

Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LANDEROS (Secretario).- Honorable Sala, por su intermedio, señor Presidente, la situación es la siguiente: 

La comisión técnica, en este caso la Comisión de Educación, es la encargada de fijar los artículos que conocerá la Comisión de Hacienda.

En el caso ad litem, la comisión técnica enumera en la página 2 de su informe los artículos que el diputado señor Saffirio ha mencionado y cuestionado.

Lo que se debe hacer a continuación es votar todas las indicaciones de la Comisión de Hacienda de manera separada por la Sala, que es la soberana para decidir.

Si un diputado hubiera tenido particular interés respecto de algunas de las materias en que la Comisión de Hacienda ejerció su competencia más allá de donde debía, tuvo hasta las 12.00 horas de hoy para pedir las respectivas votaciones separadas.

Por lo tanto, a juicio de la Secretaría, lo que corresponde -y quien resuelve en definitiva si tiene la cuestión clara es la Mesa- es proceder a votar esas materias primero conforme a la propuesta de la Comisión de Hacienda, y si se rechazan, deberá votarse lo planteado por la Comisión de Educación. 

En esos términos se encuentra la minuta preparada por la Secretaría.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- La Secretaría entregó su opinión sobre la base de los antecedentes de que se dispone y la norma que históricamente se ha aplicado en la Sala. Por tanto, la Mesa hace suya esa interpretación, lo que no obsta para que en futuras votaciones revisemos o ajustemos lo que sea pertinente. Pero en este momento parece ser que lo que procede es seguir adelante con la votación.

El señor SAFFIRIO.- No, señor Presidente.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Diputado señor Saffirio, usted hizo una solicitud y la Mesa tomó una resolución al respecto. A mi modo de ver, la materia está resuelta en ese punto en particular.

El señor SAFFIRIO.- No está resuelta, señor Presidente.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- A futuro podremos revisar si se hace un ajuste completo en la materia, pero lo señalado es lo que el Reglamento nos permite hacer. 

Entonces, seguiremos con las votaciones. Es improcedente continuar dando la palabra para escuchar puntos de vista que no resolverán el asunto en particular.

El señor SAFFIRIO.- Señor Presidente,…

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Diputado Saffirio, le reitero que no procede seguir dando la palabra, porque estamos en votación. Ya no se trata de un asunto de Reglamento. 

El señor SAFFIRIO.- Estoy planteando un punto de Reglamento, señor Presidente. Se está infringiendo manifiestamente nuestra ley orgánica constitucional. La interpretación del señor Secretario General de la Cámara de Diputados nos lleva a pensar o a sostener necesariamente que una comisión técnica, a través de una resolución propia, puede producir el efecto de modificar la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional y el Reglamento de la Corporación.

Eso es, desde el punto de vista jurídico, inaceptable. 

De esa manera, no puede ser que el argumento sea que la competencia de la Comisión de Hacienda la define la comisión técnica, que le remite los artículos para su conocimiento, porque la norma correspondiente está contenida en el artículo 17 de nuestra ley orgánica constitucional y en el artículo 226 de nuestro propio Reglamento. 

Estamos trasgrediendo ambas normas.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Diputado Saffirio, se dejará constancia de su intervención para tenerla presente en futuras situaciones.

Para ser justos en el tratamiento de esta materia, les daré la palabra a quienes la han estado pidiendo. 

Tiene la palabra el diputado Gabriel Silber.

El señor SILBER.- Señor Presidente, creo que la materia en discusión es pertinente desde el punto de vista reglamentario. Sin embargo, es paradójico que quien la haya planteado pertenezca a la Comisión de Constitución. Además, ha sido patrón de conducta en esta Corporación que ese organismo se arrogue una suerte de competencia de comisión revisora de proyectos en trámite incoados en distintas comisiones de origen. Por ejemplo, en la Comisión de Salud hemos visto con sorpresa que el proyecto sobre despenalización del aborto será revisado por la Comisión de Constitución. Lo mismo ocurre respecto del proyecto de agenda corta de seguridad ciudadana.

Entonces, desde la perspectiva parlamentaria quiero dejar planteado un punto: aquí no hay comisiones ni de primera ni de segunda categoría. Todos los parlamentarios nos hemos ganado el derecho a formar parte de esta Corporación. Nuestros votos y nuestro trabajo valen lo mismo. 

Por tanto, para que se resuelva mejor el asunto en cuestión, pido que no solo se analice la situación respecto de la Comisión de Hacienda, sino también lo que sucede con la Comisión de Constitución, pues, a mi juicio, se está arrogando competencias en exceso a la hora de “revisar” los proyectos tramitados en otras comisiones.

He dicho.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Por último, tiene la palabra el diputado señor Pepe Auth.

El señor AUTH.- Señor Presidente, solo pedí hacer uso de la palabra para especificar que la Comisión de Hacienda ha cumplido al pie de la letra con el Reglamento de la Corporación. Toda vez que hemos identificado un artículo que no viene de la comisión técnica para ser tratado por la Comisión de Hacienda, pero que nos parece que se relaciona con Hacienda, hemos omitido ocuparnos de él por respeto al Reglamento, que nos dice con mucha claridad que solo podemos discutir, presentar indicaciones y, por tanto, votar aquellos artículos que nos remite la comisión técnica. 

Es lo que hemos hecho y es lo que continuaremos haciendo.

He dicho.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Los puntos de vista planteados quedarán en el acta y serán analizados en la siguiente reunión de Comités, porque existe un tema de fondo que, a lo mejor, hay que revisar. Sin embargo, hoy se votará conforme al procedimiento que históricamente se ha seguido en la Sala.

En votación general el proyecto de ley, iniciado en mensaje, que crea quince centros de formación técnica estatales.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 94 votos; por la negativa, 1 voto. Hubo 9 abstenciones.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez Vera Jenny; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Barros Montero Ramón; Berger Fett Bernardo; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Cornejo González Aldo; De Mussy Hiriart Felipe; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; Gahona Salazar Sergio; García García René Manuel; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jaramillo Becker Enrique; Jiménez Fuentes Tucapel; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Morales Muñoz Celso; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Paulsen Kehr Diego; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto Ferrada Leonardo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Bonilla Ignacio; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Votó por la negativa el diputado señor Kast Rist José Antonio.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Bellolio Avaria Jaime; Coloma Alamos Juan Antonio; Edwards Silva José Manuel; Macaya Danús Javier; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Soto Osvaldo; Van Rysselberghe Herrera Enrique.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- A continuación, corresponde tratar la cuestión de admisibilidad de una indicación. 

La diputada señora Provoste y el diputado señor Morano, de conformidad al artículo 25 de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional, han hecho cuestión de admisibilidad de la siguiente indicación declarada inadmisible por la Comisión de Educación, para agregar un nuevo artículo sexto transitorio del siguiente tenor: “Artículo sexto: Para armonizar la coexistencia de los nuevos Centros de Formación Técnica estatales con los Centros de Formación Técnica existentes que pertenecen a universidades estatales, estos últimos se deben transformar en personas jurídicas sin fines de lucro, en un plazo de 2 años desde la entrada en vigencia de esta ley.”.

La Mesa comparte el criterio de la Comisión de Educación y, por tanto, declara inadmisible esta indicación por no tener relación directa con las ideas matrices o fundamentales del proyecto, de conformidad con lo preceptuado en el artículo 69 de la Constitución Política de la República y 24 de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional, cual es fortalecer la educación pública y la descentralización, impulsando la creación de quince centros de formación técnica estatales en cada una de las regiones del país, promoviéndola y valorándola socialmente como una herramienta de desarrollo individual y social que tendrá por objeto la formación de técnicos y ciudadanos, prioritariamente de jóvenes y trabajadores y trabajadoras. Tal cuestión nada tiene que ver con la estructura jurídica de las universidades estatales, materia que, además, es de iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República, en virtud de lo establecido en el artículo 65, N° 2°, de la Constitución Política de la República.

Además, informo a la Sala que el ministro de Educación, en representación del gobierno, ha informado a la Mesa que la concordancia solicitada por algunos diputados sería abordada en el proyecto de ley sobre educación superior que próximamente ingresará a tramitación legislativa.

Tiene la palabra la diputada señora Yasna Provoste.

La señora PROVOSTE (doña Yasna).- Señor Presidente, más que hacer uso de la palabra para argumentar a favor de la indicación, quiero solicitar que, en virtud del artículo 25 de la Ley Orgánica del Congreso Nacional, la Sala se pronuncie respecto de su admisibilidad, toda vez que claramente la iniciativa tiene una dificultad para armonizar los centros de formación técnica sin fines de lucro que estamos creando a través de ella con los que existen, al alero de universidades del Estado, como corporaciones de derecho privado.

Si bien a través del ministro de Educación el Ejecutivo expresó su voluntad de acoger en otro proyecto de ley nuestra solicitud, que dice relación con lo que queremos en materia de formación técnico-profesional, no veo inconveniente alguno para que se pueda apoyar y acoger en esta Sala una indicación que busca armonizar la coexistencia de los centros de formación técnica al alero de universidades del Estado que hoy van a tener regímenes jurídicos distintos.

Así, todo el esfuerzo que signifique potenciar por parte de una universidad del Estado a un CFT con fines de lucro en desmedro de aquel que no los tiene, no se supera con lo planteado por el ministro en su intervención: el tema de la gratuidad, porque tal vez a los centros de formación técnica que hoy tienen fines de lucro ni siquiera les interesa el tema de la gratuidad. 

Es otro el concepto que estamos discutiendo: poder armonizar la coexistencia de los centros de formación técnica que van a estar al alero de una misma universidad del Estado.

Por lo tanto, señor Presidente, le solicito someter a votación la declaración de inadmisibilidad de la indicación.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Diputada señora Provoste, está en su derecho de pedir que se vote la declaración de inadmisibilidad de la indicación. 

Corresponde votar en consecuencia.

El señor BELLOLIO.- Señor Presidente, pido la palabra.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- No procede dar la palabra, señor diputado. La diputada Provoste intervino en defensa de la admisibilidad de la indicación.

El señor BELLOLIO.- Señor Presidente, yo quiero hacerlo en contrario. Tengo derecho a intervenir en contra de la admisibilidad.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Señor diputado, la Mesa declaró que la indicación era inadmisible. La diputada Provoste tiene el derecho a plantear la defensa de la admisibilidad de dicha indicación, y, por tanto, ahora corresponde votarla. 

No procede escuchar otras argumentaciones.

El señor BELLOLIO.- No, señor Presidente; eso no es así. El Reglamento dice que sí tengo la oportunidad de hacerlo. Y, además, se ha dado la costumbre acá de que a través de las comisiones se quiere cambiar nuestra ley orgánica constitucional, como manifestó el diputado Saffirio.
El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Diputado señor Bellolio, no le he dado la palabra. 

Le insisto en que no procede la argumentación que usted plantea. La Mesa ya tomó una decisión. Estamos en votación. 

Quienes voten positivamente, están a favor de la declaración de inadmisibilidad de la Mesa; quienes voten negativamente, están en contra. 

En votación la declaración de inadmisibilidad.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 45 votos; por la negativa, 50 votos. Hubo 3 abstenciones.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Rechazada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Andrade Lara Osvaldo; Auth Stewart Pepe; Barros Montero Ramón; Bellolio Avaria Jaime; Ceroni Fuentes Guillermo; Coloma Alamos Juan Antonio; Cornejo González Aldo; De Mussy Hiriart Felipe; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Jaramillo Becker Enrique; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Lavín León Joaquín; Letelier Norambuena Felipe; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Morales Muñoz Celso; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Urrutia Paulina; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Arriagada José; Pilowsky Greene Jaime; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Urrutia Soto Osvaldo; Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Venegas Cárdenas Mario; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Álvarez Vera Jenny; Arriagada Macaya Claudio; Berger Fett Bernardo; Boric Font Gabriel; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Edwards Silva José Manuel; Espinosa Monardes Marcos; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; García García René Manuel; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Hernando Pérez Marcela; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Melo Contreras Daniel; Monckeberg Bruner Cristián; Morano Cornejo Juan Enrique; Núñez Arancibia Daniel; Ojeda Uribe Sergio; Pacheco Rivas Clemira; Paulsen Kehr Diego; Pérez Lahsen Leopoldo; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Saffirio Espinoza René; Santana Tirachini Alejandro; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto Ferrada Leonardo; Torres Jeldes Víctor; Urízar Muñoz Christian; Vallejo Dowling Camila; Walker Prieto Matías.
-Se abstuvieron los diputados señores:
Espejo Yaksic Sergio; Rincón González Ricardo; Sandoval Plaza David.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- En consecuencia, se declara admisible la indicación y, por tanto, se votará en el momento que corresponda.

El señor BELLOLIO.- Señor Presidente, ¿ahora me puede dar la palabra para plantear una cuestión de Reglamento?

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Sí. Tiene la palabra para referirse a un punto de Reglamento, señor diputado.

El señor BELLOLIO.- Señor Presidente, se ha hecho una costumbre el que algunas comisiones se arroguen la facultad de modificar no solo la ley orgánica constitucional que nos rige, sino, además, por ley simple, las bases fundamentales de nuestra institucionalidad, es decir, nuestra Constitución. ¿Por qué? Porque cada vez que una indicación se declara inadmisible en comisión, dada la mayoría que tiene la Nueva Mayoría, sus miembros revierten la decisión y la declaran admisible, lo cual es completamente contrario al espíritu de nuestra ley orgánica constitucional y de la Constitución. Eso mismo acaba de ocurrir ahora.

Por lo tanto, pido que cuando se reúnan los Comités para determinar la competencia de las comisiones respecto de la declaración de inadmisibilidad de una indicación, también hagan lo propio respecto de la Sala. No es posible que con la simple mayoría se transgreda la Constitución.

En este caso particular, la indicación se aparta de las ideas matrices del proyecto. Así lo determinaron el Ejecutivo y la Comisión de Educación, pese a lo cual ahora se cambia el criterio.

En consecuencia, quiero hacer reserva de constitucionalidad respecto de esta materia.

He dicho.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Se ha tomado debida nota de su petición, señor diputado. Sin embargo, debo aclararle que no obstante que la Mesa declaró inadmisible la indicación, el Reglamento y la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional facultan a los diputados a pedir la reconsideración de dicha declaración.

En consecuencia, por no haber sido objeto de indicaciones, el proyecto queda aprobado además en particular, con la salvedad de los artículos 12 y 15 permanentes, y de los artículos primero, segundo y cuarto transitorios, que fueron objeto de indicaciones de la Comisión de Hacienda, y de la indicación parlamentaria de las diputadas señoras Provoste y Girardi, y del diputado señor Morano, del siguiente tenor: para agregar un nuevo artículo sexto transitorio: “Artículo sexto: para armonizar la coexistencia de los nuevos Centros de Formación Técnica estatales con los Centros de Formación Técnica existentes que pertenecen a universidades estatales, estos últimos se deben transformar en personas jurídicas sin fines de lucro, en un plazo de 2 años desde la entrada en vigencia de esta ley.”.

En votación el resto del articulado.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 100 votos; por la negativa, 1 voto. Hubo 3 abstenciones.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez Vera Jenny; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Barros Montero Ramón; Bellolio Avaria Jaime; Berger Fett Bernardo; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Cornejo González Aldo; De Mussy Hiriart Felipe; Edwards Silva José Manuel; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; Gahona Salazar Sergio; García García René Manuel; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jaramillo Becker Enrique; Jiménez Fuentes Tucapel; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Morales Muñoz Celso; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Bonilla Ignacio; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Votó por la negativa el diputado señor Kast Rist José Antonio.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Coloma Alamos Juan Antonio; Paulsen Kehr Diego; Ulloa Aguillón Jorge.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- En votación el artículo 12, con la modificación propuesta por la Comisión de Hacienda.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 63 votos; por la negativa, 35 votos. Hubo 5 abstenciones.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Andrade Lara Osvaldo; Auth Stewart Pepe; Barros Montero Ramón; Bellolio Avaria Jaime; Berger Fett Bernardo; Browne Urrejola Pedro; Carvajal Ambiado Loreto; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cornejo González Aldo; De Mussy Hiriart Felipe; Edwards Silva José Manuel; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; Gahona Salazar Sergio; García García René Manuel; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Jaramillo Becker Enrique; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Morales Muñoz Celso; Nogueira Fernández Claudia; Núñez Urrutia Paulina; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Paulsen Kehr Diego; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Pilowsky Greene Jaime; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Rincón González Ricardo; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Santana Tirachini Alejandro; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Urrutia Bonilla Ignacio; Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Arriagada Macaya Claudio; Boric Font Gabriel; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Cicardini Milla Daniella; Fernández Allende Maya; Flores Gar-
cía Iván; Fuentes Castillo Iván; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Melo Contreras Daniel; Monckeberg Bruner Cristián; Morano Cornejo Juan Enrique; Núñez Arancibia Daniel; Ojeda Uribe Sergio; Pascal Allende Denise; Poblete Zapata Roberto; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Saffirio Espinoza René; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto Ferrada Leonardo; Torres Jeldes Víctor; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Álvarez Vera Jenny; Coloma Alamos Juan Antonio; Norambuena Farías Iván; Sandoval Plaza David; Ulloa Aguillón Jorge.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- En votación el artículo 15, con la modificación propuesta por la Comisión de Hacienda.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 76 votos; por la negativa, 21 votos. Hubo 4 abstenciones.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Barros Montero Ramón; Bellolio Avaria Jaime; Berger Fett Bernardo; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Carvajal Ambiado Loreto; Ceroni Fuentes Guillermo; Chávez Velásquez Marcelo; De Mussy Hiriart Felipe; Edwards Silva José Manuel; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Flores García Iván; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; Gahona Salazar Sergio; García García René Manuel; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Jaramillo Becker Enrique; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Morales Muñoz Celso; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Paulsen Kehr Diego; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Pilowsky Greene Jaime; Rathgeb Schifferli Jorge; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Bonilla Ignacio; Urrutia Soto Osvaldo; Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Cicardini Milla Daniella; Fernández Allende Maya; Fuentes Castillo Iván; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Melo Contreras Daniel; Morano Cornejo Juan Enrique; Núñez Arancibia Daniel; Pascal Allende Denise; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Saffirio Espinoza René; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Soto Ferrada Leonardo; Vallejo Dowling Camila.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Chahin Valenzuela Fuad; Coloma Alamos Juan Antonio; Torres Jeldes Víctor; Ulloa Aguillón Jorge.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- En votación el artículo primero transitorio, con la modificación propuesta por la Comisión de Hacienda.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 69 votos; por la negativa, 28 votos. Hubo 2 abstenciones.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Andrade Lara Osvaldo; Auth Stewart Pepe; Barros Montero Ramón; Bellolio Avaria Jaime; Berger Fett Bernardo; Browne Urrejola Pedro; Carvajal Ambiado Loreto; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Coloma Alamos Juan Antonio; De Mussy Hiriart Felipe; Edwards Silva José Manuel; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; Gahona Salazar Sergio; García García René Manuel; Gutiérrez Pino Romilio; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Jaramillo Becker Enrique; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Lavín León Joaquín; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Morales Muñoz Celso; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Paulsen Kehr Diego; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Pilowsky Greene Jaime; Rathgeb Schifferli Jorge; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Bonilla Ignacio; Urrutia Soto Osvaldo; Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Arriagada Macaya Claudio; Boric Font Gabriel; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Cicardini Milla Daniella; Cornejo González Aldo; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Melo Contreras Daniel; Morano Cornejo Juan Enrique; Núñez Arancibia Daniel; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Saffirio Espinoza René; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Soto Ferrada Leonardo; Torres Jeldes Víctor; Vallejo Dowling Camila.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Pascal Allende Denise; Ulloa Aguillón Jorge.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- En votación el artículo segundo transitorio, con la modificación propuesta por la Comisión de Hacienda.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 31 votos; por la negativa, 66 votos. Hubo 4 abstenciones.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Rechazado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez Vera Jenny; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Hernando Pérez Marcela; Jaramillo Becker Enrique; Jiménez Fuentes Tucapel; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Arriagada José; Pilowsky Greene Jaime; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Silber Romo Gabriel; Tuma Zedan Joaquín; Urízar Muñoz Christian; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Barros Montero Ramón; Bellolio Avaria Jaime; Berger Fett Bernardo; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Coloma Alamos Juan Antonio; De Mussy Hiriart Felipe; Edwards Silva José Manuel; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; Gahona Salazar Sergio; García García René Manuel; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Kast Rist José Antonio; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Urrutia Paulina; Pacheco Rivas Clemira; Paulsen Kehr Diego; Pérez Lahsen Leopoldo; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rincón González Ricardo; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silva Méndez Ernesto; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Turres Figueroa Marisol; Urrutia Bonilla Ignacio; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Ward Edwards Felipe.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Pascal Allende Denise; Rathgeb Schifferli Jorge; Robles Pantoja Alberto; Ulloa Aguillón Jorge.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- En votación el artículo segundo transitorio, en los términos propuestos por la Comisión de Educación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 95 votos; por la negativa, 2 votos. Hubo 6 abstenciones.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez Vera Jenny; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Barros Montero Ramón; Bellolio Avaria Jaime; Berger Fett Bernardo; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Cornejo González Aldo; De Mussy Hiriart Felipe; Edwards Silva José Manuel; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; Gahona Salazar Sergio; García García René Manuel; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jaramillo Becker Enrique; Jiménez Fuentes Tucapel; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Morales Muñoz Celso; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Paulsen Kehr Diego; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Bonilla Ignacio; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Kast Rist José Antonio; Lorenzini Basso Pablo.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Coloma Alamos Juan Antonio; Espejo Yaksic Sergio; Farcas Guendelman Daniel; Gutiérrez Pino Romilio; Pilowsky Greene Jaime; Vallespín López Patricio.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- En votación el artículo cuarto transitorio, con la modificación propuesta por la Comisión de Hacienda.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 34 votos; por la negativa, 24 votos. Hubo 40 abstenciones.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Rechazado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez Vera Jenny; Andrade Lara Osvaldo; Auth Stewart Pepe; Cariola Oliva Karol; Ceroni Fuentes Guillermo; Cicardini Milla Daniella; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Flores García Iván; García García René Manuel; Hernando Pérez Marcela; Jaramillo Becker Enrique; Jiménez Fuentes Tucapel; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Arriagada José; Pilowsky Greene Jaime; Rincón González Ricardo; Rocafull López Luis; Sabag Villalobos Jorge; Santana Tirachini Alejandro; Silber Romo Gabriel; Tuma Zedan Joaquín; Urízar Muñoz Christian; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Arriagada Macaya Claudio; Barros Montero Ramón; Boric Font Gabriel; Campos Jara Cristián; Carvajal Ambiado Loreto; Chávez Velásquez Marcelo; Fuentes Castillo Iván; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Kast Rist José Antonio; León Ramírez Roberto; Melo Contreras Daniel; Morano Cornejo Juan Enrique; Pascal Allende Denise; Provoste Campillay Yasna; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Saffirio Espinoza René; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Soto Ferrada Leonardo; Torres Jeldes Víctor.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Bellolio Avaria Jaime; Berger Fett Bernardo; Browne Urrejola Pedro; Chahin Valenzuela Fuad; Coloma Alamos Juan Antonio; De Mussy Hiriart Felipe; Edwards Silva José Manuel; Fernández Allende Maya; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; Gahona Salazar Sergio; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Lavín León Joaquín; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Urrutia Paulina; Paulsen Kehr Diego; Pérez Lahsen Leopoldo; Rathgeb Schifferli Jorge; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Sandoval Plaza David; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Trisotti Martínez Renzo; Turres Figueroa Marisol; Urrutia Bonilla Ignacio; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Ward Edwards Felipe.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- En votación el artículo cuarto transitorio, en los términos propuestos por la Comisión de Educación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 62 votos; por la negativa, 5 votos. Hubo 35 abstenciones.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez Vera Jenny; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Cornejo González Aldo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; García García René Manuel; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Hernando Pérez Marcela; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jaramillo Becker Enrique; Jiménez Fuentes Tucapel; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Morano Cornejo Juan Enrique; Núñez Arancibia Daniel; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Santana Tirachini Alejandro; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto Ferrada Leonardo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Urízar Muñoz Christian; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Walker Prieto Matías.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Auth Stewart Pepe; Kast Rist José Antonio; Lorenzini Basso Pablo; Pérez Lahsen Leopoldo; Venegas Cárdenas Mario.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Barros Montero Ramón; Bellolio Avaria Jaime; Berger Fett Bernardo; Coloma Alamos Juan Antonio; De Mussy Hiriart Felipe; Edwards Silva José Manuel; Espejo Yaksic Sergio; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Gahona Salazar Sergio; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Lavín León Joaquín; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Urrutia Paulina; Paulsen Kehr Diego; Pilowsky Greene Jaime; Sabat Fernández Marcela; Sandoval Plaza David; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Trisotti Martínez Renzo; Turres Figueroa Marisol; Urrutia Bonilla Ignacio; Urrutia Soto Osvaldo; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Ward Edwards Felipe.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- En votación la indicación de las diputadas señoras Provoste y Girardi, y del diputado señor Morano, que propone agregar un nuevo artículo sexto transitorio.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 50 votos; por la negativa, 43 votos. Hubo 5 abstenciones.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Aprobada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Arriagada Macaya Claudio; Boric Font Gabriel; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Cornejo González Aldo; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Hernando Pérez Marcela; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Melo Contreras Daniel; Morano Cornejo Juan Enrique; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pérez Lahsen Leopoldo; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Rathgeb Schifferli Jorge; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Santana Tirachini Alejandro; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto Ferrada Leonardo; Torres Jeldes Víctor; Urízar Muñoz Christian; Vallejo Dowling Camila.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Álvarez Vera Jenny; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Andrade Lara Osvaldo; Barros Montero Ramón; Bellolio Avaria Jaime; Berger Fett Bernardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Coloma Alamos Juan Antonio; De Mussy Hiriart Felipe; Edwards Silva José Manuel; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Gahona Salazar Sergio; García García René Manuel; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Jaramillo Becker Enrique; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Lavín León Joaquín; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Arriagada José; Sandoval Plaza David; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Urrutia Bonilla Ignacio; Urrutia Soto Osvaldo; Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Venegas Cárdenas Mario; Ward Edwards Felipe.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Auth Stewart Pepe; Farcas Guendelman Daniel; Paulsen Kehr Diego; Rincón González Ricardo; Walker Prieto Matías.

El señor BELLOLIO.- Señor Presidente, pido la palabra.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Tiene la palabra, señor diputado.

El señor BELLOLIO.- Señor Presidente, reitero que hago expresa reserva de constitucionalidad respecto de la indicación recién votada, por exceder las ideas matrices y fundamentales del proyecto.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- La Mesa ha tomado nota de su petición, señor diputado.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Despachado el proyecto.
VI. PROYECTOS DE ACUERDO Y DE RESOLUCIÓN

ELIMINACIÓN DE CATEGORÍA DE “SECRETA” A LEYES SECRETAS O
RESERVADAS DICTADAS ENTRE 1973 Y 1990 Y A LEYES RESERVADAS
PROMULGADAS CON POSTERIORIDAD A DICHO PERÍODO (Preferencia)

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Hago presente que, de conformidad a los acuerdos de los Comités adoptados en la sesión de ayer, se votará con preferencia y sin discusión el proyecto de resolución N° 347.

El señor Prosecretario dará lectura a su parte dispositiva.

El señor ROJAS (Prosecretario).- Proyecto de resolución N° 347, de las diputadas señora Marcela Hernando y señoritas Karol Cariola y Daniella Cicardini, y de los diputados señores José Pérez, Ricardo Rincón, Pepe Auth, Iván Flores, Marcos Espinosa, Carlos Abel Jarpa y Joaquín Lavín, que en su parte dispositiva señala:

La Cámara de Diputados acuerda:

Solicitar a su excelencia la Presidenta de la República que modifique todos los cuerpos normativos denominados “leyes secretas” dictados entre los años 1973 y 1990 con el fin de quitarles esa potestad legal. Así también, que elimine la categoría de “secreta” a todas las leyes reservadas que hayan sido promulgadas en el período en cuestión y en años posteriores.

El señor SAFFIRIO.- Señor Presidente, pido la palabra para plantear un punto de Reglamento.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Tiene la palabra, señor diputado. 

El señor SAFFIRIO.- Señor Presidente, entiendo que este proyecto de resolución se refiere a las leyes secretas. Es decir, el concepto incluye el mecanismo a través del cual la dictadura legisló, que fueron decretos leyes. En otras palabras, el término no solo se refiere a la ley en su acepción restringida, sino que a toda norma jurídica secreta dictada durante la dictadura.

Un señor DIPUTADO.- Así es. Muy bien, diputado. 

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Diputado señor Saffirio, así debería entenderse, porque ese era el procedimiento en aquel tiempo. 

Por lo tanto, eso es lo que votaremos.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto de resolución en los siguientes términos:

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Corresponde votar el proyecto de resolución Nº 347.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 65 votos; por la negativa, 23 votos. Hubo 11 abstenciones. 

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez Vera Jenny; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Cornejo González Aldo; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Hernando Pérez Marcela; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jaramillo Becker Enrique; Jiménez Fuentes Tucapel; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Morano Cornejo Juan Enrique; Núñez Arancibia Daniel; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto Ferrada Leonardo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Urízar Muñoz Christian; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Coloma Alamos Juan Antonio; Edwards Silva José Manuel; García García René Manuel; Hasbún Selume Gustavo; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Urrutia Paulina; Paulsen Kehr Diego; Pérez Lahsen Leopoldo; Sandoval Plaza David; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Trisotti Martínez Renzo; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Urrutia Soto Osvaldo; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Ward Edwards Felipe.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Barros Montero Ramón; Bellolio Avaria Jaime; De Mussy Hiriart Felipe; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; Gahona Salazar Sergio; Gutiérrez Pino Romilio; Hernández Hernández Javier; Lavín León Joaquín; Morales Muñoz Celso; Rathgeb Schifferli Jorge.

AMPLIACIÓN DE PLAZO DE LEY N° 20.742 PARA CONDONACIÓN, POR
PARTE DE MUNICIPIOS, DE MULTAS E INTERESES DE DEUDAS POR
DERECHOS DE ASEO

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- El señor Prosecretario dará lectura a la parte dispositiva del proyecto de resolución N° 276.

El señor ROJAS (Prosecretario).- Proyecto de resolución N° 276, suscrito por los diputados señores Germán Verdugo, Bernardo Berger, Jorge Rathgeb, Leopoldo Pérez, Germán Becker, Diego Paulsen, Alejandro Santana, Sergio Gahona, Ramón Barros y Pedro Pablo Álvarez-Salamanca, en cuya parte dispositiva señala:

La Cámara de Diputados acuerda:

Solicitar a su excelencia la Presidenta de la República el envío al Congreso Nacional de un proyecto de ley que amplíe el plazo para que los municipios condonen deudas por concepto de multas e intereses correspondientes a derechos de aseo, conforme lo establece el artículo 11 de la ley N° 20.742.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Para apoyar el proyecto de resolución, tiene la palabra el diputado señor Víctor Torres. 

El señor TORRES.- Señor Presidente, respaldo lo que plantea el fondo del proyecto de resolución. Solo discrepo de lo que solicita, pues hay dos mociones en tabla referidas a 
deudas por concepto de derechos de aseo, que les entregan a los municipios la facultad de que trata este proyecto. Durante la legislatura pasada, el gobierno anterior incorporó dicha facultad, con un plazo determinado, en la ley N° 20.742.

En definitiva, solicito que se fusionen ambos proyectos y que el Ejecutivo presente una indicación sustitutiva al efecto. 

Creo que no debemos autoinhibirnos respecto de nuestra labor legislativa y, por tanto, de nuestra facultad de presentar iniciativas. Si bien no se puede modificar el proyecto de resolución, sugiero, a lo menos, que por esta misma vía se le informe al Ejecutivo de la existencia de dichas mociones, que pasaron el trámite de admisibilidad.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Ofrezco la palabra a algún diputado que quiera apoyar el proyecto de resolución.

Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra para impugnarlo. 

Tiene la palabra el diputado señor Claudio Arriagada.

El señor ARRIAGADA.- Señor Presidente, este Parlamento ha aprobado 17 proyectos de ley que interfieren fuertemente en las finanzas municipales. Ninguna de esas leyes promulgadas las ha beneficiado realmente. Solo la ley que aumenta a 65 por ciento el aporte por impuesto territorial de los municipios más ricos -Las Condes, Providencia y Vitacura- ha contribuido efectivamente a aumentar las arcas municipales.

Seis años después de la entrada en vigencia de esa norma, por primera vez hubo un aporte del Tesoro Público al Fondo Común Municipal; los años anteriores este correspondía a lo que los municipios recaudaban. Esos 17 proyectos de ley aprobados en el Congreso Nacional han menoscabado el presupuesto municipal.

La esencia de la Ley de Rentas Municipales es la recaudación. Por supuesto, los colegas autores de este proyecto tienen razón, porque apuntan tal vez a la necesidad de mucha gente de quedar exenta de pagar la recolección de la basura domiciliaria, servicio que ha mejorado y que en la mayoría de las comunas se realiza tres veces a la semana, pero que un porcentaje de la población costea con esfuerzo. Al respecto, la ciudadanía se siente burlada cada vez que el Poder Legislativo aprueba perdonazos y no promueve la cultura de pagar los servicios y de identificar bien a quien no debería cobrárseles. Pero en este tipo de perdonazos se ampara a todo el mundo. 

Además, esto ya prescribió, porque la facultad de que trata la ley finalizó en abril, y estamos en mayo. 

En consecuencia, necesitamos discutir sobre las finanzas municipales. Por eso es necesaria una nueva Constitución: porque en ella debe quedar establecido que el Congreso Nacional no puede aprobar normas sin el debido financiamiento. Porque ¿quién asume el costo de aquello que los vecinos, a veces por falta de cultura, dejan de pagar? Los vecinos más pobres pagan la luz, el agua, el teléfono, el gas, porque, si no, les cortan los servicios. Y respecto de un servicio como la recolección y disposición de la basura estamos proponiendo ampliar el plazo para que se hagan condonaciones de multas e intereses, estamos extendiendo en un año más la posibilidad de que los municipios se vean obligados a convenir con quienes no pagan.

El último proyecto de ley aberrante que este Parlamento despachó fue el de los 15.000 millones de pesos para solucionar el conflicto entre dos corporaciones: una, de derecho público, y los empresarios que tenían conflictos laborales con sus trabajadores. Aún hay municipios que no han terminado de pagar la cuota de 2014. La Subdere ya entregó la plata el 2015. A la municipalidad de Las Condes el aporte de 2015 le significó 400.000.000 de pesos, en circunstancias de que no tenía conflictos con los trabajadores de la basura. Además, quedaron excluidos de la ley los trabajadores de alrededor de nueve municipios. Así lo señalé cuando voté en contra ese proyecto tan aberrante, porque se trataba de un conflicto entre privados y trabajadores en el que el Estado puso plata, y este año la sigue poniendo. Hay municipalidades que aún no han traspasado los respectivos dineros -el aporte excepcional aprobado por el Congreso Nacional- a las empresas que sí tenían conflictos.

Por lo expuesto, llamo a los colegas a votar en contra este proyecto y a pedirle al Ejecutivo que de una vez por todas discutamos en serio sobre financiamiento municipal, porque mientras la municipalidad de Las Condes dispone de 166.000 millones de pesos anuales para su gestión, el municipio de Lo Espejo solo cuenta con 6.000 millones. Por lo tanto, leyes como la señalada atentan contra los derechos de los más pobres.

He dicho.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Tiene la palabra, por cincuenta y cinco segundos, el diputado señor Pepe Auth.

El señor AUTH.- Señor Presidente, solo quiero decir que, en lugar de ampliar el plazo en discusión, porque ya no es posible prorrogarlo, lo que hay que hacer es activar el trámite de dos proyectos de ley. Soy autor de uno de ellos: el que establece la facultad a las municipalidades para condonar y renegociar deudas por derechos de aseo domiciliario de manera permanente. 

Desde el punto de vista financiero, esta medida ha sido extremadamente positiva para los municipios de Maipú, Estación Central y Cerrillos. Se trata de un dinero incobrable, y lo que ha ingresado a las arcas municipales gracias a la posibilidad de condonar multas e intereses por derechos de aseo domiciliario no estaba contemplado.

He dicho.
-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto de resolución en los siguientes términos:

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Corresponde votar el proyecto de resolución N° 276.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 74 votos; por la negativa, 14 votos. Hubo 10 abstenciones.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Auth Stewart Pepe; Barros Montero Ramón; Bellolio Avaria Jaime; Berger Fett Bernardo; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Coloma Alamos Juan Antonio; Cornejo González Aldo; De Mussy Hiriart Felipe; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; Gahona Salazar Sergio; García García René Manuel; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Pino Romilio; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Kast Rist José Antonio; Lavín León Joaquín; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Paulsen Kehr Diego; Pérez Lahsen Leopoldo; Pilowsky Greene Jaime; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Urrutia Soto Osvaldo; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Carmona Soto Lautaro; Gutiérrez Gálvez Hugo; Jaramillo Becker Enrique; Lemus Aracena Luis; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Pacheco Rivas Clemira; Pérez Arriagada José; Poblete Zapata Roberto; Rocafull López Luis; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Vallespín López Patricio.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Cariola Oliva Karol; Fernández Allende Maya; Hasbún Selume Gustavo; Melo Contreras Daniel; Morano Cornejo Juan Enrique; Núñez Arancibia Daniel; Saldívar Auger Raúl; Soto Ferrada Leonardo; Urízar Muñoz Christian; Vallejo Dowling Camila.

CREACIÓN DE SUBSIDIO PARA RENOVACIÓN DE EMBARCACIONES
DE PESCADORES ARTESANALES

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la parte dispositiva del siguiente proyecto de resolución.

El señor ROJAS (Prosecretario).- Proyecto de resolución Nº 277, de la diputada señora Marcela Hernando y de los diputados señores Felipe Letelier, Fernando Meza, Iván Fuentes, Bernardo Berger, Sergio Ojeda, Iván Flores, Luis Rocafull, Cristián Campos y Sergio Gahona, en cuya parte resolutiva señala:

La Cámara de Diputados acuerda:

Solicitar a su excelencia la Presidenta de la República que, en virtud de sus facultades constitucionales legislativas envíe al Congreso Nacional una iniciativa de ley con el objeto de establecer un subsidio para que los pescadores artesanales renueven sus embarcaciones, mecanismo que deberá ser regularizado y canalizado a través de los gobiernos regionales.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Para hablar a favor del proyecto, tiene la palabra la diputada señora Marcela Hernando.

La señora HERNANDO (doña Marcela).- Señor Presidente, el terremoto y el posterior tsunami del 27 de febrero de 2010 destruyeron aproximadamente 700 kilómetros del litoral, entre San Antonio y Valdivia. Esto provocó que muchas comunidades de pescadores y de recolectores de pequeña escala, tales como algueros y mariscadores, sufrieran la pérdida de sus herramientas de trabajo, es decir, de las embarcaciones artesanales que fueron destruidas por la fuerza de la naturaleza.

Nuestra legislación define la pesca artesanal como la actividad pesquera extractiva realizada por personas naturales en forma personal, directa y habitual, y en el caso de las áreas de manejo, por personas jurídicas compuestas exclusivamente por pescadores artesanales, inscritos como tales. 

Son casi 90.000 los pescadores artesanales que subsisten de los productos del mar que a diario recolectan en las 105 comunas costeras de nuestro país. Esas familias chilenas necesariamente deben utilizar embarcaciones artesanales, definidas como aquellas con una eslora máxima de 18 metros y de hasta 50 toneladas de registro grueso para tal propósito. Estas naves son operadas por un armador artesanal, e identificadas e inscritas como tales en el Registro Nacional de Pescadores Artesanales o Registro Pesquero Artesanal, que debe llevar el Servicio Nacional de Pesca. A este aparato estatal le corresponde catastrar en una nómina a los pescadores y las embarcaciones habilitadas para realizar las actividades de pesca artesanal. Para los efectos de la ley, este se lleva por regiones, provincias, comunas y localidades, y por categorías de pescadores y pesquerías.

Según los registros del Servicio Nacional de Pesca, a diciembre de 2013 existían 12.662 embarcaciones inscritas en la pesca artesanal a nivel nacional, de las cuales 12.428 son personas naturales.

El artículo 55, letra a), de la Ley General de Pesca y Acuicultura establece la caducidad de la inscripción de las embarcaciones en el registro artesanal si el pescador artesanal o su embarcación no realizan actividades pesqueras extractivas por tres años sucesivos, salvo caso fortuito o fuerza mayor debidamente acreditados.

En virtud de ello, en 2014 el Sernapesca eliminó ochocientas naves costeras de nuestras comunas. 

La renovación de embarcaciones es una necesidad que se visibiliza aún más con las últimas emergencias ocurridas en el país, que han dejado inoperante un número elevado de embarcaciones artesanales. Hoy se les pide seguro de vida obligatorio, uso de GPS, entre otros aspectos, lo que encarece la actividad de la pesca artesanal. 

Por ello, insto a la Presidenta de la República que establezca un subsidio para que los pescadores artesanales renueven sus embarcaciones, lo cual deberá ser regularizado y canalizado a través de los gobiernos regionales.

He dicho.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Tiene la palabra el diputado señor Felipe Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, solo quiero agregar que en la sociedad chilena está instalada la idea de que tenemos una tremenda deuda con los pescadores artesanales, sobre todo a partir de la última ley sobre la materia. 

Además, es obvio que hay que poner la mirada en los pequeños pescadores artesanales. 

Por lo tanto, le pedimos a la honorable Sala que respalde este proyecto de resolución a fin de que la Presidenta de la República disponga la creación del subsidio que a través de él se pide y, por ende, los recursos necesarios para ello.

He dicho.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- ofrezco palabra para impugnar el proyecto de resolución.

Ofrezco la palabra.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto de resolución en los siguientes términos:

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Corresponde votar el proyecto de resolución N° 277.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 101 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez Vera Jenny; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Barros Montero Ramón; Bellolio Avaria Jaime; Berger Fett Bernardo; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Coloma Alamos Juan Antonio; Cornejo González Aldo; De Mussy Hiriart Felipe; Edwards Silva José Manuel; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; Gahona Salazar Sergio; García García René Manuel; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jaramillo Becker Enrique; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Morales Muñoz Celso; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Paulsen Kehr Diego; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Bonilla Ignacio; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 14.48 horas.

GUILLERMO CUMMING DÍAZ,

Jefe suplente de la Redacción de Sesiones.
VII. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1. Oficio de S.E. la Presidenta de la República. (boletín N° 9790-06)

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto retirar la urgencia para el despacho del proyecto de Fortalecimiento y transparencia de la democracia. (boletín 
N° 9790-06)


Al mismo tiempo, y en uso de la facultad que me confiere el artículo 74 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, para el proyecto antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; XIMENA RINCÓN GONZÁLEZ, Ministra Secretaria General de la Presidencia”.
2. Oficio de S.E. la Presidenta de la República. (boletín N° 10024-10)

“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 74 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley que aprueba el Protocolo Complementario al Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre la República de Chile y la República Argentina sobre la Constitución de la Entidad Binacional para el Proyecto Túnel Internacional Paso Las Leñas, suscrito entre las mismas Partes, en Santiago, Chile, el 6 de enero de 2015. (boletín N° 10024-10)


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; XIMENA RINCÓN GONZÁLEZ, Ministra Secretaria General de la Presidencia”.
3. Oficio de S.E. la Presidenta de la República. (boletín N° 10025-10)

“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 74 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley que aprueba el II Protocolo Complementario al Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre la República de Chile y la República Argentina Relativo a la Entidad Binacional para el Proyecto Túnel de Baja Altura-Ferrocarril Trasandino Central, suscrito entre las mismas Partes en Santiago, Chile, el 23 de diciembre de 2014. (boletín N° 10025-2-10)


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; XIMENA RINCÓN GONZÁLEZ, Ministra Secretaria General de la Presidencia”.
4. Oficio de S.E. la Presidenta de la República. (boletín N° 10026-10)

“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 74 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley que aprueba el II Protocolo Complementario al Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre la República de Chile y la República Argentina Relativo al Proyecto Túnel Internacional Paso de Agua Negra, suscrito entre las mismas Partes en Santiago, Chile, el 23 de diciembre de 2014. (boletín N° 10026-10)

Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; XIMENA RINCÓN GONZÁLEZ, Ministra Secretaria General de la Presidencia”.
5. Oficio del Senado. (boletín N° 9898-05)

“Valparaíso, 5 de mayo de 2015.


Tengo a honra comunicar a Vuestra Excelencia que el Senado ha dado su aprobación al proyecto de ley, de esa Honorable Cámara, que fortalece al Servicio de Impuestos Internos para implementar la reforma tributaria, correspondiente al Boletín Nº 9898-05, con las siguientes enmiendas:

Artículo 1°

Inciso tercero

Ha incorporado, a continuación de la palabra “respectiva”, la siguiente frase final: “, salvo que existan vacantes de grados superiores a éste que no hubieren podido proveerse mediante promociones”. 

Inciso cuarto


Lo ha reemplazado por el siguiente:


“El Director Nacional del Servicio de Impuestos internos publicará las bases del concurso en el sitio web institucional dentro de los dos días siguientes a la resolución que llame a concurso. Entre el vencimiento del plazo antes señalado y la fecha de cierre de presentación de antecedentes no podrá mediar un lapso inferior a ocho días. Lo anterior, sin perjuicio de las demás medidas de difusión que estime conveniente adoptar.”.

Artículo 2°

Inciso primero

Ha intercalado, después de la palabra “técnicos”, la frase “del Servicio de Impuestos Internos,”. 

Inciso segundo


Ha reemplazado la frase “, gozando de preferencia respecto de los funcionarios de ésta, cuando reúnan los requisitos para ocupar el cargo”, por la siguiente: “cuando reúnan los requisitos para ocupar el cargo, posean 6 años o más de antigüedad en el tope del escalafón”.

Artículo 3°

Inciso primero

Letra a)

Ha sustituido la referencia “en el artículo 1°” por “en el inciso primero del artículo 1°”.

Letra b)


Ha incorporado la siguiente oración final: “Además, los funcionarios a contrata deberán reunir los requisitos señalados en el inciso primero del artículo 1° de la presente ley.”.

Inciso segundo


-Ha reemplazado la mención a “la letra a)” por otra a “las letras a) y b)”.


-Ha agregado la siguiente oración final: “La institución los determinará previamente y establecerá la forma en que ellos serán ponderados, lo que deberá ser informado a los funcionarios en el llamado a concurso, el que deberá publicarse, a lo menos, en la página web de la institución.”.

-o-


Ha incorporado el siguiente inciso tercero, nuevo: 


“En los concursos internos a que se refiere el inciso primero de este artículo se aplicará lo dispuesto en el artículo 21 del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, promulgado el año 2004 y publicado el año 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo. La provisión de los cargos vacantes se efectuará en cada grado en orden decreciente conforme al puntaje obtenido por los postulantes. En caso de producirse empate, los funcionarios serán designados conforme al resultado de la última calificación obtenida y, en el evento de mantenerse esta igualdad, decidirá el Director Nacional.”.

-o-

Inciso tercero


Ha pasado a ser inciso cuarto, reemplazándose la frase “del decreto con fuerza de ley 
N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda,” por la siguiente: “del citado decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, promulgado el año 2004 y publicado el año 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo,”.

Artículo 4°

Inciso primero

-Ha intercalado, después de la palabra “convocarán”, la preposición “a”.


-Ha sustituido la conjunción disyuntiva “u”, por la expresión “y en”.


-Ha reemplazado la frase “, el plazo para la postulación y la forma en que deberán acreditarse los requisitos”, por “y el plazo para la postulación”.

-o-


Ha contemplado como inciso segundo, nuevo, el que sigue: 


“El llamado a concurso se dispondrá mediante una resolución del Director Nacional del Servicio de Impuestos Internos y deberá contener, a lo menos, lo señalado en el inciso anterior. Dicha resolución deberá difundirse dentro de los dos días siguientes a su expedición. Entre el vencimiento del plazo fijado anteriormente y la fecha de cierre de presentación de antecedentes no podrá mediar un lapso inferior a ocho días.”.

-o-

Inciso segundo


Ha pasado a ser inciso tercero, agregándose a continuación del término “transparencia”, la expresión “, no discriminación”, y luego de la palabra “materias”, la locución “y sus modificaciones”.

Artículo 5°

Numeral 2)

Ha sustituido, en el texto que propone su letra f), la frase “y el bono de escolaridad”, por la siguiente: “, el bono de escolaridad y otros bonos que se concedan por una sola vez”.

Numeral 5)


Ha sustituido la letra a), por la siguiente:


“a) Modifícase su inciso primero en los siguientes términos:


i) Reemplázase la expresión “en su parte variable”, las dos veces que aparece, por la frase “en su parte asociada a la gestión tributaria”.


ii) Sustitúyese la frase “período inmediatamente anterior al año de vigencia del respectivo decreto de Hacienda que fija el porcentaje de cumplimiento del programa”, por la siguiente: “año anterior al del pago”.”.

Numeral 6)


Lo ha reemplazado por otro del siguiente tenor:


“6) Agréganse, en el artículo 7°, los siguientes incisos sexto, séptimo y octavo:


“El Director Nacional del Servicio de Impuestos Internos, mediante resolución exenta, establecerá el número máximo de funcionarios que podrá percibir la asignación conforme a lo dispuesto en este artículo y las demás normas necesarias para su otorgamiento.


Durante el período en que los funcionarios perciban la asignación a que se refiere este artículo tendrán la calidad de jefe directo para todos los efectos legales, en especial, para los previstos en el Párrafo 4° del Título II del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, promulgado el año 2004 y publicado el año 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.


La dictación y modificación de la resolución mencionada en el inciso sexto deberán considerar mecanismos de consulta e información a las asociaciones de funcionarios.”.”.

Artículo 6°

Numeral 1)

Ha reemplazado, en el inciso segundo del artículo 1° que propone, la expresión “y el bono de escolaridad”, por la frase “, el bono de escolaridad y otros bonos que se concedan por una sola vez”. 

Numeral 3)

-o-


Ha contemplado, en el artículo 3° que contiene, el siguiente inciso final, nuevo: 


“El Servicio de Impuestos Internos deberá generar canales que permitan la participación de los funcionarios en el proceso de diseño y aplicación del instrumento de evaluación. Para estos efectos deberán establecerse a través de la Subsecretaría de Hacienda, las instancias de carácter consultivo e informativo que permitan recoger comentarios, sugerencias y alcances que formulen los funcionarios, por intermedio de sus asociaciones, si las hubiera, o del delegado del personal, en su caso.”.

-o-

Numeral 4)


Ha sustituido la letra b), por la que se transcribe a continuación:


“b) Agréganse los siguientes incisos tercero y cuarto:


“Durante el período en que los funcionarios a contrata perciban la asignación del artículo 7° de la ley N° 19.646 tendrán la calidad de jefe directo para todos los efectos legales, en especial, para los previstos en el Párrafo 4° del Título II del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, promulgado el año 2004 y publicado el año 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.


Mediante resolución fundada del Director del Servicio de Impuestos Internos, se podrá establecer el orden de subrogación legal de los cargos de jefatura, titulares o suplentes, de los funcionarios a contrata a que se refiere el inciso anterior.”.”.

Disposiciones transitorias

Artículo primero

Inciso primero

Lo ha modificado como sigue:

Encabezamiento


Ha intercalado, a continuación de la expresión “establezca,”, la frase “dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la presente ley,”.

Numerales 4) y 5)


Los ha sustituido por los siguientes:


“4) Establecer el número de cargos que se proveerán de conformidad a las normas de encasillamiento. También señalará los cargos que se proveerán de acuerdo al artículo tercero transitorio de esta ley, así como el cronograma en que se llevará a efecto.


5) Además, podrá establecer normas de encasillamiento complementarias a las dispuestas en el artículo segundo transitorio de la presente ley.”.

Inciso final


Ha incorporado, a continuación de la palabra “encasillamiento”, el siguiente texto: 
“y los concursos internos a que hace referencia el artículo tercero transitorio. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley a que se refiere este artículo, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes”.

-o-

Ha consultado como artículos segundo y tercero, transitorios, nuevos, los que siguen: 


“Artículo segundo.- El encasillamiento del personal del Servicio de Impuestos Internos, de las plantas de directivos de carrera, profesionales, fiscalizadores, técnicos, administrativos y auxiliares se sujetará a las normas siguientes: 


a) Los funcionarios de las plantas antes señaladas se encasillarán en cargos de igual grado al que tenían a la fecha del encasillamiento, manteniendo el orden del escalafón de mérito. Si en las nuevas plantas no existieren los grados que tenían los funcionarios, por haber variado los grados de ingreso a ellas, éstos se encasillarán en el último grado que se consulte en la nueva planta. 


Los funcionarios del Servicio de Impuestos Internos que, a la fecha de publicación del o de los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo anterior, sean titulares de cargos de jefatura de grado 9° de la planta de directivos de carrera, serán encasillados en cargos grado 9° de la planta de fiscalizadores. 


b) Una vez practicado el mecanismo anterior, los cargos que queden vacantes se proveerán previo concurso interno de antecedentes, en el que podrán participar funcionarios de la respectiva planta que se encuentren calificados en lista N° 1, de Distinción, o lista N° 2, Buena, y los funcionarios a contrata asimilados a la respectiva planta, que reúnan los requisitos de calificación antes señalados durante, a lo menos, los dos años previos al encasillamiento. 


c) En la convocatoria de los concursos, deberán considerarse, a lo menos, los siguientes factores: experiencia calificada y evaluación de desempeño. La institución los determinará previamente y establecerá la forma en que ellos serán ponderados, lo que deberá ser informado a los funcionarios en el llamado a concurso, el que deberá publicarse, a lo menos, en la página web de la institución.


Para efectos del concurso, se aplicará lo dispuesto en el artículo 55 del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, promulgado el año 2004 y publicado el año 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.


d) La provisión de los cargos vacantes de las plantas de profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares se efectuará en orden decreciente de acuerdo al puntaje obtenido por los postulantes. 


La provisión de los cargos vacantes de la planta de directivos de carrera y fiscalizadores se efectuará de conformidad a lo dispuesto en la letra e) del artículo 15 del citado decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, promulgado el año 2004 y publicado el año 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo. 


Los funcionarios a contrata asimilados a las plantas de administrativos y auxiliares podrán encasillarse como máximo hasta el mismo grado al cual se encuentren asimilados en la planta respectiva.


e) En caso de producirse empate, los funcionarios serán designados conforme al resultado de la última calificación obtenida y, en el evento de mantenerse esta igualdad, decidirá el Director Nacional del Servicio de Impuestos Internos. 


f) En lo no previsto en las letras anteriores, estos concursos se regularán, en lo que sea pertinente, por las normas del Párrafo 1° del Título II del mencionado decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, promulgado el año 2004 y publicado el año 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.


Artículo tercero.- Una vez finalizado el proceso de encasillamiento en las plantas de profesionales, fiscalizadores y técnicos a que se refiere el artículo anterior, la provisión de los cargos que señale el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio, se efectuará mediante concursos internos, los que se regirán por lo dispuesto en las letras b), c), d), e) y f) del artículo anterior. Las vacantes que se generen producto de la provisión de los cargos antes señalados se sujetarán igualmente a dichas normas.”.

-o-
Artículo segundo


Ha pasado a ser artículo cuarto, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero


Ha reemplazado la expresión “tengan más de diez años” por “tengan diez o más años”.

Inciso segundo


-Ha sustituido la locución “tengan más de diez años” por “tengan diez o más años”. 


-Ha eliminado la frase “, siempre que cumplan los demás requisitos establecidos en dicho artículo”. 

-o-

Ha incorporado el siguiente inciso final, nuevo: 


“El presente artículo comenzará a regir a contar del primer día del mes subsiguiente a la fecha de publicación de esta ley.”.

-o-
Artículo tercero


Ha pasado a ser artículo quinto, sin enmiendas.

-o-

Hago presente a Vuestra Excelencia que este proyecto de ley fue aprobado, en general, con el voto favorable de 30 Senadores, de un total de 36 Senadores en ejercicio.


En particular, el artículo 1°, el inciso segundo del artículo 2°, el artículo 3° y el artículo segundo transitorio del proyecto de ley despachado por el Senado también fueron aprobados con el voto a favor de 30 Senadores, de un total de 36 Senadores en ejercicio, dándose así cumplimiento a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Lo que comunico a Vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 11.765, de 18 de marzo de 2015.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a Vuestra Excelencia.


(Fdo.): ANDRÉS ZALDÍVAR LARRAÍN, Presidente (A) del Senado; MARIO LABBÉ ARANEDA, Secretario General del Senado”.
6. Oficio del Senado. (boletín N° 9618-01)

“Valparaíso, 5 de mayo de 2015.


Tengo a honra comunicar a Vuestra Excelencia que el Senado ha aprobado, en los mismos términos en que lo hizo esa Honorable Cámara, el proyecto de ley que modifica la ley 
N° 20.089, con el objeto de permitir a los pequeños agricultores ecológicos con sistemas propios y alternativos de certificación que comercialicen sus productos orgánicos en cualquier punto de venta, correspondiente al Boletín N° 9.618-01.


Lo que comunico a Vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 11.782, de 31 de marzo de 2015.


Devuelvo los antecedentes respectivos.


Dios guarde a Vuestra Excelencia.


(Fdo.): ANDRÉS ZALDÍVAR LARRAÍN, Presidente (A) del Senado; MARIO LABBÉ ARANEDA, Secretario General del Senado”.

7. Informe de la Comisión de Hacienda sobre el Proyecto de Acuerdo que
aprueba el Convenio entre la República de Chile y la República de Austria para evitar la doble imposición y para prevenir la evasión fiscal con relación a los impuestos a la renta y al patrimonio, y su protocolo, suscritos en Santiago,
el 6 de diciembre de 2012. (boletín Nº 9949-10)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Hacienda informa el proyecto de ley mencionado en el epígrafe, en cumplimiento del inciso segundo del artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, y conforme a lo dispuesto en el inciso segundo del  artículo 226 del Reglamento de la Corporación.

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS


1.- Origen y urgencia


La iniciativa tuvo su origen en la Cámara de Diputados, mediante Mensaje, con urgencia simple.


2.- Artículos que la Comisión Técnica dispuso que fueran conocidas por ésta.


La Comisión de Relaciones Exteriores  dispuso en su informe que esta Comisión tomara conocimiento del proyecto de acuerdo aprobatorio del Convenio respectivo. Por tratarse de un tratado internacional la votación incidirá en aprobar o rechazar el proyecto de acuerdo respectivo.


3.- Disposiciones o indicaciones rechazadas


No hay


4.- Modificaciones introducidas al texto aprobado por la Comisión Técnica y calificación de normas incorporadas


No hay


5.- Disposiciones que no fueron aprobadas por unanimidad


No hay



6.- Se designó Diputado Informante al señor  Patricio Melero.


Asistieron a la Comisión, durante el estudio del proyecto, las siguientes personas:


MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES


-Sra. Gigliola Di Giammarino, Asesora del Departamento Europa, de la  Direcon.


DIRECCIÓN DE ASUNTOS PARLAMENTARIOS


-Sr. Gonzalo Fernández, Consejero.


-Sr. Mariano Fontecilla, Embajador.


MINISTERIO DE HACIENDA


-Javier Alarcón, abogado de política tributaria, del ministerio de Hacienda.


SERVICIO DE IMPUESTOS INTERNOS


-Sr. Néstor Venegas, abogado del Departamento de Normas Internacionales del SII.


-Sr. Patricio Barahona Valenzuela, funcionario del Departamento de Normas Internacionales del SII.


La Comisión de Relaciones Exteriores  dispuso en su informe que esta Comisión tomara conocimiento del proyecto de acuerdo aprobatorio del Convenio respectivo.


La idea matriz o fundamental de este Proyecto de Acuerdo: es aprobar el “Convenio entre la República de Chile y la República de Austria para Evitar la Doble Imposición y para Prevenir la Evasión Fiscal con relación a los Impuestos a la Renta y al Patrimonio, y su Protocolo, suscritos en Santiago, el 6 de diciembre de 2012.


El Mensaje, informa que el Convenio es similar a los instrumentos suscritos con países tales como Australia, Bélgica, Brasil, Canadá, Colombia, Corea, entre otros.

Indica que todos ellos, se basan en el modelo elaborado por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE); con adaptaciones a la propia legislación y política impositiva.


Los objetivos perseguidos por el presente Convenio, son los siguientes:


1) Evitar la doble imposición internacional a la que estén afectos los contribuyentes que desarrollan actividades transnacionales entre los Estados Contratantes.


2) Asignar los respectivos derechos de imposición entre los Estados Contratantes.


3) Otorgar estabilidad y certeza a dichos contribuyentes, respecto de su carga tributaria total y de la interpretación y aplicación de la legislación que les afecta.


4) Establecer mecanismos que ayuden a prevenir la evasión fiscal por medio de la cooperación entre las administraciones tributarias de ambos Estados Contratantes.


5) Proteger a los nacionales de un Estado Contratante, que invierten en el otro Estado Contratante o desarrollen actividades en él, de discriminaciones tributarias.


6) Establecer, mediante un procedimiento de acuerdo mutuo, la posibilidad de resolver las disputas tributarias que se produzcan en la aplicación de las disposiciones del Convenio.


Sostiene que las incidencias de estos instrumentos son muy importantes para la economía nacional: permiten o facilitan un mayor flujo de capitales y facilitan que nuestro país pueda constituirse en una plataforma de negocios para empresas extranjeras que quieran operar en otros países de la región. Además, constituye un fuerte estímulo para el inversionista y prestador de servicios residente en Chile, quien verá incrementado los beneficios fiscales a que puede acceder en caso de desarrollar actividades en Austria.


Este Convenio se aplica a las personas residentes de uno o de ambos Estados Contratantes, respecto de los impuestos sobre la renta y al patrimonio que los afecten.


Precisa que su objetivo central, como se ha señalado, es evitar la doble imposición internacional. Para lograrlo, establece una serie de disposiciones que regulan la forma en que los Estados Contratantes se atribuyen la potestad tributaria para gravar los distintos tipos de rentas.


Expresa que respecto de ciertos tipos de rentas, sólo uno de los Estados tiene el derecho de someterlas a imposición, siendo consideradas rentas exentas en el otro Estado. Con ello, se evita la doble imposición. Respecto de las demás rentas, se establece una imposición compartida, esto es, ambos Estados tienen derecho a gravarlas, pero limitándose en algunos casos la imposición en el Estado donde la renta se origina o tiene su fuente, como ocurre con los intereses y regalías.


Hace presente que, cuando el Convenio establece límites al derecho a gravar un tipo de renta, estos son límites máximos, manteniendo cada Estado el derecho a establecer tasas menores, o incluso no gravar dicha renta, de acuerdo a su legislación interna.


Indica que en aquellos casos en que ambos Estados tienen el derecho de someter a imposición un tipo de renta, el Estado de la residencia, esto es, donde reside el perceptor de la renta, debe evitar la doble imposición por medio de los mecanismos que contempla su legislación interna, comprometiéndose a otorgar un crédito por los impuestos pagados en el otro Estado, lo que se recoge en el artículo 23 del Convenio.


Acota que en el caso de Chile, operan los artículos 41 A, 41 B y 41 C de la Ley sobre Impuesto a la Renta, que regulan el crédito que se reconoce contra el impuesto de primera categoría e impuestos finales, Global Complementario o Adicional, por los impuestos pagados en el extranjero, para todos los tipos de rentas contempladas en el Convenio.

Estructura del Convenio


El Convenio consta de un Preámbulo, siete Capítulos y un Protocolo.


En el Preámbulo, los Estados Contratantes manifiestan la intención perseguida con la suscripción del Convenio.


El Capítulo I, denominado “Ámbito de Aplicación del Convenio”, consta de dos artículos.


El artículo 1 se refiere a las personas comprendidas en el Convenio (residentes de uno o ambos Estados).


El artículo 2, por su parte, establece que el Convenio se aplica a los impuestos sobre la renta y al patrimonio exigible por cada uno de los Estados Contratantes, e incluye una lista indicativa de los impuestos vigentes en ambos Estados Contratantes al momento de la firma. Asimismo, precisa que el Convenio se aplicará igualmente a impuestos de naturaleza idéntica o sustancialmente análoga que se añadan a los actuales o les sustituyan.


Cabe hacer presente que este Convenio no se aplica respecto de los impuestos indirectos ni de los aranceles.


El Capítulo II, denominado “Definiciones”, a su vez contiene las definiciones usuales en esta clase de instrumentos, en tres artículos.


El artículo 3 trata de las definiciones generales; el artículo 4 establece lo que ha de entenderse por residente y, el artículo 5, consigna el concepto de establecimiento permanente.


En cuanto al Capítulo III, denominado “Imposición de las Rentas”, éste contiene dieciséis artículos, cuyo contenido se enuncia brevemente en los párrafos que siguen.


El artículo 6 regula la imposición de las rentas de bienes inmuebles; el artículo 7 se refiere a las utilidades empresariales; el artículo 8 contempla los beneficios procedentes del transporte marítimo y aéreo; el artículo 9 se refiere a las empresas asociadas; el artículo 10 norma la situación de los dividendos; el artículo 11 trata la imposición de los intereses; el artículo 12 establece el régimen aplicable a las regalías; y el artículo 13 rige la forma en que se someterán a impuesto las ganancias de capital. 

Por su parte, el artículo 14 trata de los servicios personales independientes prestados por personas naturales (los servicios prestados por empresas quedan comprendidos en el artículo 7, “Utilidades Empresariales”); en el artículo 15 se contempla el tratamiento de las rentas provenientes de un empleo; el artículo 16 dispone la forma en que se gravan las participaciones de directores; el artículo 17 regula las rentas obtenidas por artistas y deportistas; en el artículo 18 se observa el tratamiento de las pensiones; el artículo 19 se refiere a las remuneraciones por el desempeño de funciones públicas; el artículo 20 determina la imposición por las cantidades que reciben los estudiantes; y el artículo 21 es una disposición residual que comprende a todas las otras rentas no reguladas anteriormente.

En lo referente al Capítulo IV, denominado “Patrimonio”, éste contempla sólo el artículo 22, el que se refiere al Estado que puede someter a imposición el patrimonio.

El Capítulo V, por su parte, denominado “Métodos para Eliminar la Doble Imposición”, consta de un solo artículo, el 23, en el cual se establecen los métodos de imputación para la eliminación de la doble imposición en el caso de Chile y en el caso de Austria.

El Capítulo VI, llamado “Disposiciones Especiales”, consta de cinco artículos.

En el artículo 24, se establece el principio de no discriminación, mientras que en el artículo 25 se regula el procedimiento de acuerdo mutuo; el artículo 26, a su vez, se refiere al intercambio de información; en el artículo 27, en tanto, trata la situación de los miembros de misiones diplomáticas y de oficinas consulares y, por último, en el artículo 28 se incluyen disposiciones misceláneas.

El Capítulo VII, denominado “Disposiciones Finales”, contiene dos artículos. El artículo 29, que establece la entrada en vigor del convenio, y el 30, que regula la denuncia del mismo.

Finalmente, el Convenio contempla un Protocolo, el que forma parte integrante del mismo y en el que se abordan situaciones generales y especiales.

Incidencia en materia  presupuestaria y financiera

Antecedentes.

1. El presente Convenio persigue alcanzar varios objetivos, entre los que es posible destacar:

a. La eliminación de la doble imposición internacional;

b. El establecimiento de mecanismos que ayuden a prevenir la evasión fiscal por medio de la cooperación entre las Administraciones Tributarias de ambos Estados contratantes y proceder al intercambio de información entre ellas, y

c. El otorgamiento de estabilidad y certeza a los contribuyentes, respecto de su carga tributaria total y de la interpretación y aplicación de la legislación que les afecte.

Efecto del Proyecto sobre el Presupuestos Fiscal.

1. Este Convenio establece que los residentes en Chile que obtengan rentas que, de acuerdo con las disposiciones de este Convenio, han sido sometidas a imposición en Austria, podrán acreditar contra los impuestos chilenos correspondientes a esas mismas rentas los impuestos pagados en Austria, de acuerdo con las disposiciones aplicables de la legislación chilena.

Por otra parte, cuando de conformidad con cualquier disposición de este Convenio, las rentas obtenidas por un residente de Chile o el patrimonio que éste posea estén exentos de imposición en Chile, nuestro país podrá, sin perjuicio de lo anterior, tener en cuenta las rentas o el patrimonio exento, para efectos de calcular el importe del impuesto sobre las demás rentas o el patrimonio.

2. Atendido lo señalado, la estimación del impacto sobre el presupuesto fiscal se realiza a partir de la información registrada en la Declaración Jurada N° 1.850, del año tributario 2014 (año comercial 2013), sobre Impuesto Adicional, contenido en la Ley sobre Impuesto a la Renta, que grava a las rentas de fuente nacional percibidas o devengadas por personas sin domicilio ni residencia en Chile, incluidas las rentas asociadas a convenios y gastos rechazados correspondientes, y datos del Banco Central de Chile.

3. Así, es posible señalar que la pérdida estimada por concepto de recaudación se calculó como la diferencia generada entre la recaudación actual y la estimación de recaudación con las tasas que establece sobre la materia el convenio en cuestión. A este resultado, se adicionó el aumento de ingresos fiscales originado en el aumento en la base imponible del Impuesto de Primera Categoría de los retenedores, como consecuencia de la disminución de las tasas de retención. El resultado de lo anterior es una pérdida en la recaudación fiscal consecuencia de la suscripción del Convenio para evitar la doble tributación con Austria de US$ 1.424 miles (estimada con datos a noviembre 2014).

Debate de las normas sometidas a la consideración de la Comisión, en la especie
todo el proyecto de acuerdo.

La señora Gigliola Di Giammarino, Asesora de la Dirección de Relaciones Económicas Internacionales de la Cancillería. Explica que Austria es uno de los socios vinculados a la Unión Europea que se encuentra dentro de los principales flujos comerciales y que en los últimos años, ha crecido exponencialmente sobre todo en la gama Porsche que ha efectuado altas inversiones en el país, por eso es importante contar con herramientas para que éstas inversiones se establezcan en Chile, motivo por el cual valoran la aprobación de este proyecto de acuerdo.

El señor Javier Alarcón, Abogado asesor en Política Tributaria del Ministerio de Hacienda. Destaca la importancia de la aprobación del proyecto de acuerdo y hace presente que son parecidos a otros instrumentos internacionales que ya han sido conocidos por la Comisión bajo el esquema y especificaciones de la OCDE.

Señala que los principales objetivos del convenio son: promover el mayor flujo comercial, mejorar mecanismos para evitar la evasión fiscal, promover la equidad tributaria y evitar la doble tributación.

Señor Néstor Venegas, Abogado del Departamento de Normas Internacionales del Servicio de Impuestos Internos. Señala que el acuerdo tiene dos objetivos: evitar la doble tributación de la renta y combatir la evasión fiscal internacional a través del intercambio de información. Expresa que esta materia está regulada en los artículos 6 a 21.

Destaca que este tipo de convenio aumenta los flujos de inversión directa y flujos de servicios en ambos países. 

Señor Gustavo Rivera, Subdirector de Presupuestos. Expresa que este tipo de acuerdos impactan la Partida 50 Tesoro Público de la Ley de Presupuestos en la que se contienen y registran los ingresos generales de la Nación.

Explica que para determinar el impacto de la iniciativa la DIPRES pude realizar la estimación de los efectos fiscales utilizando sus propias metodologías y bases de datos, o puede recurrir a aquellas instituciones que por la naturaleza de su operatoria mejor se relaciona la materia bajo análisis. Es así que, por ejemplo, cuando se trata de cuantificar el impacto de un tratado de libre comercio, la institución requerida es el Servicio Nacional de Aduanas, por cuanto éste es el mandatado a manejar la información del comercio nacional. Precisa que en el caso de un convenio para evitar la doble imposición de la renta y prevenir la evasión fiscal, se recurre al Servicio de Impuestos Internos.

Destaca que sería ajeno al trabajo de la DIPRES  realizar una cuantificación de las implicancias económicas y sociales fruto de la operación del convenio ya que esa es materia de los ministerios o servicios a cargo de estas iniciativas. 

Señala que el presente convenio busca en lo medular: 

a) Evitar la doble imposición de las rentas con Austria. Para lograrlo, se establecen dos mecanismos principales. El primero es definir que ciertas rentas serán gravadas en uno de los Estados contratantes y no en el otro, y el segundo es que en aquellos casos en que las rentas son gravadas en ambos Estados, el Estado de la residencia, esto es, donde reside el perceptor de la renta, debe evitar la doble imposición mediante el otorgamiento de un crédito por los impuestos pagados en el otro Estado.

b) El establecimiento de mecanismos que ayuden a prevenir la evasión fiscal por medio de la cooperación entre las administraciones tributarias de ambos Estados contratantes y proceder al intercambio de información entre ellas, y

c) El otorgamiento de estabilidad y certeza a los contribuyentes, respecto de su carga tributaria total y de la interpretación y aplicación de la legislación que les afecte.

En cuanto al efecto del proyecto sobre el prepuesto fiscal, señala que este convenio establece que los residentes en Chile que obtenga rentas que, de acuerdo con las disposiciones de este convenio, han sido sometidas a imposición en Austria, podrán acreditar contra los impuestos chilenos correspondientes a esas mismas rentas los impuestos pagados en Austria de acuerdo con las disposiciones aplicables de la legislación chilena. 

Por otra parte, cuando de conformidad con cualquier disposición de este Convención, las rentas obtenidas por un residente de Chile o el patrimonio que éste posea estén exentos de imposición en Chile, Chile podrá, sin perjuicio de lo anterior, tener en cuenta las rentas o el patrimonio exento, para efectos de calcular el importe del impuesto sobre las demás rentas o el patrimonio.

Atendido lo señalado, la estimación del impacto sobre el presupuesto fiscal se realiza a partir de la información registrada en la declaración jurada N°1.850, del año tributario 2014 (año comercial 2013) sobre impuesto adicional, contenido en la Ley sobre Impuesto a la Renta, que grava a las rentas de fuente nacional percibidas o devengadas por personas sin domicilio ni residencia en Chile, incluidas las rentas asociadas a convenios y gastos rechazados correspondientes, y datos del Banco Central de Chile.
Expresa que es posible señalar que la pérdida estimada por concepto de recaudación se calculó como la diferencia generada entre la recaudación actual y la estimación de recaudación con las tasas que establece sobre la materia el convenio en cuestión. A este resultado, se adicionó el aumento de ingresos fiscales originado en el aumento en la base imponible del impuesto de primera categoría de los retenedores, como consecuencia de la disminución de las tasas de retención. El resultado de lo anterior es una pérdida en la recaudación fiscal consecuencia de la suscripción del Convenio para evitar la doble tributación con Austria de 
US$ 1.424 miles (estimada con datos a noviembre de 2014).

El señor Venegas (Abogado del Departamento de Normas Internacionales del Servicio de Impuestos Internos) destaca que lo único que se puede medir es el impacto, asumiendo que se mantengan los flujos se puede evaluar el impacto negativo en la disminución de la recaudación, más no por el aumento de los flujos y con ello la base imponible.

Por su parte, el señor Alarcón (Abogado asesor en Política Tributaria del Ministerio de Hacienda) complementa señalando que si bien implica la disminución de las recaudación, será menor porque dentro del convenio se contempla además la denominada cláusula Chile.

El señor Lorenzini manifiesta que si bien, estos acuerdos se aprueban en general, le parece que la información proporcionada por los invitados en cuanto a las proyecciones respecto de los efectos en la recaudación, en cifras y datos, no es suficiente para poder trabajar y formarse una opinión respecto del acuerdo.

El señor Silva solicita se explique el alcance de la cláusula Chile y solicita un análisis de los otros convenios del mismo tenor que ya han sido aprobados por la Comisión. Comparte la inquietud del señor Lorenzini porque no se aporta el insumo necesario para quienes toman decisiones. Agrega que los informes financieros cumplen en lo formal pero deben hacerse cargo de los cambios de comportamiento y extender su análisis a esos supuestos. 

Solicita que la DIPRES entregue un informe sobre la proyección de los convenios y los resultados reales. 

El señor De Mussy en la misma línea de sus predecesores, señala que con los convenios que ya existen se podrían simular diversos escenarios y se suma a los señores Silva y Lorenzini respecto de la suficiencia de la información para tomar decisiones.

El señor Jaramillo está de acuerdo con el proyecto y le gustaría conocer los productos que son objetos del flujo comercial entre ambos países.

El señor Auth (Presidente de la Comisión) señala que el Acuerdo se firmó en 2012 y el proyecto de acuerdo ingresó el 2014, por lo que quiere saber las razones de la demora en el ingreso del proyecto.

Agrega que independientemente de los informes consulta la cantidad de acuerdos que se han firmado y el resultado de éstos. 

Expresa que si hay acuerdo para evitar la doble tributación genera una perdida evidente y se hace parte de las aprehensiones de los integrantes de la comisión respecto de las proyecciones sobre ingresos y egreso e impactos financieros de los proyectos, en general.

El señor Alarcón (Abogado asesor en Política Tributaria del Ministerio de Hacienda) expresa que según estimaciones del Comité de Inversiones Extranjeras, la inversión autorizada de Austria en Chile, durante el periodo 1974-2012 alcanza la suma de 36.172 millones de dólares y después de México y Brasil Chile es el tercer país que más invierte Austria. Destaca además que es la puerta de entrada a Europa del Este.

Por su parte, el señor Venegas (Abogado del Departamento de Normas Internacionales del Servicio de Impuestos Internos) respondiendo a la pregunta del señor Auth,  expresa que existen 25 convenios y que el primero de ellos fue el suscrito con Canadá. Sostiene que se puede proyectar el impacto negativo en la recaudación, más no el impacto referido al aumento del flujo comercial y hace presente en base a la experiencia con convenios de este tipo, que efectivamente en algunos casos la recaudación aumentó.

Explica que la cláusula Chile se refiere a los dividendos, esto es, a las utilidades que se distribuyan estarán intactos para la legislación chilena: están afectos a la tasa que corresponde en nuestro país.

El señor Rivera (Subdirector de Presupuestos) señala que la DIPRES en sus informes financieros lo que hace es estimar el impacto en el gasto fiscal por la aplicación de un proyecto de ley o de acuerdo, como en este caso.

El señor Lorenzini insiste en el punto y duda sobre votar el proyecto en la presente sesión si no tiene información de nada y le parece que no es la labor de la Comisión de Hacienda ni de los parlamentarios.

El señor Ortiz expresa que no es votar por votar y que se han abierto los mercados internaciones. Austria es parte del acuerdo con la Unión Europea y sólo se está terminando lo pendiente. Expresa que es partidario de votarlo ahora y propone que la información solicitada sea enviada antes de la votación en Sala.

El señor Auth (Presidente de la Comisión) propone esperar la respuesta a las solicitudes de información y se votará en la siguiente sesión, principalmente en lo que dice relación con las pérdidas netas.

El señor Alarcón (Abogado asesor en Política Tributaria del Ministerio de Hacienda) complementa la respuesta y explica que no es obligatorio firmar este tipo de acuerdos, pero es conveniente y está de acorde con el sistema chileno de apertura a los mercados.

El señor Venegas (Abogado del Departamento de Normas Internacionales del Servicio de Impuestos Internos) agrega que se trata de generar atractivos para las inversiones y recalca que el impacto económico, de este tipo de acuerdos, ha sido positivo.

En la siguiente sesión, el señor Javier Alarcón (Abogado asesor en Política Tributaria del Ministerio de Hacienda)  explica que respondiendo a las inquietudes de la Comisión es que han traído los datos referentes a los convenios de doble tributación con España, Francia, Colombia y Perú. Al respecto asevera que el informe financiero del proyecto de acuerdo  calcula las pérdidas de recaudación calculando la diferencia de recaudación entre la recaudación actual y el resultado de aplicar las tasas del convenio en análisis, aunque se estima que la recaudación pueda incrementarse con el tiempo, como es el caso de lo sucedido con España, por ejemplo, en que el aumento de recaudación fue exponencial un año después.

El señor Patricio Barahona (funcionario del Departamento de Normas Internacionales del Servicio de Impuestos Internos)  da a conocer que en el caso del convenio de doble tributación con España, un año antes del convenio (2003)  la recaudación era de 17.965 (MM$) y cinco años después de su entrada en vigencia (2008) era de 35.321 (MM$).

Añade que en el caso de Francia un año antes del convenio  (2006) la recaudación era de  9.118 (MM$) y cinco año después (2011) era de 17.550 (MM$). En el caso de Colombia, un año antes del convenio (2009) la recaudación era de 1.723 (MM$) y cuatro años después (2013) era de 3.185 (MM$).

Finalmente, informa que en caso de convenio de doble tributación con Perú, un año antes del convenio (2003) la recaudación era de 527 (MM$) y cinco años después (2008) aumentó a 776 (MM$).

Precisa que los tributos que pueden experimentar reducción con un convenio de doble tributación, son los de retención. En cambio, afirma, los tributos adicionales no se reducen, tal como sucede con aquellos que gravan a las empresas, impuesto de primera categoría, y los que gravan a los dividendos y retiros de utilidades. Por otra parte, opina que hay que considerar los beneficios para el inversionista chileno en el exterior que evita la doble tributación.

El señor Auth (Presidente de la Comisión)  considera que el volumen total de recaudación aún puede ser mayor debido a los impuestos que no se ven alterados por estos convenios y por el aumento del volumen de intercambio.

El señor Lorenzini, considera que cuando un informe financiero se refiera a materias de esta naturaleza debe tener alguna capacidad predictiva, aproximada, en cuanto a los efectos reales de este tipo de instrumentos en la recaudación, es por ello que no basta con informar la pérdida de recaudación, por ello solicita que se haga un esfuerzo en tal sentido. A este respecto la Comisión acuerda invitar al Director de Presupuestos para tratar este tema con posterioridad.

VOTACIÓN

Texto del proyecto de acuerdo:

“Artículo único.- Apruébase el “Convenio entre la República de Chile y la República de Austria para Evitar la Doble Imposición y para Prevenir la Evasión Fiscal con relación a los Impuestos a la Renta y al Patrimonio, y su Protocolo”, suscritos en Santiago, el 6 de diciembre de 2012.”.

Sometido a votación el artículo único del proyecto de acuerdo, es aprobado, en los mismo términos que la Comisión Técnica,  por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Pepe Auth (Presidente de la Comisión); Sergio Aguiló; Felipe De Mussy;  Enrique Jaramillo; Pablo Lorenzini; Patricio Melero; Manuel Monsalve; José Miguel Ortiz; Marcelo Schilling; Ernesto Silva, y Osvaldo Urrutia.

Diputado informante, el señor Patricio Melero.

Tratado y acordado en sesiones de fecha  21 de abril y 5 de mayo de 2015, con la asistencia de los Diputados señores Pepe Auth (Presidente de la Comisión); Sergio Aguiló; Felipe De Mussy;  Enrique Jaramillo; Pablo Lorenzini; Patricio Melero; Manuel Monsalve; José Miguel Ortiz; Ricardo Rincón; Alejandro Santana; Marcelo Schilling; Ernesto Silva, y Osvaldo Urrutia.


Sala de la Comisión, a  5 de mayo de 2015.


(Fdo.): PATRICIO VELÁSQUEZ WEISSE, Abogado Secretario de la Comisión”.

8. Proyecto iniciado en moción de los diputados señores Coloma, Hasbún, Kast, don José Antonio; Macaya, Melero, Morales, Silva, Trisotti y Urrutia, don
Ignacio, y de la diputada señora Hoffmann, que “Modifica la ley N° 19.418, que Establece normas sobre juntas de vecinos y demás organizaciones comunitarias, para exigir que sus estatutos contengan planes de acción ante hechos
delictuales”. (boletín N° 10031-25)

I. IDEAS GENERALES.

Las Juntas de Vecinos, constituyen entidades, personas jurídicas destinadas a la promoción de la integración, participación y desarrollo de los vecinos en una determinada localidad o barrio. Dentro de sus múltiples funciones destacan la representación de éstos ante las autoridades para el logro de convenio de desarrollo, la gestión de la solución de sus problemas ante las autoridades, proponer y ejecutar proyectos que beneficien a los vecinos y determinar carencias en infraestructura común vecinal.

En este orden de ideas, podemos concluir que las juntas de vecinos y organizaciones comunales constituyen entidades encargadas de representar los derechos de los vecinos (del vecindario) ante las autoridades, más específicamente es el encargado de promover políticas vecinales establecidas en directo beneficio de ellos. 

De acuerdo a su estructura orgánica, las juntas de vecinos se componen de un directorio compuesto por un presidente, secretario y tesorero en donde cada miembro dura en su cargo por un lapso de 3 años  con posibilidad de reelección, incluyendo a suplentes.

En este sentido, a las juntas de vecinos les interesa todo lo relacionado con el vecindario al cual representa y pensamos que uno de los asuntos más relevantes que interesa a los vecinos, y en general a la nación toda, lo es el asunto de la delincuencia. En efecto, día a día vemos en los noticiarios y otros medios de comunicación el aumento de los delitos en diversos barrios del país, particularmente aquellos catalogados como de “mayor connotación social” hecho que ha obligado a vecinos  establecer en sus propiedades dispositivos de seguridad que implican altos costos para ellos, con una amarga sensación de desamparo ante el fenómeno delincuencial.

II. CONSIDERANDO.

1.- Que, estos fines comunales otorgados por ley a las juntas de vecinos, constituyen asuntos de la más alta importancia a nivel vecinal, que deben ser tomados en consideración por todos los vecinos haciendo de estas organizaciones entidades más eficaces y útiles para la solución de sus asuntos fundamentales.

2.- Que, contar con grupos que gocen de presencia y autoridad en el barrio abre espacios de participación trascendentes para los vecinos maximizando con ello su poder de gestión ante los problemas fundamentales que los aquejan y uno de ellos está constituido por la delincuencia que asolan sus casa y espacios comunes, hecho que debe ser debidamente enfrentado con las autoridades. 

3.- Que, precisamente como un elemento que ayude a la labor policial pensamos los patrocinantes de esta iniciativa  que las juntas de vecinos, estos grupos intermedios destinados a canalizar las necesidades fundamentales de un vecindario debe incorporar en sus estatutos, en su hoja de ruta mecanismos de acción destinados a enfrentar el fenómeno de la delincuencia, con un doble objetivo:

a) Maximizar el ámbito de acción de estas entidades en materia de prevención de hechos delictivos de los que pueden ser víctimas y,

b) Ayudar eficientemente a la labor de las policías en torno a hacer más eficiente, mediante una alianza ciudadana e institucional la lucha contra la delincuencia.

4.- Que, bajo este orden de cosas, creemos asimismo que la delincuencia no sólo se combate con normativas más duras en contra de quienes delinquen, poniendo en jaque la paz y tranquilidad en nuestros barrios, sino que también con medidas de acción preventivas y eficientes, planes de acción de la sociedad civil organizada en un marco de respeto y apoyo a nuestra institucionalidad.

III. CONTENIDO DEL PROYECTO.

El proyecto introduce dentro de los estatutos de las juntas de vecinos planes de acción de carácter preventivo destinados a combatir con eficiencia el flagelo de la delincuencia en nuestros barrios. Para ello las juntas de vecinos podrán contar con el asesoramiento de carabineros u otros organismos competentes en materia de seguridad, sean estos públicos o privados.

IV. PROYECTO DE LEY

Artículo Único: Incorpórese una nueva letra m) en el artículo 10 de la ley 19.418 sobre Juntas de Vecinos y Organizaciones Comunales en el siguiente sentido:

“Planes de acción ante hechos delictuales, para lo cual podrán contar con el asesoramiento de carabineros de Chile u otra institución competente en materia de seguridad”.
9. Proyecto iniciado en moción de las diputadas señoras Nogueira, Molina y
Turres, y de los diputados señores Gahona, Hasbún, Kast, don José Antonio; Lavín, Norambuena, Van Rysselberghe y Ward, que “Modifica la ley General
de Bancos, en materia de pago de obligaciones hipotecarias con letras
de crédito”. (boletín N° 10032-03)

I. IDEAS GENERALES.

Como sabemos para la adquisición de un bien raíz, se requiere la concurrencia de un conjunto de actos tanto en notaría como en el conservador de bienes raíces, trámites que implican la inversión de tiempo y recursos para que se lleven a efecto de una manera exitosa. En consecuencia nos encontramos ante un acto jurídico importante cuyos efectos son múltiples para quien adquiere la propiedad, como también para quien la vende; hecho que por su magnitud en la mayoría de los casos requieren de la intervención de una tercera entidad, constituida generalmente por una institución bancaria.

Es así como en estos casos la referida institución actúa como prestamista, quien a través de un crédito hipotecario celebra un contrato con el comprador del bien raíz, quien se obliga al pago de la deuda en parcialidades, generalmente a un plazo no inferior a 20 años.

Como se trata de un contrato originado con ocasión de otro principal (la Compraventa del bien raíz) ambas convenciones se encuentran ligadas jurídica y económicamente, razón por la cual si la compraventa fracasa también lo hará el crédito. En este sentido y de conformidad a la legislación que regula el contrato de compraventa una de las obligaciones que surge para el vendedor es la entrega del bien objeto del contrato, de tal suerte que si no se verifica el cumplimiento de ella, el contrato podrá ser resuelto de la conformidad a la ley. Dicha situación implica el surgimiento de la llamada Condición Resolutoria Tácita en virtud de la cual le otorga a aquel contratante que ha cumplido con sus obligaciones a solicitar que el contrato quede sin efecto o pedir su cumplimiento, con derecho además a una indemnización de perjuicios si estos se produjesen.

Volviendo a la obligación del vendedor del bien raíz de entregar la propiedad, esta situación, según la jurisprudencia implica dos cosas: En primer lugar una entrega jurídica la cual significa efectuar la inscripción del contrato a nombre del nuevo propietario en el conservador de bienes raíces competente y en segundo lugar una entrega material, constituido por el hecho de poner el vendedor a disposición del comprador el bien, de conformidad a las estipulaciones del contrato. 

Pues bien, la presente iniciativa legislativa se hace cargo de una situación no normada convenientemente ni en el código civil, ni tampoco en la ley del consumidor, constituida por la situación que no verificándose aún la transferencia del dominio mediante la entrega jurídica o efectiva del bien objeto del contrato de compraventa, aún así comienzan a correr los cobros al comprador del crédito hipotecario que convino éste para la compra de la propiedad.

II. CONSIDERANDO.

1.- Que, los contratos son los vehículos jurídicos encargados de otorgarle a sus partes los bienes y servicios destinados a satisfacer sus necesidades, entendemos al mismo tiempo que ellos tiene una finalidad práctica la que si no se verifica en los hechos las relaciones jurídicas anexas no podrían materializarse.

2.- Que, la ley del consumidor establece una serie de normas vinculadas a la protección de ellos frente a la situación de otorgamiento de un crédito, en tal sentido pensamos que este principio protector es incompatible con la situación que describe el presente proyecto de ley, razón por la cual amerita un cambio en esta relación jurídica y armonizarlo con la actual normativa que rige a los consumidores.

3.- Que, la actual situación que vive una persona que desea adquirir una propiedad es claramente injusta, toda vez que para su adquisición ha debido de endeudarse, hecho que agrava aún más su situación financiera y jurídica si en los hechos aún no es dueño de la propiedad que pretende adquirir y que originó la deuda.

4.- Que, es por lo anterior que el presente proyecto de ley viene en consagrar una medida destinada a proteger la situación económica de aquella persona que adquiriendo una propiedad, el proceso sufre imponderables que dilatan de un modo excesivo la adquisición de la propiedad, esto es hasta llegar a la fase de inscripción del título de compraventa en el conservador de bienes raíces respectivos.

III. CONTENIDO DEL PROYECTO.

Bajo este orden de ideas el proyecto propone que el contrato de compraventa y el contrato de mutuo hipotecario por el cual se financia la compra del bien, se encuentre íntimamente vinculados, en el sentido de no proceder al cobro de los dividendos sino una vez que todas y cada una de las obligaciones establecidas en la compraventa se hayan cumplido, particularmente la obligación que pesa sobre el vendedor de entregar material y jurídicamente la propiedad.

IV. PROYECTO DE LEY.

Artículo Único: Incorpórese un nuevo inciso tercero en el artículo 95 de la Ley General de Bancos, en el siguiente sentido: 

“El deudor de una obligación de letras o mutuo hipotecario originada con ocasión de la celebración de un contrato de compraventa de un bien raíz no estará obligado al pago de las cuotas sino una vez inscrito el título en el registro conservatorio correspondiente”.
10. Proyecto iniciado en moción del diputado señor Kast, don Felipe, que
“Modifica el Código Penal estableciendo la imprescriptibilidad de
la acción penal, en los delitos sexuales cometidos contra menores de edad”.
(boletín N° 10033-07)

“Santiago de Chile, 5 de mayo 2015.

El legislador dio un gran paso en pro de la persecución de los delitos sexuales contra menores mediante la dictación de la ley Nº 20.207. publicada el 31 de agosto del 2007, al establecer que la prescripción en estos ilícitos, se computara desde el día en que estos alcancen la mayoría de edad. 

Sin embargo, esta iniciativa no es suficiente, ya que lo habitual es que las víctimas de estos delitos no se decidan a denunciar a sus victimarios sino décadas después de haber sido perpetrados, en particular porque son cometidos al interior de las familias o en ambientes íntimos. 

Países como Suiza y Estados Unidos, desde hace años que han cuidado la integridad de sus niños, niñas y adolescentes al consagrar la imprescriptibilidad de estos delitos.

Diversos mociones parlamentarias se han presentado con esta misma finalidad, pero ninguna de ellas se ha logrado concretar en ley. 

Es necesario otorgar la máxima protección a nuestros niños, niñas y adolescentes mediante la efectiva aplicación de las sanciones penales, previniendo así futuros delitos y disminuyendo la impunidad de los abusadores sexuales.

Por estas razones venimos en proponer el siguiente proyecto de ley:

PROYECTO DE LEY

Artículo único: Reemplázase el Artículo 369 quáter del Código Penal por el siguiente:

“En los delitos previstos en los dos párrafos anteriores, si se cometieren contra menores, la acción penal no prescribirá”.

11. Informe de la participación de la diputada señora Denise Pascal y del
diputado señor Gustavo Hasbún en el “Foro Global Contra el Crimen de
Genocidio”, realizado en Yereván, Armenia, los días
22, 23 y 24 de abril de 2015.

“Honorable Cámara:

De conformidad con lo estatuido en el artículo 37 del Reglamento de la Cámara de Diputados, cumplo con informar a esta Corporación acerca de mi participación, en calidad de Segunda Vicepresidenta , y la del diputado señor Gustavo Hasbún, en su calidad de Presidente del Grupo Interparlamentario Chileno­ Armenio , en el “Foro Global Contra el Crimen de Genocidio”, que se llevó a efecto en la ciudad de Yereván, Armenia, entre los días 22 y 24 de abril de 2015.

De conformidad con el acuerdo que reglamenta este tipo de informes, su contenido es el siguiente:

I. Breve descripción del organismo interparlamentario donde se llevó a cabo la reunión, lugar y fecha.

En primer término, cabe hacer presente que la reunión no se llevó a efecto en ningún organismo parlamentario, sino que se trató de un foro internacional que reunió a jefes de Estado, jefes de Gobierno, presidentes de asambleas legislativas, politices, juristas, académicos, científicos y personalidades del ámbito de los derechos humanos de todas partes del mundo, con el propósito de revelar hechos sobre los crímenes de genocidio que han afectado a diversas naciones durante el siglo XX, debatir acerca de ellos, reflexionar y adoptar resoluciones.

En el Foro Global Contra el Crimen de Genocidio hubo representantes de 50 paises y organizaciones internacionales, con más de 1.300 delegaciones.

Como ya se señaló, el encuentro se  realizó en Yereván , capital de Armenia, entre los dias 22 y 24 de abril de 2015 .

II. Nómina de parlamentarios chilenos participantes.

La delegación chilena estuvo integrada por la diputada señora Denise Pascal Allende, Segunda Vicepresidenta de la Cámara de Diputados, y por el diputado señor Gustavo Hasbún Selume, Presidente del Grupo Interparlamentario Chileno-Armenio.

III. Descripción de la agenda de la reunión respectiva.

Miércoles 22 de abril

09:30 Sesión de apertura.

Moderador Luis Moreno Ocampo.
Discurso de S.E. Sr. Serzh Sargsyan, Presidente de la Republica de Armenia.

Participación de Su Santidad Karekin 11, Patriarca Supremo de la Iglesia Apostólica Armenia; Thorborn Jagland, Secretario General del Consejo de Europa, Prof. Daniel Feierstein, Presidente de la Asociación Internacional de Investigadores sobre Genocidio.

10:30 Panel 1: “Evolución de las herramientas de prevención de los Crimenes contra la Humanidad en el Derecho Internacional”.

Moderador: Geoffrey Robertson.

Panelistas: Frank Chalk, William Schabas, Israel Charny, Ragip Zarakolu, Michael Bohlander, Donna Frieze, Donald Bloxham.

10:30
Evento paralelo “Iglesias contra el Crimen de Genocidio:Vida Humana - Regalo de Dios”
Sesión ecuménica presidida por Su Santidad Karekin 11. Discurso inaugural a cargo del Reverendo Richard Chartrez,Obispo de Londres.

13:00 Presentación de estampillas dedicada al Centenario del Genocidio Armenio.

13:00 “El Genocidio en la Literatura” . Ministerio de Cultura de la Republica de Armenia.

15:00  Panel  2:  “El  problema  de   la
Responsabilidad   y   Eliminación   de   las Consecuencias del Genocidio”
Moderador: Frank Chalk.

Panelistas: Roger Smith, Henry Theriault, Patrick Dumberry, Cengiz Aktar , Esther Mujavayo, Yair Auron.

15:00
Evento paralelo “Asuntos Internacionales Legales en la Prevención del Crimen de Genocidio y Responsabilidad”. Simposio organizado por el Ministerio de la Diáspora, Tribunal Constitucional, Academia Nacional de Ciencias, Ministerio de Justicia de la Republica de Armenia, el Congreso Mundial Armenio y la Universidad Estatal de Yereván.

19:00 Cena oficial ofrecida por S.E. Sr. Hovik Abrahamyan , Primer Ministro de la Republica de Armenia.

Jueves 23 de abril

10:00  Sesión Plenaria: “Parlamentarios contra el Genocidio”.

Co-presidencia: Patrick Devedjian (Francia), Nikolay Ryzhkov (Rusia), Baronesa Caroline Cox (UK)

Discurso de S.E. Sr. Galust Sahakyan, Presidente de la Asamblea Nacional de la República de Armenia.

Discursos de parlamentarios o delegaciones parlamentarias.

10:00
Evento paralelo “Asuntos Internacionales Legales en la Prevención del Crimen de Genocidio y Responsabilidad” (continuación).

13:00 Sesión de clausura.

Discurso de S.E. Sr. Edward Nalbandian, Ministro de Relaciones Exteriores de la

República de Armenia .

17:00  Ceremonia de canonización de las víctimas del Genocidio Armenio. 20:30  Concierto “Wake up the Souls”.

Viernes 24 de abril

09:30 Film sobre el Museo del Genocidio en el Memorial a las Víctimas del Genocidio Armenio.

11:00 Depósito de ofrendas florales en el Memorial.

11:30 Discursos del Presidente de la República de Armenia, Serzh Sargsyan; del Presidente de la Federación Rusa, Vladimir Putin; del Presidente de Francia, Frans ois Hollande, y de Su Santidad Karekin 11, Patriarca de la Iglesia Apostólica Armenia.

13:00 Almuerzo  para  los jefes  de  delegación ofrecido  por el  Presidente  de  la República de Armenia.

20:15 Concierto “Renaissance”.

IV. Breve introducción sobre el tema o temas en debate.

En 20 15 se cumple el centenario del genocidio armenio. Constituyendo una tragedia nacional, este crimen se transformó también en parte inseparable de la historia y la memoria mundial, creando un campo fértil para la concreción de nuevos crímenes contra la humanidad.

Como pueblo sobreviviente del genocidio, los armenios asignan una gran importancia a la prevención, así como también a la lucha contra la impunidad y a la actualización de cuestiones de responsabilidad en los foros internacionales.

Armenia continúa proponiendo en las Naciones Unidas proyectos de resolución sobre el tema de la prevención, los que constituyen el modesto aporte de ese país a la tarea de evitar ese crimen. A través de la adhesión a la “Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio” de las Naciones Unidas del año 1948, estas iniciativas de Armenia tienen por objeto dirigir nuevamente la atención de la comunidad internacional hacia la necesidad de realizar esfuerzos conjuntos entre los Estados para la prevención de ese mal.

Dentro de este contexto se desarrolló el foro global social y político en contra del crimen de genocidio.

V. Resumen de los puntos más importantes del debate.

Los puntos más importantes fueron los que se consignan como título de

los paneles 1 y 2, es decir, la evolución de las herramientas de prevención de los crímenes contra la humanidad en el derecho internacional y la responsabilidad y eliminación de las consecuencias del genocidio.

Tomando en cuenta los efectos en el tiempo de los genocidios perpetrados durante el siglo XX, hubo consenso en cuanto que, por muchas décadas, los herederos de quienes los sufrieron y los herederos de quienes los perpetraron llevan esta atrocidad como.carga, frente a lo cual no se sana jamás la pérdida de la herencia material y cultural, pero tampoco se puede desconocer que la memoria surge como un derecho y una obligación moral.

Hubo consenso en la necesidad de mejorar los instrumentos de prevención del crimen de genociqio, pues esta tragedia no ha dejado de ser una amenaza incluso en la actualidad.

VI. Textos de los discursos o ponencias de los parlamentarios chilenos.

Como jefa de la delegación chilena, la diputada señora Denise Pascal Allende intervino en la sesión destinada a la participación de parlamentarios, con el siguiente discurso:

“No hace muchos años, durante el régimen militar en Chile, cientos de chilenos fueron asesinados por el simple hecho de no compartir la dictadura, de pensar diferente, o por tener una tendencia política contraria.

Con.ese pasado a cuestas, hemos legislado para evitar que situaciones como la vivida durante esos años se repitan en el futuro.

En ese sentido, el año 2009 se creó el Instituto Nacional de Derechos Humanos, corporación autónoma destinada a promover y proteger los Derechos Humanos establecidos en la Constitución y en la ley, así como en los tratados internacionales suscritos y ratificados por Chile, referidos especialmente a los delitos de lesa humanidad, genocidio, crímenes de guerra, desaparición forzada, tortura, tráfico de migrantes o trata de personas .

Además, el mismo año el Congreso aprobó una ley que tipifica los crímenes de lesa humanidad y genocidio, y crímenes y delitos de guerra, introduciendo en el sistema jurídico un marco conceptual que permite enmarcar y prevenir su perpetración dentro del territorio chileno.

Anteriormente existían herramientas más débiles, como que eljuez penal no podía sobreseer en caso de delitos que, de acuerdo a los tratados internacionales, son imprescriptibles o no puedan ser amnistiados.

Sin embargo, como tales avances son insuficientes, nuestro Gobierno, encabezado por la Presidenta Michelle Bache/et, recientemente envió al Congreso un proyecto de ley para establecer que los crímenes y delitos, que conforme al derecho nacional o internacional sean calificables de genocidio, lesa humanidad o guerra no serán susceptibles de amnistía ni prescripción -total o parcial- , con independencia de la fecha en que ellos se hayan perpetrado, adaptando de esa manera la legislación chilena a las exigencias del Derecho Internacional sobre Ja materia.

Con estas medidas Chile quiere ser categórico en condenar todo tipo de genocidio. Hoy no puede existir un doble discurso, porque -como Donna Lee Frieze dijo ayer-, “el genocidio es un crimen que afecta a todo el mundo”.

Por eso hemos venido desde un país tan lejano para mostrar la solidaridad del pueblo chileno y compartir la experiencia de la búsqueda de un mejor futuro para los pueblos, promoviendo el equilibrio entre la paz y lajusticia. “
VII. Texto de las declaraciones o acuerdos adoptados por el Plenario de la respectiva  organización.

Por unanimidad, los participantes en el Foro Global contra el Crimen de Genocidio adoptaron la siguiente resolución:

“YEREVAN DECLARATION
Global Forum Against the Crime of Genocide
23 April 2015
The Global Forum

Paying tribute to the memory of the innocent victims of the Armenian Genocide, the Holocaust, the genocides in Rwanda, Cambodia, Darfur and other crimes against humanity,

Recalling the United Nations Charter, the Universal Declaration of Human Rights, the UN Convention for the Prevention and Punishment of the Crime of Genocide,

Being concemed about the reoccurring cases of genocides and crimes against humanity, despite the existing appropriate intemational prevention mechanisms,

Being also concemed about recent alarming outspread of violence, extremism and terrorism in the different regions of the world directly threatening the ethnic and religious minorities,

Bearing in mind the emergence and the evolution of the intemational criminalization of genocide in the intemational law,

Having discussed the issues of impunity, individual and state accountability for the crime of genocide, the appropriate means of addressing the consequences of this crime,

Noting the importance of the global struggle against genocides and other crimes against humanity, Emphasizing the role that various govemments, parliaments, intemational organizations and civil society have in the prevention of genocide and their contribution to fostering prevention mechanisms,

Acknowledges that genocide is  the ultimate crime with irreversible consequences, and calls upon ali states to bring their utmost contribution to the strengthening of genocide prevention mechanisms,

Reaffirms that the primary genocide prevention mechanisms remain the ones existing in tbe framework of the United Nations and welcomes the adoption of UN Human Rights Council resolution on March 27, 2015 entitled “Prevention of Genocide”,

Stresses that genocide prevention depends on the efficiency of human rights protection, the strength of the culture of tolerance and non-discrimination,

Recognizes that denial, in particular on a state level, is unacceptable and underlines that timely condemnation of genocides and efficiently addressing their consequences may serve as important tools for prevention and reconciliation,

Calls upon the intemational community on the eve of the Centennial commemorations of the Armenian Genocide to support the continuous efforts aimed at its worldwide recognition.”
VIII. Síntesis de las reuniones bilaterales o con altas autoridades que se lleven a cabo con ocasión de la visita al exterior.

-Reunión con el Presidente del Grupo de Amistad Armenio-Chil eno de l a Asamblea Nacional de Armenia. diputado Aragats Akhoyan. El señor Akhoyan se manifestó muy agradado con la visita y expresó que para ambas naciones sería muy provechoso estrechar relaciones a nivel parlamentario.

Por su parte, el diputado Gustavo Hasbún, Presidente del Grupo Interparlamentario Chileno-Armenio formuló una invitación expresa para que parlamentarios armenios y funcionarios de su asamblea legislativa visiten Chile próximamente, lo que se canalizará por la vía diplomática.

-Encuentro con la Ministra de la Diáspora de la República de Armenia. Hranush Hakobyan. La diputada señora Denise Pascal planteó a la señora Ministra la necesidad de avanzar en las relaciones consulares y diplomáticas entre Chile y Armenia, particularmente en el nombramiento de un cónsulde Chile en Armenia ,en una primera etapa, y más adelante en el establecimiento recíproco de embajadas en ambos países.

-Reunión con el Vicemi ni stro  de  Relaciones  Exteriores  para  América Latina. Ashot Hovakimian. La diputada Denise Pascal le transmitió los efectos que ha tenido en Chile la visita que el Presidente de la República de Armenia realizó a Chile en julio de 2014. Añadió que en Chile tanto el Gobierno como la Oposición están comprometidos con el respeto a los derechos humanos y con la paz en el mundo, lo que incluye el compromiso para evitar la  ocurrencia de crímenes de genocidio.Además, le planteó la posibilidad de explorar vías para que en el mediano plazo pudiera existir un cónsul honorario de Chile en Armenia y, en el futuro, una embajada en cada uno de ambos paises.

El señor Hovakimian, junto con agradecer la solidaridad de la Cámara de Diputados de Chile con Armenia por haber reconocido el genocidio de 1915, hizo una completa reseña del panorama de Armenia en el contexto internacional, poniendo énfasis en el reducido tamaño de la diplomacia armenia. No obstante, señaló que apoyará la intención de Chile, a pesar de la distancia, y que espera que ambos países y sus cámaras legislativas estén siempre en contacto, para lo cual hará los esfuerzos para formular otra invitación en el futuro para una estancia más prolongada. Luego se refirió a los países que últimamente han reconocido el genocidio y del efecto que esto ha producido en los países vecinos.También expuso las dificultades que hoy Armenia tiene en la región (Siria, Turquía , Azerbaiyán , Ucrania, Irán, etc.) y las representaciones diplomáticas y consulares de Armenia en América Latina. Concluyó pidiendo que Chile inste por una solución pacifica durante el proceso de negociación con Turquía.

La diputada señora Pascal aclaró que la resolución Nº324, que la Cámara de Diputados de Chile adoptó el 14 de abril de 2015, no se inmiscuye en el conflicto entre Armenia y Turquía, sino sólo en el hecho del genocidio, puesto que el problema tiene que solucionarse por la via del Derecho Internacional.

-Reunión con el Presidente de la Asambl ea Nacional Armenia , el órgano  legislativo unicameral  de  ese  estado,  señor  Galust  Sahakyan. Éste, junto  con agradecer la visita de la delegación chilena y su aporte a la lucha contra el crimen de genocidio, planteó la necesidad y conveniencia de estrechar lazos entre ambas cámaras legislativas. Felicitó a la diputada Denise Pascal por su  impresionante discurso y por el hecho de que, dias atrás, la Cámara de Diputados haya reconocido el genocidio, con lo que Chile se inscribe dentro de los paises amigos de Armenia. Estimó que, uniendo esfuerzos, el siglo XXI puede llegar a ser el Siglo de la Paz, para lo cual es menester que los países y pueblos  anden por el camino de la civilización y del diálogo.

Por su parte, la señora Pascal, en calidad de Jefa de la Delegación, agradeció el cálido recibimiento. En sus palabras, hizo ver las bondades del acercamiento entre los países a través de la democracia parlamentaria como un camino que lleva al diálogo y a la paz y, a su vez, aleja las amenazas de crimenes que involucran a los Estados y que son tan atroces, como el genocidio y los crfmenes de guerra. Hizo hincapié en que el pueblo chileno tiene conciencia de que en el mundo no pueden seguir existiendo violaciones a los derechos humanos. En ese contexto, en este Foro Global, Armenia le dice al mundo que no se puede seguir viviendo sin reconocer los genocidios. Finalmente, expresó su anhelo de que Chile y Armenia se apoyen mutuamente en su desarrollo a través de mejores relaciones diplomáticas que nos lleven a tener consulado y embajada en ambos paises.

IX. Indicación de las obligaciones que asumiría la Cámara de Diputados como resultado de esta participación, para ser sometida a la consideración de la Comisión de Régimen Interno, Administración y Reglamento, como también informar sobre los cargos directivos que el Diputado asuma en alguna de las instancias que componen la organización interparlamentaria respectiva.

Como resultado de las reuniones bilaterales, la delegación chilena ofreció al Presidente de la Asamblea Nacional de Armenia la posibilidad de recibir en Chile a una delegación de parlamentarios y de funcionarios de esa cámara.

Anexo de este documento en:

http://www.camara.cl/sala/verComunicacion.aspx?comuid=14596&formato=pdf
Valparaiso, 5 de mayo de 2015

(Fdo.): DENISE PASCAL ALLENDE, Diputada de la República”.

12. Informa
sobre participación de la delegación parlamentaria que concurrió
al XLVI Periodo Ordinario de Sesiones del Parlamento Andino, efectuado en
 Medellin, Colombia, entre los días 21 al 24 de abril de 2015.

“Honorable Cámara.

Tengo a  honra informar sobre la participación de la representación de la Cámara de Diputados en el XLVI Período Ordinario de Sesiones del Parlamento Andino, realizado en Medellín, Colombia, entre el 21 y el 24 de abril de 2015, compuesta por el diputado señor Fernando Meza, que además representa a la Cámara de Diputados ante la Mesa Directiva del Parlamento Andino. También participaron los diputados señora Marisol Turres y señores  Roberto Poblete y Tucapel Jiménez.

l. Antecedentes

El Parlamento Andino se constituyó mediante Tratado en 1979, como organismo de deliberación y representación, siendo refrendado en el Acuerdo de Cartagena, en 1996, como instancia del Sistema Andino de Integración.

Se compone de cinco países, Colombia, Ecuador, Perú  y  Bolivia,  más Chile (como miembro asociado desde el año 2006). Cada país tiene cinco representantes, que participan en cada una de las siguientes Comisiones: Primera Comisión de Política Exterior y Relaciones Parlamentarias; Segunda Comisión de Educación, Cultura, Ciencia, Tecnología y Comunicación; Tercera Comisión de Seguridad Regional y Desarrollo Sostenible; Cuarta Comisión de Asuntos Económicos, Control, Presupuesto y Turismo; y Quinta Comisión de Asuntos Sociales y Desarrollo Humano. Deliberan sobre temas como el medio ambiente, la educación, la energía, la seguridad, las migraciones, entre otros asuntos relacionados al quehacer normativo, la gestión y la integración.

Entre las atribuciones del Parlamento Andino podemos destacar  la promoción de la cooperación y coordinación con los parlamentos de los países miembros, así como la integración subregional andina, con el objetivo de la integración latinoamericana.

En el marco del XLVI Período Ordinario se realizaron sesiones Plenarias y de Comisiones en la ciudad de Medellín, Colombia.

Los parlamentarios andinos que participaron, además de los chilenos, fueron Hilaria Supa, Luis Alberto Adrianzén, Javier Reátegui (Presidente) e Hildebrando Tapia, por Perú; Cecilia Castro, Silvia Salgado, Pedro De La Cruz, Roberto Gómez y Patricio Zambrano, por Ecuador; Flora Aguilar, Hebert Choque, Eustaquio Cadena, Alberto Moreno y Edwin Moro (suplente), por Bolivia; y Luis Fernando Duque, Mauricio Gómez (Juan Carlos Restrepo), Germán Hoyos, Carlos Osorio y Osear Pérez, por Colombia.

II. Mesa Directiva y Comisiones

La Mesa Directiva del Parlamento Andino sesionó para conocer y sancionar diversas materias de orden administrativo, tomar conocimiento de la agenda tentativa del mes de mayo, los consensos y armonizaciones del Estatuto Andino de Movilidad Humana y la participación en diversas instancias multilaterales.

COMISIÓN PRIMERA DE POLÍTICA EXTERIOR Y
RELACIONES PARLAMENTARIAS

Se debatió sobre el Proyecto de Decisión Nº 05-08-2014, “Para respaldar la creación de la Corte Penal de la Unión de Naciones Suramericanas, que sancione los delitos transnacionales cometidos en la región”. Se fundamenta en que la globalización ha provocado un acelerado cambio en los factores económicos, sociales,  políticos y culturales,  lo que incluye el tema de la delincuencia, con la aparición de bandas delincuenciales trasnacionales que logran evadir las jurisdicciones nacionales, aprovechando la inexistencia de sistemas de investigación y juzgamiento supraterritoriales.

Se consideró la necesidad de crear una instancia judicial a nivel regional que sancione y combata los delitos cometidos en el territorio de los países de UNASUR. Así también, el mandato del artículo 43 del Acuerdo de Cartagena, que plantea la promoción del proceso de integración andina y latinoamericana.

Este Proyecto fue aprobado en la Comisión Primera en la sesión de octubre, pero la Plenaria lo devolvió para un análisis mayor y eventualmente un cambio de redacción.

La Comisión resolvió solicitar a la Secretaría General un Informe y propuesta para la siguiente sesión de Comisión.

COMISIÓN SEGUNDA DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA,
TECNOLOGIA Y COMUNICACIÓN

Se tomó conocimiento de los avances del Proyecto “Diseño de una Ley Marco de Educación en la región andina”. Su objetivo es diseñar una ley marco para la Comunidad Andina, teniendo en cuenta el desarrollo de las políticas educativas de cada país, las condiciones del contexto regional y la implementación de las directrices formuladas en los pactos o declaraciones internacionales.

Para el Parlamento Andino, la educación constituye un tópico esencial para avanzar en la integración regional, dado el papel que hoy tiene el conocimiento en la formación y empoderamiento de los ciudadanos y ciudadanas.

Se ha trazado todo un itinerario para el proceso de construcción del marco regulatorio. Se incluyen a entidades educativas, seminarios y una circulación final del documento entre los gobiernos y la sociedad civil vinculada a la educación de los países andinos.

COMISIÓN TERCERA DE ASUNTOS DE SEGURIDAD REGIONAL
Y DESARROLLO  SOSTENIBLE

Esta Comisión se encargó de debatir el Proyecto “Conferencia Amazónica Regional rumbo a la COP21. Cambio Climático: Reflexiones, compromisos e intercambio de saberes”. La conferencia se realizaría los días 11 al 13 de junio de 2015, en Pucallpa, Ucayali, Perú.

Sus objetivos son recoger los intereses y modelos de protección ambiental de las comunidades amazónicas y andinas; realizar un trabajo de acercamiento de 'buenas prácticas' y tecnologías ancestrales usadas por las comunidades; y promover una amplia participación de las comunidades locales.

Además se analizaron las propuestas de colaboración de Europa, América Latina y el Caribe, a través de Eurolat, sobre una agenda común para la COP21, de París.

COMISIÓN CUARTA DE ASUNTOS ECONÓMICOS, CONTROL,
PRESUPUESTO Y TURISMO

Se reunió para conocer del Informe sobre “Las relaciones económicas y de cooperación Unión Europea I América Latina y el Caribe”. En el contexto de la crisis europea, que ha abierto nuevas opciones de reforzar los lazos birregionales, por una parte, y la disminución de los flujos económicos, por otra.

Los efectos negativos generados a partir de la situación europea, provocan por ende una relación de mayor equilibrio, considerando los niveles de gobernanza y progreso económico de la región.

Se recomendó implementar un sistema de interconexión directa; plantear un diálogo macroeconómico; y la creación de un grupo estratégico de negociación.

COMISIÓN QUINTA DE ASUNTOS SOCIALES Y DESARROLLO HUMANO

El punto central del análisis fue el conocimiento de la matriz final con las observaciones y modificaciones realizadas al Proyecto de “Estatuto Andino de Movilidad Humana”, que tiene por objeto regular las relaciones entre los Estados miembros de la Comunidad Andina con los ciudadanos, en cuanto al ejercicio de sus derechos de movilidad humana, permanencia y circulación subregional.

Se revisó la propuesta final elaborada por la Vicepresidenta  señora Silvia Salgado (Ecuador) y la Consultora Alexandra Castro, experta en Migración, encargada del trabajo técnico. Se agregaron algunas observaciones.

III. Actividades y Plenarias

Una de las actividades programadas fue la instalación del Parlamento Andino Universitario en la Universidad Pontificia Bolivariana de Medellín, contando con la presencia de 25 jóvenes estudiantes, además de los Decanos de las Facultades de Derecho y de Ciencias Políticas. Todos resaltaron la importancia de que esta iniciativa se transforme en un espacio de valoración de la actividad parlamentaria y que puedan surgir propuestas y liderazgos que se materialicen en el futuro.

También se realizó una reunión de trabajo patrocinada por el Municipio de Medellín, con la Empresa Pública de Medellín (EPM), donde el Gerente General, señor Juan Esteban Calle Restrepo, expuso sobre la naturaleza y proyecciones de esta empresa líder en innovación y desarrollo sustentable, como un ejemplo de empresa pública eficiente. Se adjunta en anexo Nº 1

La Sesión de Instalación, se inició con las intervenciones del Presidente del Parlamento Andino, señor Javier Reátegui (Perú). También intervino el Vicepresidente del Parlamento Andino, señor Luis Fernando Duque (Colombia). Finalmente dio la bienvenida a las delegaciones el señor Luis Fernando Suárez, Vicealcalde de Gobernabilidad, Seguridad y Servicio a la Ciudadanía del Municipio de Medellín.

La primera Sesión Plenaria se destinó a analizar “Iniciativas de desarrollo normativo para la salvaguardia de los activos económicos de nuestros saberes tradicionales y ancestrales”. Los expositores fueron el diputado señor Roberto Poblete, Presidente de la Comisión de Cultura, Artes y Comunicaciones de la Cámara de Diputados de Chile, y el señor Ignacio Soqueré Tomichá, Viceministro de lnterculturalidad del Estado Plurinacional de Bolivia. Sus intervenciones se adjuntan en anexos Nº 2 y 3.

La protección de los  saberes ancestrales en la Comunidad Andina, se abordó desde la necesidad de promover y robustecer la normativa para resguardar el valor económico y patrimonial de las riquezas tradicionales.

Se hizo presente el cuestionamiento a las teorías oficiales del poblamiento americano, a partir de leyendas ancestrales del pueblo pehuenche. A partir de ello surge la importancia del resguardo de las comunidades originarias.

Se conoció el proceso de institucionalización que está desarrollando Bolivia en materia patrimonial, a partir de un reconocimiento constitucional. Como asimismo, los esfuerzos por revertir la pérdida de bienes patrimoniales y la restitución de algunas piezas de artesanía.

Debate:

Se plantearon diversas experiencias de los países de la Comunidad Andina en que los bienes tradicionales han sido patentados en el exterior. Así, se ha perdido un valioso patrimonio que hay que salvaguardar y rescatar.

El diputado señor Fernando Meza hizo un recuerdo de una semilla medicinal del sur de Chile que ha sido patentada en Austral ia. Asimismo hizo un fuerte llamado a la Comunidad Andina a trabajar en conjunto para contrarrestar dichas prácticas y proteger a las comunidades.

En la segunda Sesión Plenaria se analizó el tema “Hacia la construcción de un Marco Regulatorio Regional para combatir el tráfico ilícito de bienes patrimoniales, biopiratería y protección de saberes tradicionales y ancestrales”. Los expositores fueron la Directora de Programas de Cultura del Convenio Andrés Bello, politóloga señora Diana Rey, y el Presidente del Parlamento Andino, economista señor Javier Reátegui Rosselló. Sus intervenciones se adjuntan en anexos Nº 4 y 5.

Se entregó detallada información de cifras de tráfico y cuantificación de especies sustraídas en los distintos países. Redes de distribución, causas y avances jurídicos para su desarticulación. Además de recomendaciones para enfrentar como bloque algunas propuestas en instancias internacionales.

Se destacó la Quínoa, como producto ancestral, su importancia para las comunidades y las economías locales y las gestiones para ser registrada como semilla orgánica andina.

Debate:

Se propusieron varios planteamientos de acuerdos, destacando la iniciativa del diputado Fernando Meza, en cuanto a implementar una Ley Marco de la Comunidad Andina sobre protección del Patrimonio Ancestral, que armonice las legislaciones de los países de la Comunidad.

Asimismo, sobre la necesidad de instaurar un catastro de patrimonio natural (semillas) en los países andinos, y un inventario de recursos genéticos y de medicina que posee cada uno.

Se propone plantear como tema para la agenda en Eurolat, la recuperación de riquezas ancestrales.

Finalmente se realizó un acto solemne de condecoración, en el grado de Gran Oficial, al señor Moisés Benamor, Jefe de la Sección de Apoyo a Instituciones Representativas, de la Organización de Estados Americanos.

En la tercera Sesión Plenaria, se abordó el “Estatuto Andino de Movilidad Humana”. Expuso la señora Silvia Salgado, Vicepresidenta del Parlamento Andino (Ecuador). Se adjunta en anexo Nº 6.

La regulación de la movilidad entre los países miembros, la promoción de los derechos migratorios, la libre permanencia o circulación, son algunos de los aspectos que sustenta el Estatuto Andino de Movilidad.

El documento norma a los ciudadanos andinos y extranjeros que estén establecidos de manera regular en un país miembro de la Comunidad Andina, en sus movimientos migratorios hacia otro país miembro, incluyendo el ejercicio del derecho de circulación, y demás derechos reconocidos.

Debate:

Se profundizó en los diversos aspectos del Estatuto, y se destacó el buen trabajo y el aporte que significa para toda la Comunidad Andina y cada uno de los países.

Se reafirmó la voluntad de involucrar a organismos públicos y a la sociedad civil, con crecientes niveles de participación, en un documento que describe la realidad de los países y hace un compilado de los acuerdos suscritos.

Finalmente, se aprobó por la unanimidad de los asistentes.

IV. Acuerdos Declaración

El Parlamento Andino se solidariza con el pueblo chileno por la erupción del volcán 
Calbuco.

Para tales efectos, expresa su solidaridad a la Presidenta de la República de Chile, a los miembros de la delegación parlamentaria de la Cámara de Diputados de Chile, así como a las comunidades que se han visto afectadas y en general con el pueblo chileno por la difícil situación que afronta la región de Los Lagos, a causa de la erupción del volcán Calbuco.

Propuesta por el parlamentario Luis Fernando Duque (Colombia). El texto se adjunta en anexo Nº 7.

Decisión 1343

Por medio de la cual se aprueba el Estatuto Andino de Movilidad Humana.

A través de la Secretaría General se hace entrega oficial a los Poderes Legislativos de los países miembros de la Comunidad Andina con el propósito de que las máximas instancias legislativas de la región acojan el instrumento técnico y normativo del Parlamento Andino, el mismo que contó con la participación de  técnicos, académicos, expertos, legisladores, parlamentarios, organizaciones ciudadanas, organizaciones técnicas especializadas y de cooperación internacional, así como autoridades locales y nacionales de los Países Andinos. El texto se adjunta en anexo Nº 8

V. Próximas  reuniones

Las próximas sesiones ordinarias se efectuarán entre el 25 y el 28 de mayo de 2015.


Anexo de este documento:
http://www.camara.cl/sala/verComunicacion.aspx?comuid=14601&formato=pdf

(Fdo.): FERNANDO MEZA MONCADA, Diputado de la República”.

13. Oficio de la Corte Suprema. (boletín 9934-03)

“Oficio N° 51-2015


Informe Proyecto de Ley 12-2015


Antecedente: Boletín N° 9934-03.


Santiago, 28 de abril de 2015.


Mediante Oficio N° 11.761, el Presidente de la Cámara de Diputados, al tenor de lo dispuesto en los artículos 77, incisos segundo y tercero de la Constitución Política de la República y 16 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, remitió a esta Corte el proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales en materia de ilícitos contra la libre competencia (Boletín N° 9934-03).


Impuesto el Tribunal Pleno del proyecto en sesión del día 24 del presente mes, presidida por el suscrito y con la asistencia de los Ministros señores Hugo Dolmestch Urra, Héctor Carreño Seaman, Pedro Pierry Arrau, Carlos Künsemüller Loebenfelder, Haroldo Brito Cruz y Guillermo Silva Gundelach, señoras Rosa Egnem Saldías y María Eugenia Sandoval Gouët, señores Juan Eduardo Fuentes Belmar, Lamberto Cisternas Rocha y Ricardo Blanco Herrera, señora Gloria Ana Chevesich Ruiz, señor Carlos Aránguiz Zúñiga y señora Andrea Muñoz Sánchez, acordó informarlo al tenor de la resolución que se transcribe a continuación:


“Santiago, veintisiete de abril de dos mil quince.


Visto y teniendo presente:


Primero: Que por Oficio N° 11.761, el Presidente de la Cámara de Diputados, al tenor de lo dispuesto en los artículos 77, incisos segundo y tercero de la Constitución Política de la República y 16 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, remitió a esta Corte el proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales en materia de ilícitos contra la libre competencia (Boletín N° 9934-03);


Se hace hincapié en las falencias de la legislación vigente y entre estos aspectos destaca la falta de poder disuasivos de las sanciones actualmente contempladas para los ilícitos relacionados con la materia, especialmente el relativo a la colusión, figura reconocida como la más nociva para el adecuado funcionamiento de los mercados.


Se aborda también la necesidad  de una figura penal que sancione de manera precisa las conductas atentatorias contra la libre competencia, de manera de proporcionar real protección a los consumidores;

 
Segundo: Que el Artículo Primero Permanente del proyecto introduce modificaciones al Decreto con Fuerza de Ley N° 1, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 211, de 1973, que determina normas para la defensa de la libre competencia. En el contexto de estas modificaciones se establece un delito penal para el evento de obtención de beneficios económicos por conductas que atentan contra la libre competencia; se modifica el monto fijo de la multa que regula el artículo 26 por un monto variable de hasta una suma equivalente al doble del beneficio efectivamente obtenido y hasta el triple en caso de reincidencia; y se establece una nueva sanción de inhabilitación para optar a cargos públicos y participar en directorios de sociedades anónimas así como en empresas o sociedades del Estado hasta por 5 años.

 
El Artículo Segundo Permanente  incorpora un nuevo artículo 286 bis en el Título VI Párrafo 7° del Libro II del Código Penal, mediante el cual se crea un nuevo tipo penal de colusión.

 
El Artículo Tercero Permanente introduce una modificación al artículo 51 de la Ley 
N° 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, consistente en hacer aplicable el procedimiento de interés colectivo o difuso para el evento que éstos se vean afectados por infracciones al DL N° 211;

 
Tercero: Que no obstante que en la solicitud de informe a esta Corte no se especifican las normas a las que se atribuye el carácter de orgánicas y/o de atribución de competencia, es posible desde luego advertir que la iniciativa contiene modificaciones a ese orden a las que se hará referencia. 

 
En relación a los nuevos incisos segundo y tercero del artículo 3º que incorpora el Proyecto en que se tipifica un ilícito penal para las personas naturales que “ejecuten, acepten u obtengan” beneficio económico de las conductas que en lo precedente se indican, y sin perjuicio de observar que la forma verbal “ejecutar” no guarda relación con el complemento directo de la oración, no se divisa la razón para establecer en este cuerpo de normas el ilícito penal, en lugar de su incorporación en las modificaciones que se pretende introducir en el Código Penal.


Se considera también innecesario hacer mención expresa que la competencia para conocer y sancionar el delito que se tipifica corresponderá a los Tribunales Ordinarios de Justicia.


Llama también la atención que para la configuración del ilícito infraccional de colusión en la letra a) del artículo 3° en mención, se decide mantener el elemento relativo a la necesidad que los acuerdos entre los competidores “les confieran poder de mercado”, en circunstancias que, en la práctica, el mismo ha generado serias dificultades para integrar el tipo;

  
Cuarto: Que, por su parte, la modificación al artículo 26 del Decreto Ley en referencia resalta como una de las modificaciones más relevantes en el intento disuasivo, en relación a las prácticas anticompetitivas y particularmente en lo que concierne a la colusión, se propone en primer lugar, para el evento precisamente de colusión elevar la sanción de multa hasta por una suma equivalente al doble del beneficio efectivamente obtenido por el infractor producto de la afectación a la libre competencia, y, en caso de reincidencia, se eleva al triple, sin perjuicio de las responsabilidades penales y civiles que correspondan.


El inciso final que se propone agregar al texto supone notificar de la sentencia infraccional sólo al Ministerio Público, pudiendo resultar también aconsejable hacer lo propio con la Fiscalía Nacional Económica.


Por otra parte y en relación a la nueva letra d) que se propone agregar al texto en análisis, cabe destacar que es realmente posible que la sanción de inhabilitación para ser director de una sociedad anónima y/o director ejecutivo de una empresa o sociedad del estado pueda constituir una herramienta realmente disuasiva. Sin embargo, no queda claro que en los mismos términos aparezca atribuible la sanción a las personas naturales y jurídicas;

 
Quinto: Que el contenido del inciso tercero que se propone agregar al artículo 30 de este DL 211, persigue hacer aplicable el procedimiento concluido en el párrafo 2° del Título VI de la Ley N° 19.496 a las indemnizaciones que se pretendan por haberse visto afectado el interés difuso o colectivo de los consumidores con ocasión de infracciones al presente Decreto Ley, aparece realmente innecesario, y aún más, como lo ha hecho notar esta Corte Suprema en informes anteriores (Oficio 8-2012 de 17 de enero de 2012. Boletín 8092-03) puede resultar limitativa la mención, atendido los términos amplios que exhibe la letra b) del artículo 2° bis de la Ley de Protección al Consumidor, que admite su integración con las diversas leyes en que se configuren ilícitos que comprometan ese tipo de intereses; 


Sexto: Que cabe reiterar la observación recientemente formulada en relación al efecto limitativo que puede acarrear el incorporar como circunstancia especial de aplicación del procedimiento allí regulado, el haberse infringido las disposiciones de la Ley N° 19.496 o el DL 211, en circunstancias que la analizada es una norma abierta que otorga cabida a otras situaciones de afectación de los intereses colectivos o difusos de los consumidores; 

 
Séptimo: Que en cuanto a la modificación al Código Penal que se propone ésta se plantea mediante la incorporación en el Título VI, párrafo 7º, el siguiente artículo 286 bis para tipificar y sancionar penalmente el delito de colusión:

 
Artículo 286 bis. El que ordene, celebre o ejecute acuerdos expresos o tácitos, mediante los cuales se fijen precios de venta o de compra, se limite su producción, se asignen cuotas de mercado o zonas de desarrollo de la actividad, o se impida el ingreso de nuevos agentes, de tal manera que con dichos acuerdos o prácticas se impida la libre competencia, será penado con presidio o reclusión menor en su grado medio a máximo y una multa fiscal de hasta 1000 unidades tributarias mensuales. 

 
Cabe advertir que esta decisión corresponde estrictamente al ámbito de una política pública legislativa la que se aprecia incorporada también con una finalidad esencialmente disuasiva, particularmente en lo que concierne al ilícito de colusión.


Por estas consideraciones y de conformidad, además, con lo dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 18 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, se acuerda informar en los términos precedentemente expuestos 


el proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales en materia de ilícitos contra la libre competencia. Ofíciese.


PL-12-2015”.


Saluda atentamente a V.S.


(Fdo.): SERGIO MUÑOZ GAJARDO, Presidente; ROSA MARÍA PINTO EGUSQUIZA, Secretaria

AL SEÑOR PRESIDENTE

MARCO ANTONIO NÚÑEZ LOZANO

H. CÁMARA DE DIPUTADOS

VALPARAÍSO”.

14. Oficio de la Corte Suprema por el cual remite opinión respecto del
proyecto, iniciado en mensaje, que “Modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 211, de 1973, que Fija normas para la defensa de la libre competencia.”. (boletín 9950-03)

“Oficio N°  
52-2015


Informe Proyecto de Ley 14-2015


Antecedente: Boletín N° 9950-03.


Santiago, 28 de abril de 2015.


Mediante Oficio N° 11.773, el Presidente de la Cámara de Diputados, al tenor de lo dispuesto en los artículos 77, incisos segundo y tercero de la Constitución Política de la República y 16 de la Ley N° 18.918, Orgánica constitucional del Congreso Nacional, remitió a esta corte el proyecto de ley que modifica que modifica el DFL N° 1 de 2004 del Ministerio de Economía Fomento y Reconstrucción que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del DL 211, de 1973 (Boletín N° 9950-03).


Impuesto el Tribunal Pleno del proyecto en sesión del día 24 del presente mes, presidida por el suscrito y con la asistencia de los Ministros señores Hugo Dolmestch Urra, Héctor Carreño Seaman, Pedro Pierry Arrau, Carlos Künsemüller Loebenfelder, Haroldo Brito Cruz y Guillermo Silva Gundelach, señoras Rosa Egnem Saldías y María Eugenia Sandoval Gouët, señores Juan Eduardo Fuentes Belmar, Lamberto Cisternas Rocha y Ricardo Blanco Herrera, señora Gloria Ana Chevesich Ruiz, señor Carlos Aránguiz Zúñiga y señora Andrea Muñoz Sánchez, acordó informarlo al tenor de la resolución que se transcribe a continuación:


“Santiago, veintisiete de abril de dos mil quince.


Visto y teniendo presente:


Primero: Que por Oficio N° 11.773, el Presidente de la Cámara de Diputados, al tenor de lo dispuesto en los artículos 77, incisos segundo y tercero de la Constitución Política de la República y 16 de la Ley N° 18.918, Orgánica constitucional del Congreso Nacional, remitió a esta corte el proyecto de ley que modifica que modifica el DFL N° 1 de 2004 del Ministerio de Economía Fomento y Reconstrucción que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del DL 211, de 1973 (Boletín N° 9950-03);

 
 Segundo: Que el proyecto de ley, iniciado por Mensaje, da cuenta de la necesidad de efectuar ajustes a la normativa sobre libre competencia a fin de prevenir y sancionar adecuadamente en su caso las prácticas anticompetitivas. Se añade que, habiendo demostrado la experiencia que las sanciones y demás medidas actualmente vigentes para el evento de castigar las infracciones a las normas del DL 211 no han evidenciado el poder disuasivo que se esperaba, es que, uno de los ejes de la reforma apunta en la dirección de incrementar las sanciones (Actualmente la máxima en 30 UTM), en lo infraccional, contemplándose una accesoria especial cuando se trate del ilícito de colusión.


Se busca por otra parte facilitar la configuración del ilícito infraccional eliminando el presupuesto de que el acuerdo o práctica confieran poder de mercado.


Con el mismo ánimo disuasivo se estima necesario reponer la criminalización de las conductas anticompetitivas, pero esta vez limitada sólo a la colusión, y se tipifica un delito de esta naturaleza en el nuevo artículo 286 bis del Código Penal, con los elementos que integran este ilícito (Libro II, Título IV, Párrafo 7°. Hasta hoy ha sido posible hacer aplicación de los artículos 285 y 286 del Código Penal en que sanciona con reclusión menor en sus grados mínimo a medio y multa de seis a diez unidades tributarias mensuales a quienes por medios fraudulentos consiguieren alterar el precio natural del trabajo, de los géneros o mercaderías, acciones, rentas públicas o privadas o de cualesquiera otras cosas que fueren objetos de contratación.


En lo que toca al aspecto de la prevención, se fortalece la delación compensada que había resultado ineficaz por cuanto sólo producía efectos respecto de la multa pero no en cuanto a la sanción penal. El proyecto –además de ampliar el beneficio, incluso a la exención de las multas  en  los casos descritos en él, modificando el artículo 39 bis-, hace aplicable este beneficio también en materia penal, así como en relación a las otras sanciones que la ley contempla (disolución y/o prohibición de contratar con órganos del Estado). En esta virtud se hace posible entonces acceder a la exención de responsabilidad infraccional, y/o penal, para el que primero entregue información eficiente a la Fiscalía Nacional Económica.


También en el espectro de prevención, se establece un régimen de control preventivo y obligatorio a cargo de la Fiscalía Nacional Económica en relación a los actos de fusiones u operaciones de concentración entre las empresas, esto es, cuando dos o más agentes económicos, previamente independientes, dejan de serlo por la vía de uniones o fusiones de empresas. Este control en la actualidad se concreta en la fase de consulta o sede voluntaria ante el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia (en adelante TDLC) cuando la operación esté sólo en proyecto, o, por la vía contenciosa cuando la concentración de empresas ya ha operado. A este respecto el Proyecto contempla un nuevo Título IV denominado “De las operaciones de concentración” en que se contienen las modalidades  y circunstancias en las que  ha de concretarse este control que será obligatorio cuando se alcancen los umbrales de relevancia que determine el respectivo reglamento que dictará el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.


Si no se superan tales umbrales la notificación de una eventual concentración será voluntaria sin perjuicio de las facultades de la Fiscalía Nacional Económica para investigar. Se establece un procedimiento para llevar a cabo este control y se radica su sustanciación en la Fiscalía Nacional Económica, a través de dos fases de tramitación previo a emitir la resolución respecto del asunto.


Para el evento de incumplimiento de esta normativa relativa a la concentración, el mismo artículo 3° bis hace aplicable las medidas del artículo 26 (sentencia definitiva del TDLC) a las conductas que allí se especifican.


Con ocasión de conceder a la Fiscalía Nacional Económica atribución especial para efectuar estudios sobre la evolución competitiva de los mercados y así podrá contribuir al desarrollo de mejores políticas públicas en la materia y, como complemento de ello, es que se le traspasa esa facultad- hoy a cargo del TDLC- de efectuar recomendaciones de modificaciones normativas (legales y reglamentarias);

 
Tercero: Que el proyecto consta de tres artículos permanentes y cuatro disposiciones transitorias.

 
El Artículo Primero Permanente introduce una serie de modificaciones al Decreto con Fuerza de Ley N° 1, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto Ley N° 211, de 1973, que contiene las normas para la defensa de la libre competencia, particularmente en lo que se refiere a atribuciones y pautas orgánicas del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia y de la Fiscalía Nacional Económica; se crea un nuevo procedimiento de control de las operaciones de concentración; se modifica la configuración del ilícito anticompetitivo de colusión; se modifican e incrementan las sanciones aplicables; se fortalece y amplía el ámbito la delación compensada; y se perfeccionan las herramientas de investigación y de control por parte de los entes intervinientes.

 
El Artículo Segundo Permanente introduce modificaciones al Código Penal, mediante las que se tipifica un nuevo ilícito penal de colusión; se establece una exención de responsabilidad penal para el primero que hubiere aportado antecedentes a la Fiscalía Nacional Económica acogiéndose a los beneficios de la delación compensada; y se determina que las investigaciones de hechos constitutivos del delito penal de colusión sólo podrán ser iniciadas por querella de la mencionada Fiscalía. 

 
El Artículo Tercero Permanente introduce una modificación en la Ley N° 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, consistente en adicionar un nuevo inciso segundo al artículo 51 del cuerpo legal referido, con el objeto de permitir que las acciones indemnizatorias derivadas de infracciones al DL N° 211 puedan tramitarse mediante el procedimiento de interés colectivo o difuso cuando se vean afectados estos intereses de los consumidores.

 
El artículo primero transitorio regula la entrada en vigencia de la ley, estableciendo que regirá inmediatamente desde su publicación, salvo las normas relativas al control de operaciones de concentración, cuya entrada en vigencia quedará diferida hasta la tramitación total de la normativa reglamentaria estrictamente necesaria para su implementación.

 
El segundo artículo transitorio otorga al Presidente de la República el plazo de 90 días, desde la publicación de la ley, para la dictación de la reglamentación necesaria para su aplicación.

 
El tercer artículo transitorio establece, para quienes se desempeñen como integrantes del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia a la época de entrada en vigencia de la ley, la ultra-actividad de las normas vigentes a la época de su designación.

 
Finalmente, el artículo cuarto transitorio regula el financiamiento del mayor gasto fiscal que irrogue la ley durante su primer año de vigencia;


Cuarto: Que el oficio de la Cámara de Diputados no individualiza los preceptos que, en concepto de la Cámara, tienen carácter orgánicos y/o de atribución de competencia y que, en consecuencia, deban ser informados por esta Corte. Sin perjuicio de ello, es dable advertir que en la iniciativa existen modificaciones orgánicas y procedimentales en la modificación e incorporación de nuevos textos al Decreto con Fuerza de Ley N° 1, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto Ley N° 211, de 1973, que establece normas para la defensa de la libre competencia. Relevante resulta además la introducción de los artículos 286 bis y 286 quáter del Código Penal; así como se evidencia también pertinente abordar la modificación del artículo 51 de la Ley N° 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, disposiciones a las que se hará referencia en el presente informe;

 
Quinto: Que por la vía de sustituir el inciso octavo del artículo 6° actual, el proyecto de ley en análisis establece la dedicación exclusiva de los integrantes titulares del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, de manera que no podrán prestar servicios de ningún tipo a personas naturales o jurídicas, o ejercer en cualquier forma las actividades propias del título o calidad profesional que posean, con excepción del ejercicio de la actividad docente hasta por doce horas semanales (nuevo inciso décimo). 

 
A consecuencia de lo anterior, el proyecto también propone ajustar las causales de inhabilidades, en términos de hacer cesar la competencia de los ministros que hayan prestado servicios a partes o intervinientes durante los dos años anteriores a la fecha de ingreso de una causa o investigación (nuevo Artículo 11 DL Nº 11).


No obstante lo anterior, el proyecto propone liberar a los ministros suplentes de la dedicación exclusiva, pero determinando la incompatibilidad para asesorar o prestar servicios en materias relacionadas con la libre competencia a personas sometidas a la jurisdicción del Tribunal o, a personas que asesoran o prestan servicios profesionales en estas materias (nuevo Artículo 6° DL Nº 11).

 
Esta modificación asimila, en alguna medida, la situación de los jueces del Tribunal de la Libre Competencia al estatuto que rige actualmente, conforme al Código Orgánico de Tribunales, a los jueces en general. Este cuerpo normativo contempla ciertas prohibiciones e incompatibilidades que hasta ahora no alcanzaban a los jueces de dicho tribunal especial. Las medidas recién indicadas parecen adecuadas, dada la importancia pública de la labor que desempeñan los magistrados del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia lo que justifica que concentren toda su atención profesional a la labor jurisdiccional, en especial por el impacto y efectos a nivel país que alcanzan sus decisiones; 

 
Sexto: Que en este proyecto se priva al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia de la facultad de efectuar recomendaciones de modificación o derogación de preceptos legales o reglamentarios contrarios a la libre competencia y de efectuar recomendaciones para la dictación de preceptos legales o reglamentarios en función de fomentar la competencia, las que se traspasan a la Fiscalía Nacional Económica (antiguo Artículo 18 Nº 4 en relación con el nuevo artículo 39 q) del DL Nº 211).

 
Cabe destacar a este respecto que, en concordancia con uno de los fundamentos entregados para justificar esta modificación se incorporó una nueva letra q) al artículo 39 del DL 211 en que se adiciona, entre las atribuciones y deberes de la Fiscalía Nacional Económica, el relativo a realizar estudios sobre la evolución competitiva de los mercados, en cuyo caso podría solicitar todos los antecedentes e información que el mismo artículo le hace disponible.


No obstante los fundamentos expuestos, particularmente en cuanto las recomendaciones normativas de la Fiscalía Nacional Económica podrían tener justificación en los estudios sobre evolución competitiva, que por estas modificaciones se le encomiendan, no se considera adecuado privar al Tribunal de la Defensa de la Libre Competencia de dichas atribuciones por cuanto este organismo es el que ejerce la labor propiamente jurisdiccional, dando aplicación vinculante a las normas sobre la materia a la vez que cumple también una labor de análisis de mercado, especialmente en lo que concierne a los informes que le son encomendados en relación a las condiciones de monopolio y de libre competencia en temas de regulación tarifaria y otros de similar envergadura, lo que le hace apto para proponer modificaciones legales y reglamentarias en orden a promover la libre competencia, ello sin perjuicio de permitirse también a la Fiscalía Nacional Económica algún grado de injerencia en materia de recomendaciones en este sentido; 


Séptimo: Que se persigue en el proyecto limitar la legitimación activa para iniciar un procedimiento no contencioso de consulta, permitiendo que éste solamente pueda ser iniciado por la Fiscalía Nacional Económica y por quienes sean parte en los hechos, actos o contratos objeto de la consulta, excluyéndose la posibilidad de que se inicie el mismo por quienes tengan interés legítimo, como lo permite la actual norma (nuevo Artículo 18 Nº 2 del DL Nº 211). Se persigue con ello frenar el intento de otros competidores que busquen entrabar actos y contratos de determinados agentes económicos mediante el mecanismo de consulta por la vía voluntaria. Se hace expresa reserva en este texto, en orden a que se trata de actos o contratos distintos a los que regula el nuevo título IV que incorpora el proyecto, sobre operaciones de concentración.


Si bien el restar la participación de terceros con interés legítimo a los efectos de iniciar un proceso de consulta produce el efecto descongestionar la labor, más bien preventiva del tribunal, lo cierto es que no priva del todo a los terceros con esas características de poder participar cuando realmente se pueda ver afectado su interés, desde que ello no inhibe que puedan seguir formulando denuncias ante la Fiscalía Nacional Económica para que este ente formule la consulta, previo análisis de los antecedentes, y se inicie así el procedimiento no contencioso aludido. Si bien con ello se logra resguardar que un procedimiento no contencioso de consulta sólo se inicie cuando exista real mérito para ello, calificado por la Fiscalía Nacional Económica, no es menos cierto que la solución para un tercero, con legítimo interés en un pronunciamiento por esta vía se vea retardada, y en ocasiones, resulte ineficaz en la protección de ese interés;

 
Octavo: Que el proyecto de ley analizado propone otorgar al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia la facultad de dictar autos acordados para una adecuada administración de justicia (nuevo Artículo 18 Nº 5 del DL Nº 211).

 
Sin perjuicio de la facultad del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia para regular sus asuntos administrativos internos a partir de sus particulares necesidades y conocimientos especializados en la materia, como también de los problemas que se suscitan ante él, cabe tener presente que, si bien los autos acordados de dicho tribunal que el proyecto en estudio propone instaurar no quedarían al amparo del control expreso del Tribunal Constitucional, sí estarían sujetos a la superintendencia económica que ejerce esta Corte Suprema sobre todos los tribunales del país, con arreglo al artículo 82 de la Constitución Política de la República;

 
Noveno: Que estando incorporados los Informes que corresponde emitir al TDLC integrando las materias a las que resulta aplicable el procedimiento no contencioso regulado en el artículo 31 del DL 211, se contempla en la actualidad que ambos tipos de actuaciones, resoluciones e informes, sean susceptibles del recurso de reposición, reservándose el recurso de reclamación para ante la Corte Suprema sólo para las resoluciones de término. El proyecto modifica el inciso final del artículo en referencia incorporando a los informes como susceptibles también del recurso de reclamación aludido.


Esta Corte Suprema en informes anteriores (Oficio  3 de junio de 2003, AD 195-44) ha hecho presente su disconformidad con asignar esta competencia, netamente administrativa, al TDLC, cuyas decisiones deben enmarcarse en el plano jurisdiccional. Es del caso que el informe, por su naturaleza jurídica, no participa del carácter de resolución judicial susceptible de ser impugnada y de revisión por un Tribunal Superior. Tal como lo ha asentado el Tribunal Constitucional los Informes “revisten el carácter de actos administrativos habilitantes establecidos por el legislador” (sentencia de 7 de septiembre de 2010, autos Rol N° 1448-09), por la vía de disponer que se evacúen, en diversos cuerpos normativos cuando se requiere un dictamen eminentemente técnico, verbigracia, Ley General de Servicios Eléctricos, Ley General de Telecomunicaciones, Ley General de Servicios Sanitarios, etc.


En tales condiciones, no resulta coherente la satisfacción de una exigencia legal, de carácter técnico, con establecer un medio de impugnación respecto del contenido de ese presupuesto habilitante, para ante un tribunal superior, estrictamente jurisdiccional;

 
Décimo: Que en cuanto a la modificación del artículo 39 letra ñ) del DL 211, el proyecto de ley analizado pretende extender a terceros los efectos de los acuerdos extrajudiciales celebrados por la Fiscalía Nacional Económica con agentes económicos una vez aprobados por el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia (nuevo Artículo 39 letra ñ) del DL Nº 211).


Aunque no es propiamente una disposición orgánica o de atribución de nueva competencia se considera necesario abordar el análisis comparativo con las facultades del Tribunal y alcances de la conciliación que en el procedimiento general puede acordarse ante el TDLC.


Si la conciliación es aprobada por el Tribunal (artículo 22) puede deducirse por personas que no fueron parte de ella, pero admitidas a litigar, el recurso de reclamación para ante la Corte Suprema.


En la modificación a la letra ñ), en su párrafo segundo, se autoriza a la Fiscalía celebrar acuerdos extrajudiciales con los agentes económicos investigados, estas conciliaciones son conocidas por el TDLC en una sola audiencia, y puede rechazar o aprobar el  acuerdo, y al efecto establece la norma actual que ejecutoriada la resolución que se pronuncie sobre dicho acuerdo, será vinculante para los participantes y ahora, por el proyecto, se agrega que la resolución aprobatoria producirá efectos respecto de terceros.


No se especifica el alcance de tales efectos que alcanzarán a terceros, esto es, si sólo cubren el espectro de libre competencia, o comprenden a otros, así como tampoco se contempla la posibilidad de participación de los usuarios y/o de impugnar la resolución aprobatoria que les afectará;

 
Undécimo: Que en el nuevo Título IV adicionado al DL 211 -que contempla el Control Preventivo y Obligatorio de las fusiones u operaciones de concentración de las empresas, procedimiento aplicable, órgano a cargo del control, y sanciones- el punto central para determinar cuándo esas fusiones o concentraciones atentan contra la libre competencia está dado por la pérdida de independencia de las mismas para proceder en su cometido.


El control preventivo de que se trata se verifica hasta hoy por el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, por la vía del procedimiento voluntario de la consulta.


El proyecto propone en el nuevo Título IV, artículos 46 a 60 un nuevo sistema de control de concentraciones, a cargo de la Fiscalía Nacional Económica.

Se fija un mecanismo de control preventivo y obligatorio para aquellas operaciones en que los agentes económicos involucrados superen un umbral de ventas definido por el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo mediante el Reglamento respectivo. En concreto, lo que establece el proyecto es que aquellas operaciones que superen el umbral referido deberán ser notificadas obligatoriamente por los agentes económicos involucrados, a la Fiscalía Nacional Económica, so pena de aplicársele las medidas del artículo 3 bis, que incluyen las medidas del artículo 26 (nuevos Artículos 3° bis, 47 y 48 del DL Nº 211).

No obstante lo anterior, el proyecto también contempla la posibilidad que los agentes económicos involucrados en una operación de concentración que no superen los umbrales definidos, puedan notificar voluntariamente su operación con el objeto de someterse al control de la Fiscalía Nacional Económica, y, eventualmente, para el evento de ser aprobada, evitar que se genere responsabilidad a su respecto (nuevos Artículos 32 y 48 del DL Nº 211). 

Sin perjuicio de ello, se señala que la Fiscalía Nacional Económica conservará la facultad de instruir las investigaciones que estime procedentes respecto de operaciones de concentración que no le hayan sido notificadas voluntariamente en el plazo de 1 año contado desde el perfeccionamiento de la operación (nuevo Artículo 48 del DL Nº 211).


La Fiscalía Nacional Económica ejerce el control a través de un procedimiento que comprende dos fases de conocimiento y decisión.


Si en la primera de estas fases opta por extender la investigación hasta por 90 días, tiene lugar la segunda fase al término de la cual pude adoptar las siguientes decisiones: a) aprueba la operación de concentración pura y simplemente; b) la aprueba con condiciones, o c) prohíbe la operación. En este último caso el proyecto prevé, en su nuevo artículo 57 inciso final, un recurso de revisión especial para ante el TDLC, que deberá deducirse en el plazo de 10 días contados desde la notificación de la resolución.


No se divisa inconveniente para que el nuevo procedimiento de control quede entregado a la Fiscalía Nacional Económica en la modalidad descrita, toda vez que se permite la impugnación de la resolución prohibitiva de la concentración, ante el TDLC. Sin embargo, parecería también atendible permitir el uso del denominado recurso especial de revisión además para el evento de haber aprobado la Fiscalía Nacional Económica la fusión pero con condiciones que  el interesado puede considerar inadecuadas, exageradas y/o imposibles de cumplir, lo que evidentemente  puede causar un agravio necesario de reparar por un tribunal especializado, lo que resultaría útil también para disuadir de utilizar otras vías de impugnación, como el recurso de protección.


En concordancia con esta nueva regulación de concentraciones es que en el N° 4 del artículo 18 del DL 211 se contempla, entre las facultades y deberes del TDLC, la de substanciar, a solicitud exclusiva del notificante de una operación de concentración, (no le llama recurso) un procedimiento de revisión, cuando éstas hubieren sido prohibidas por el Fiscal Nacional Económico.


A su vez, en el nuevo artículo 31 bis se contiene el procedimiento de revisión especial a que se ha hecho referencia, del que deberá conocer  el TDLC.


El texto recién citado dispone a letra lo siguiente:

“El ejercicio de la atribución contemplada en el numeral 4) del artículo 18, se someterá al siguiente procedimiento: 

Interpuesto el recurso que establece el inciso final del artículo 57 de la presente ley, el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia ordenará al Fiscal Nacional Económico remitir el expediente en que obre la investigación en que se hubiere pronunciado la resolución recurrida, y citará a una audiencia pública en la que podrán intervenir la parte recurrente, el Fiscal Nacional Económico y quienes hubieren aportado antecedentes a la investigación en virtud de lo establecido en el inciso segundo del artículo 55 de la presente ley. 

En base a los antecedentes que obren en el expediente de investigación, aquello que expongan los intervinientes en la audiencia de la que trata el inciso anterior y los demás antecedentes que recabe de oficio o a petición de parte, el Tribunal dictará una sentencia confirmando o revocando la resolución recurrida.

En el caso que la sentencia revoque la resolución recurrida, el Tribunal, en la misma sentencia, podrá aprobar la operación de concentración en forma pura y simple o sujeta a condición de que se dé cumplimiento a las medidas que determine de conformidad a la ley.

En contra de la sentencia que pronuncie el Tribunal en virtud de lo establecido en este artículo no procederá recurso alguno.”

Como se aprecia, del análisis comparativo del artículo 57, 18 N° 4 y 31 bis del Proyecto es posible evidenciar un nivel de confusión en orden a si el conocimiento y resolución de la impugnación o reclamo deducido contra la resolución prohibitiva de la Fiscalía, constituye un procedimiento especial jurisdiccional por el que se resuelve el conflicto en única instancia, o si, en concordancia con los conceptos de confirmación y revocación, utilizados en el inciso tercero del artículo 31 bis, se le considera propiamente un recurso de apelación.


En todo caso, el inciso final del texto recién citado señala que contra la sentencia que pronuncia el TDLC no procederá recurso alguno;

 
Duodécimo: Que en lo referente a las nuevas atribuciones del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia en materia de sanciones y disposiciones asociadas, al margen de la modificación introducida en la tipificación del ilícito infraccional de colusión descrito en la letra a) del artículo 3° eliminando el elemento relativo a que el acuerdo entre competidores deba conferirles poder de mercado, se modifican e incrementan las sanciones para los ilícitos contra la libre competencia. Es esta la modificación más relevante que se persigue concretar con fines disuasivos. Sustituye la base de cálculo de las multas de hasta 20.000 UTA y de 30.000 UTA (en el evento de colusión), por multas a beneficio fiscal hasta por una suma equivalente al doble del beneficio económico obtenido como resultado de la infracción si el mismo puede ser claramente determinado, o, en su defecto por el equivalente al 30% de las ventas del infractor durante el periodo por el que se prolongó la infracción.


Además, en la situación de colusión se podrá imponer la prohibición de contratar a cualquier título con órganos de la Administración del Estado hasta por el plazo de cinco años contados desde que la sentencia quede ejecutoriada.


En relación a las atribuciones de la Fiscalía Nacional Económica descrita en las letras h) y j) del artículo 39 del DL 211 relativas a requerir antecedentes o informes a particulares y a disponer que concurran a declarar a ese servicio, respectivamente, y que no proporcionen los antecedentes o lo hagan de modo incompleto y, en su caso, que injustificadamente no concurran a declarar, se determinan sanciones de multa que deberá imponer el TDLC en el procedimiento establecido en el nuevo artículo 39 ter del proyecto. Este texto dispone lo que sigue:

“Para efectos de aplicar la multa establecida en las letras h) y j) del artículo 39 y determinar su monto, o en su caso, desestimar su aplicación, el Tribunal tomará conocimiento de la solicitud presentada por el Fiscal Nacional Económico en una sola audiencia, convocada especialmente al efecto, dentro del quinto día hábil de recibida, durante la cual el o los afectados por la solicitud podrán exponer sus descargos. El Tribunal acogerá o rechazará la solicitud del Fiscal Nacional Económico, y de ser procedente fijará el monto de la multa, dentro de la misma audiencia, procediendo, en este caso, sólo recurso de reposición que deberá ser interpuesto en el acto. En cuanto a la ejecución de estas resoluciones se estará a lo dispuesto en el artículo 28.

 
La circunstancia de haber concurrido a la decisión en el marco de este procedimiento, no será causal de inhabilidad de los ministros del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia para conocer de un eventual proceso.”

Al margen de lo dicho, se contempla también una nueva sanción de multa en la letra e) adicionada  al artículo 26 del DL 211, para el evento regulado en la letra a) del nuevo artículo 3 bis que hace aplicables, entre otras, las medidas previstas por el artículo 26 a las conductas que allí se especifica, relacionadas con infracciones a la nueva normativa sobre control de concentraciones de empresas.


La multa en comento está prevista en la situación descrita en la letra a) citada, esto es, cuando se infringe el deber de notificar la operación de concentración. Se gradúa en hasta 20 UTA por cada día de retardo desde que se perfeccionó la operación aludida.


Aunque no se establece expresamente el procedimiento para la aplicación y determinación de la multa, cabe deducir que resulta también aplicable a esta situación el procedimiento del artículo 39 ter;

 
Decimotercero: Que en lo atinente a la variación que se proyecta a la letra n) del artículo 39 del Decreto Ley en referencia, consistente en puntualizar que el conocimiento y resolución de las medidas intrusivas que solicite el ministerio público radicará en un ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, esta Corte insiste en que competencias como la que se menciona condice naturalmente con aquellas asignadas a los juzgados de garantía, por lo que estima adecuado que dicha instancia quede fijada en estos últimos tribunales;

 
Decimocuarto: Que en cuanto a las modificaciones a l Código Penal, se tipifica el delito penal de colusión mediante la incorporación de un nuevo artículo 286 bis al Código Penal modificando la denominación del párrafo 7° del Título VI del Libro II del Código citado, refiriendo como materia: “delitos relativos a la libre competencia”. (Párrafo opcional).


Se sanciona con la pena de reclusión mayor en su grado mínimo (5 años y 1 día a 10 años) a quien celebre, implemente, ejecute u organice acuerdos, convenciones, contratos o convenios que involucren a dos o más competidores entre sí, persiguiendo fijar precios de compra o venta; limitar la producción; dividir, asignar o repartir zonas o cuotas de mercado o afectar licitaciones públicas o privadas convocadas por órganos de la Administración del Estado, empresas públicas creadas por ley o empresas en que el Estado tenga participación o haya aportado subvenciones o fondos públicos destinados a la adquisición del objeto de licitación.

Junto con la anterior pena, se establece la inhabilitación absoluta para desempeñar cargos públicos; cargos de director o gerente de empresas del Estado; cargos de director o gerente en sociedades anónimas abiertas y cualquier cargo directivo en asociaciones o colegios profesionales por un plazo de 5 años desde que la sentencia definitiva quede ejecutoriada.

Sin perjuicio que la criminalización del delito de colusión integra una política del orden público económico, no aparece clara la razón por la que las investigaciones de los hechos para configurar este ilícito sólo deban iniciarse por querella de la Fiscalía Nacional Económica, sustrayendo de este cometido al Ministerio Público que tiene asignada en general la exclusividad en la investigación de los delitos. (Artículo 83 de la Constitución Política de la República y 1° de la Ley N° 19.640)

Sí es destacable que se contemple la figura de la delación compensada también en materia penal, como única forma de otorgar efectividad a este medio en el establecimiento del ilícito infraccional, el que carecería de sentido en tanto no se contemplara una solución homologable en sede penal.


Específicamente en el nuevo artículo 286 ter del Código Penal se dispone que: “Estará exento de responsabilidad criminal el que primero hubiere aportado antecedentes a la Fiscalía Nacional Económica  y accediendo así a los beneficios establecidos en el inciso tercero del artículo 39 bis del DFL N° 1 del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción de 2004 que fijó el texto refundido del DL 211;

 
Decimoquinto: Que, finalmente, en lo concerniente a las modificaciones a la Ley 
N° 19.496 que establece normas sobre Protección a los Derechos de los Consumidores, se propone en el proyecto que sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 30 del DL 211 y no obstante de las acciones individuales que procedan, la acción de indemnización de perjuicios que se ejerza con ocasión de infracciones a dicho cuerpo normativo, declaradas por sentencia definitiva ejecutoriada, podrá tramitarse con arreglo al procedimiento establecido en el párrafo 2° del Título IV de la ley ya mencionada cuando se vea afectado el interés colectivo o difuso de los consumidores. Se añade que no será necesario que los legitimados activos señalados en el numeral 1° del inciso siguiente se hayan hecho parte en el procedimiento que dio lugar a la sentencia condenatoria. Se propone al efecto la modificación del artículo 51 de la Ley N° 19.496.


Es lo cierto que la amplitud de los términos del artículo 2° letra b) de la Ley N° 19.496, en concordancia con las normas del párrafo citado, artículos 51 y siguientes, hace innecesario esta modificación y más bien podría tener –como antes ya lo ha indicado estas Corte Suprema-, un efecto limitativo en torno a su aplicación, que se extiende en general “al procedimiento en las causas en que esté comprometido el interés colectivo o difuso de los consumidores o usuarios”, quedando abierta la norma a su integración con las diversas leyes en que se configuren ilícitos que comprometan  esos intereses.


Por estas consideraciones y de conformidad, además, con lo dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 18 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, se acuerda informar en los términos precedentemente expuestos el proyecto de ley que modifica que modifica el DFL N° 1 de 2004 del Ministerio de Economía Fomento y Reconstrucción que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del DL 211, de 1973. Ofíciese.

 
Se previene que la ministra señora Egnem no comparte el segundo párrafo del motivo octavo en lo concerniente a la facultad expresa del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia para dictar autos acordados, pues considera que no parece que ella resulte procedente, por tratarse de una potestad que es propia de los Tribunales Superiores de Justicia. No obstante lo anterior, cabe tener presente que el DL Nº 211  incurre en una impropiedad de lenguaje cuando en el artículo 6° hace alusión a un auto acordado del Tribunal que contendría la forma de regular la dirección del mismo en el evento de ausencia u impedimento del Presidente. 

 
La facultad de dictar autos acordados –agrega quien previene- emana de la superintendencia económica de los Tribunales Superiores de Justicia, particularmente de la Corte Suprema y también, en el ámbito territorial de sus respectivas jurisdicciones, de las Cortes de Apelaciones, razón por la que resulta difícil concebir la posibilidad de otorgar esta facultad a un tribunal que no tiene jerarquía sobre alguna otra unidad jurisdiccional inferior. Es en concordancia con lo anterior que sólo los Auto Acordados dictados por la Corte Suprema, las Cortes de Apelaciones y el Tribunal Calificador de Elecciones, quedan bajo el control del Tribunal Constitucional, con arreglo a lo dispuesto por el artículo 93 N° 2° de la Constitución Política de la República. Es del caso indicar que esta Corte Suprema en informes anteriores, específicamente en el AD 195-44 de 3 de junio de 2003, ha indicado que el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia no se corresponde con un Tribunal Superior de Justicia, sino de uno de primera instancia, de modo que no es posible concluir que tenga la potestad que por el Proyecto se pretende.


PL-14-2015”.


Saluda atentamente a V.S.


(Fdo.): SERGIO MUÑOZ GAJARDO, Presidente; ROSA MARÍA PINTO EGUSQUIZA, Secretaria.
AL SEÑOR PRESIDENTE

MARCO ANTONIO NÚÑEZ LOZANO

H. CÁMARA DE DIPUTADOS

VALPARAÍSO”.

15. Oficio de la Corte Suprema. (boletín 9936-07)

“Oficio N° 53-2015


Informe Proyecto de Ley 13-2015


Antecedente: Boletín N° 9936-07.


Santiago, 29 de abril de 2015.


Mediante Oficio N° 11.763, el Presidente de la Cámara de Diputados, al tenor de lo dispuesto en los artículos 77, incisos segundo y tercero de la Constitución Política de la República y 16 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, remitió a esta Corte el proyecto de ley -iniciado por moción parlamentaria- que modifica el Código Penal para tipificar el acoso sexual callejero (Boletín N° 9936-07).


Impuesto el Tribunal Pleno del proyecto en sesión del día 24 del presente mes, presidida por el suscrito y con la asistencia de los Ministros señores Hugo Dolmestch Urra, Héctor Carreño Seaman, Pedro Pierry Arrau, Carlos Künsemüller Loebenfelder, Haroldo Brito Cruz y Guillermo Silva Gundelach, señoras Rosa Egnem Saldías y María Eugenia Sandoval Gouët, señores Juan Eduardo Fuentes Belmar, Lamberto Cisternas Rocha y Ricardo Blanco Herrera, señora Gloria Ana Chevesich Ruiz, señor Carlos Aránguiz Zúñiga y señora Andrea Muñoz Sánchez, acordó informarlo al tenor de la resolución que se transcribe a continuación:


“Santiago, veintinueve de abril de dos mil quince.


Visto y teniendo presente:


Primero: Que por Oficio N° 11.763, el Presidente de la Cámara de Diputados, al tenor de lo dispuesto en los artículos 77, incisos segundo y tercero de la Constitución Política de la República y 16 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, remitió a esta Corte el proyecto de ley -iniciado por moción parlamentaria- que modifica el Código Penal para tipificar el acoso sexual callejero (Boletín N° 9936-07);

 
 Segundo: Que de acuerdo a lo consignado en su motivación, la iniciativa legal tiene como propósito contribuir a erradicar las prácticas de acoso sexual callejero que afecten a mujeres, hombres, niños y niñas, a la vez que plantear la importancia de reconocer el acoso sexual callejero como un tipo de violencia; por lo que entiende que es un deber del Estado la adopción de medidas para combatirlo y para educar a la población en su rechazo.

 
Se expresa en el proyecto que su objetivo es establecer una legislación responsable, con especial consideración de los grupos más vulnerables a este tipo de violencia: mujeres, adolescentes y niñas, creando ciudades y espacios públicos más seguros, en que exista una mayor igualdad para dichos grupos de la población;


Tercero: Que el proyecto consta de un artículo único, que modifica el Título VII del Libro Segundo del Código Penal, relativo a los crímenes y delitos contra el orden de las familias, contra la moralidad pública y contra la integridad sexual, agregando un párrafo 11 que consta de siete nuevos artículos (389 bis a 389 octies) en que se tipifica y sanciona las conductas constitutivas del delito de acoso sexual callejero. Para tal efecto, establece que se entiende por acoso sexual callejero, “Todo acto de naturaleza o connotación sexual, cometido en contra de una persona en lugares o espacios públicos, o de acceso público, sin que mantengan el acosador y la acosada relación entre sí, sin que medie el consentimiento de la víctima y que produzca en la víctima intimidación, hostilidad, degradación, humillación, o un ambiente ofensivo en los espacios públicos”; establece asimismo, que debe entenderse por acosador(a) y acosada(o).

 
Sobre esa base, se crean cuatro figuras típicas distintas, constitutivas de acoso sexual callejero, tres de ellas sancionadas con multas que fluctúan entre ½ y 20 UTM, y una cuarta sancionada con una pena privativa de libertad. Ellas son:


a) Conductas consistentes en actos no verbales (como gestos obscenos, jadeos y cualquier sonido gutural de carácter sexual) y verbales (palabras, comentarios, insinuaciones o expresiones verbales de tipo sexual alusivas al cuerpo, al acto sexual o que resulten humillantes, hostiles u ofensivas hacia otra persona). En este caso, la multa se puede reemplazar por disculpas públicas que otorgue el acosador(a) a la acosada(o);


b) Conductas consistentes en la captación de imágenes, videos o cualquier registro audiovisual del cuerpo de otra persona o de alguna parte de él, sin su consentimiento y mediando connotación sexual;


c) Conductas consistentes en actos como abordajes intimidantes, exhibicionismo o masturbación, persecución a pie o en medios de transporte.


d) Conductas que involucren contacto corporal de carácter sexual (como tocaciones indebidas, roces o presión de genitales contra el cuerpo de otra persona). En este caso, se prevé una penalidad de presidio menor en su grado mínimo, sin perjuicio de verse aumentada en un grado (es decir, presidio menor en su grado medio) en caso de concurrir las circunstancias siguientes, que el delito sea cometido contra menores de edad, adultos mayores, personas discapacitadas, personas cuya movilidad se encuentre reducida, que se encuentren en estado de intoxicación temporal o cometer el delito en compañía de otras personas o con pluralidad de participantes.

 
Sin perjuicio de las multas o penas que se asigna a todas las conductas descritas, el tribunal estará facultado para decretar la medida alternativa de asistir a un mínimo de cinco sesiones de un programa de sensibilización y concientización sobre el acoso sexual callejero;

  
Cuarto: Que de acuerdo a lo reseñado precedentemente y a la luz del claro y específico tenor del artículo 77 de la Constitución Política de la República, la normativa propuesta en la moción remitida para el análisis de esta Corte no dice relación con la organización y atribuciones de los tribunales, en los términos que contempla el inciso segundo de la citada disposición constitucional. En efecto, su lectura deja de manifiesto que se circunscribe a proponer modificaciones de índole penal sustantiva, razón por la que no queda sino concluir que no cabe que este tribunal emita el informe requerido por el señor Presidente de la H. Cámara de Diputados. 


Por estas consideraciones y de conformidad, además, con lo dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 18 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, se acuerda que no procede emitir pronunciamiento respecto del proyecto de ley que modifica el Código Penal para tipificar el acoso sexual callejero. Ofíciese.

 
Acordada la decisión de no emitir el informe solicitado con el voto en contra del Presidente señor Muñoz y los ministros señores Brito, Cisternas y señora Muñoz, quienes, teniendo presente el reproche jurídico y social que la iniciativa legal intenta relevar, fueron de parecer de informar dicho proyecto conforme a las siguientes motivaciones: 

 
1ª) Que  en términos generales y atendiendo a sus objetivos, la iniciativa se aprecia positivamente, desde que apunta a reconocer en este tipo de conductas situaciones de violencia contra la mujer -principal víctima- que afectan su dignidad como persona y lesionan derechos fundamentales, como son la integridad síquica o física y la libertad e indemnidad sexual, principalmente. Desde esta perspectiva, el proyecto extiende la protección de la igualdad de género a otros ámbitos y contribuye a la construcción de una sociedad que garantice a las mujeres, sin distinción de edad, estado civil, nivel socioeconómico ni educativo, etnia, capacidad, ocupación, orientación sexual u otros, el derecho a una vida libre de violencia, lo que se enmarca y permite dar aplicación a las obligaciones contraídas en dos tratados internacionales suscritos por nuestro país, relevantes en la materia, como son la Convención para la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer (Cedaw), ratificada por Chile en 1989 y la Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer (Convención de Belem do Pará), ratificada por Chile en 1996;

 
2ª) Que el proyecto se fundamenta en la gran cantidad de población que sufre acoso sexual callejero, el que según las cifras de la encuesta realizada por el Observatorio contra el Acoso Callejero (OCAC) entre noviembre de 2014 y enero de 2015 (aplicada en 32 comunas de la Provincia de Santiago, además de Puente Alto y San Bernardo, a personas mayores de 18 años) concluye que un 85% de las mujeres ha sido víctima de acoso sexual callejero durante los últimos 12 meses y un 55% de los hombres ha experimentado algún tipo de acoso en ese período. Asimismo, la encuesta revela que existe un relativo consenso respecto del rechazo que dichas prácticas producen en la población, así como respecto del grado de “sancionabilidad” pertinente. En el primer caso, por ejemplo, mientras las prácticas de acoso sexual callejero verbal y no verbal, generan un desacuerdo del orden del 58%, conductas tales como el exhibicionismo, los acercamientos intimidantes, los roces, y la masturbación en público, obtienen un grado de percepción de sancionabilidad que fluctúa entre un 80 y un 95%.

 
Al no encontrarse regulado el fenómeno del acoso sexual callejero, la moción señala que quienes deben hacerse cargo de las denuncias, suelen subsumir tales conductas en otros tipos penales, como sería, por ejemplo, las ofensas al pudor y las buenas costumbres, lo que estiman un error, atendida la circunstancia que el bien jurídico que se pretende proteger es la libertad e indemnidad sexual. En ese contexto, destacan, por otra parte, las dificultades para encuadrar el acoso callejero en la figura del delito de abuso sexual tipificado en el Código Penal, al no concurrir necesariamente los requisitos del mismo (contacto corporal, por ejemplo);

 
3ª) Que la inserción de la moción dentro del marco de protección de derechos surgidos en las últimas décadas, más finos y complejos, se suma, además, a iniciativas de similar naturaleza que en el contexto internacional se han venido desarrollando en este período. Interesa mencionar, específicamente, la reciente Ley para prevenir y sancionar el acoso sexual en espacios públicos del Perú, publicada el 26 de marzo de este año, y otras normativas orientadas a abordar el fenómeno de la violencia de género en forma integral, como ocurre, por ejemplo, con la Ley de protección integral para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres en los ámbitos en que se desarrollen sus relaciones interpresonales de Argentina (Ley 26.485, de 2009); Ley integral para garantizar a las mujeres una vida libre de violencia de Bolivia (Ley 348 de 2013); Ley especial integral para una vida libre de violencia para las mujeres de El Salvador (Decreto 520, de 2010); Ley contra el femicidio y otras formas de violencia contra la mujer de Guatemala (Decreto 22, de 2008); Ley general de acceso de las mujeres a una vida libre de violencia (Decreto 218, de 2007); Ley integral contra la violencia hacia las mujeres y de reforma a la Ley 641 del Código Penal de Nicaragua (Ley 779, de 2012); Ley orgánica sobre el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia de Venezuela (Ley 38668, de 2007); y Ley por la cual se dictan normas de sensibilización, prevención y sanción de formas de violencia y discriminación contra las mujeres, se reforman los Códigos Penal, de Procedimiento Penal, la Ley No. 294 de 1996 y se dictan otras disposiciones de Colombia (Ley 1257, de 2008) ;

 
4ª) Que en relación al ámbito respecto del cual se ha solicitado informe a esta Corte, las disposiciones que corresponde analizar, por referir a materias de organización o atribuciones de los tribunales, son los artículos 389 ter, 389 septies y 389 octies. El primero, prevé la posibilidad de sustituir la multa establecida para los actos de acoso callejero consistente en actos no verbales o verbales por disculpas públicas que ofrezca el acosador(a) a la acosada(o); el segundo, entrega al juez la facultad de decretar la medida alternativa de asistir a un mínimo de cinco sesiones de un programa de sensibilización y concientización sobre el acoso sexual callejero, respecto de todas las conductas típicas que contempla el nuevo párrafo que se propone agregar; y el último, establece el aumento obligatorio en un grado, del marco penal previsto para la conducta de acoso sexual callejero que involucre contacto corporal de carácter sexual, de concurrir las circunstancias que describe; 

 
5ª) Que el artículo 389 ter establece, en lo que aquí interesa, que la multa prevista para quien cometiere acoso sexual callejero consistente en actos no verbales o verbales “podrá ser sustituida por las disculpas públicas que ofrezca el acosador(a) a la acosada(o)”.

 
De acuerdo a lo términos en que está redactada la norma aparece que se trata de una pena sustitutiva -de la multa-, y en tal sentido operaría en forma análoga a otras penas sustitutivas que contempla el ordenamiento jurídico, en la ley 18.216;  no obstante que pueda concebirse las disculpas públicas como  condición de una eventual salida alternativa, conforme a las reglas generales del Código Procesal Penal, lo que en todo caso implica situarse en una fase previa al juicio y eventual condena.

 
La disposición entrega una facultad discrecional al juez, no estableciéndose criterios o parámetros que determinen los casos en que sea procedente la sustitución , lo que parece adecuado, en tanto dicha determinación dependerá de las circunstancias concretas y particulares de cada caso, sin perjuicio de lo cual se estima conveniente considerar como requisito para la aplicación de dicha pena sustitutiva el que concurra la voluntad del condenado, teniendo presente el carácter volitivo del concepto mismo de disculpas. 

 
Por otra parte, y atendida su naturaleza de pena sustitutiva, resultaría adecuado regular lo relativo al cumplimiento, en especial, cuándo se entenderá cumplida la pena y los efectos en caso de su incumplimiento, además de tener en consideración las dificultades prácticas que pudieran presentarse en cuanto, por la sanción asignada a esta conducta típica (multa), el conocimiento y fallo debe sujetarse a las normas del procedimiento monitorio; 

 
6ª) Que el artículo 389 septies establece: “Sin perjuicio de lo anterior, el tribunal estará facultado en todos los delitos descritos por este párrafo, para decretar la medida alternativa de asistir a un mínimo de cinco sesiones de un programa de sensibilización y concientización sobre el acoso sexual callejero”.

En los términos propuestos, dicha norma, no resulta del todo clara en cuanto a su naturaleza y alcances, como se pasa a señalar. En efecto, una primera cuestión que debiera clarificarse es si se concibe como una pena sustitutiva de la principal asignada al delito (multa o presidio menor) o como una medida accesoria que puede imponerse adicionalmente a la sanción prevista. La expresión “medida alternativa”, sugiere, considerando la denominación que, anterior a la modificación de la ley 20.603, tenía la ley 18.216, la entrega de una facultad al juez de sustituir el castigo principal previsto, por el dicho programa de sensibilización, sin embargo, a la luz de la frase inicial de la norma (“sin perjuicio de lo anterior”) referido a los tipos descritos con sus respectivas penas, bien podría entenderse como una medida adicional a aquellas, sobre todo si se tiene presente la modalidad establecida en la ley 20.066 sobre violencia intrafamiliar, que prevé la imposición de multas y, además, determinadas “medidas accesorias” (artículo 9), que el juez debe imponer y entre las cuales se cuenta la asistencia obligatoria a programas terapéuticos. 

 
Por otra parte, la disposición omite cualquier referencia respecto a la voluntad del condenado a asistir a dicho tipo de programa y, relacionado con ello, los efectos del incumplimiento de la medida decretada por el tribunal. Una mirada a lo que dispone la ley 20.066 en relación a la medida antes aludida, permite observar que sin perjuicio de calificar de obligatoria la asistencia a dichos programas, su incumplimiento no da lugar a la figura del desacato 
(artículo 10), ni se la incorpora en el registro especial que lleva el Registro Civil (artículo 12). La definición de lo anterior resulta relevante especialmente en caso que se estimare que dicha medida tiene la naturaleza de una pena sustitutiva propiamente tal (y no una medida accesoria a la pena principal), pues en tal caso si el incumplimiento del tratamiento no tiene asociada consecuencia alguna, la pena, en los hechos, se haría ilusoria.

 
Por último, y de acuerdo a las exigencias que impone el principio de legalidad, en cuanto a que la ley debe establecer claramente, además de la conducta típica, la sanción que corresponde imponer, parece adecuado establecer no solo las sesiones mínimas, sino las máximas que pudieran decretarse, o, en su caso, el plazo máximo de duración de la medida;

 
7ª) Que el artículo 389 octies establece que “La pena será aumentada en un grado si se cometiere el delito descrito en el artículo 389 sexies, mediando las siguientes circunstancias: Cometer el delito en contra de menores de edad, adultos mayores, personas discapacitadas, personas cuya movilidad se encuentre reducida y aquellas que se encuentren en estado de intoxicación temporal, cometer el delito en compañía de otras personas o con pluralidad de participantes”.


La norma describe aquellas circunstancias que de concurrir en la comisión de conductas de acoso sexual callejero consistente en actos que involucren contacto corporal de carácter sexual, operan modificando a priori (antes de la aplicación de las reglas de los artículo 65 a 60 del Código Penal) el marco penal aplicable, aumentándolo en un grado, quedando éste en presidio menor en su grado medio. Es menester advertir que en una situación similar esta Corte ha dicho que la exclusión de la aplicación de los artículos 65 a 69 del Código Penal, introduce un impedimento serio al ejercicio de una función autónoma del juez penal y pone en entredicho la cúspide de su actividad resolutoria, cual es la individualización judicial de la pena . Con todo, si bien en principio pudiere estimarse que tal efecto agravatorio especial implica inmiscuirse en un ámbito que corresponde privativa y soberanamente a los jueces, como es la determinación o individualización judicial de la pena, es también posible sostener que respecto de aquellas circunstancias relativas a cometer el delito en contra de grupos de la población especialmente vulnerables, la situación es distinta en el sentido que la concurrencia de dichas circunstancias no supone una agravación del delito sino un tipo diferente, que para su descripción, y para evitar una reiteración innecesaria, se remite al del artículo  389 sexies. 


No cabe predicar lo mismo respecto a la circunstancia de “cometer el delito en compañía de otras personas o con pluralidad de participantes”. En efecto, si bien no existe alguna circunstancia agravante genérica (del artículo 12 del Código Penal) en tales términos, sí se contempla como agravante (con efectos ordinarios) para los delitos de violación, estupro y otros delitos sexuales una circunstancia  análoga (la del numeral dos del artículo 368 bis, ser dos o más los autores del delito);

8ª) Que sin perjuicio de la valoración positiva que se ha hecho del proyecto en cuanto a su finalidad u objetivos (punto III.A, observaciones generales), existen algunos aspectos que, si bien no son competencia de esta Corte, estos ministros disidentes estiman del caso merecen ser sometidos en el debate legislativo a un mayor análisis y estudio. Estos son:

-La necesidad de verificar si para alcanzar los objetivos declarados en el proyecto es indispensable introducir la figura en el Código Penal, o sería más apropiado hacerlo a través de una ley especial que, eventualmente, pudiera incorporar, además, aspectos de carácter administrativo o institucional, orientados a la prevención y educación en las cuestiones relativas a esta forma de violencia.

-En caso de estimarse más adecuado introducir la figura en el Código Penal, se considera conveniente analizar, en razón de la estructura de dicho cuerpo legal, la pertinencia o no de incluir la normativa propuesta en el Libro II, considerando para ello que alguna de estas conductas constituyen faltas (según lo señalado en el proyecto, tres de ellas tendría tal carácter, aunque una interpretación, conforme a lo dispuesto en los artículos 21 y 25 del mismo Código, lleva a concluir que solo constituiría falta la conducta tipificada en el 389 ter), y que el Código dedica un Libro distinto (Libro III) para la tipificación y regulación de éstas. 

-En relación con el o los bienes jurídicos tutelados, se estima aconsejable un mayor análisis respecto de cuales serían aquellos que la tipificación de estas conductas pretende proteger, ya que si bien en la expresión de motivos se hace referencia a la libertad e indemnidad sexual, de la descripción de las conductas constitutivas de acoso sexual callejero, pareciera que no solo se pretende la tutela de tales bienes jurídicos, sino también la privacidad o derecho a la imagen, la integridad síquica o física, seguridad y/o dignidad humana; determinación que resulta relevante para efectos de precisar adecuadamente la descripción típica de los delitos.

-Desde un punto de vista de la delimitación de las conductas que propone sancionar el proyecto con otros delitos contemplados en el Código Penal, parece conveniente un mayor análisis respecto de una eventual superposición de los ámbitos típicos del artículo 389 sexies, en caso que el o la ofendido(a) fuere menor de 14 años, y la contemplada en el artículo 366 bis del Código Penal; y del artículo 389 quinquies, en caso de la conducta de masturbación y siendo el o la ofendido (a) menor de 14 años, con la del 366 quáter del citado Código, entre otros.   

-En la misma línea, y a objeto que la incorporación de estas figuras en nuestro ordenamiento, sea consistente y armónica con los otros tipos penales, especialmente los delitos sexuales, teniendo en cuenta que en ambos se trata de acciones de significación o connotación sexual, resulta aconsejable examinar si es necesario diferenciar edad de la ofendida, menor o mayor de 14 años, considerando que ello responde a los diferentes bienes jurídico en juego; el carácter de acción penal pública o previa instancia particular, como se distingue en los delitos sexuales según el o la ofendido (a) sea o no menor de edad (artículo 369 del Código Penal en relación al artículo 63 del Código Procesal Penal); la incorporación como elementos del tipo de efectos subjetivos en la víctima (humillación, hostilidad), entre otros. 

Por otra parte, sería aconsejable tener en consideración que actualmente el acoso sexual se encuentra regulado en materia laboral (artículo 2, 154 N° 12, 160 N° 1 letra b) y 211-A y siguientes del Código del ramo), conductas que si bien no tienen contemplada directamente sanción penal, pudiere eventualmente estar sujeta a éstas si satisfacen, a su vez, los presupuestos típicos de la figura del abuso sexual. En este sentido, sería conveniente definir la pertinencia o no de contemplar dentro del concepto de acoso sexual callejero la exigencia de no mediar relación entre acosador(a) y acosada(o), en tanto bajo tal conceptualización, quedarían excluidas de sanción penal las conductas de acoso sexual en lugares o espacios públicos, o de acceso público, entre quienes exista una relación laboral.

Asimismo, el Presidente señor Muñoz, también a modo de contribución al proceso de generación de la ley, estuvo por incluir en el informe las siguientes precisiones:

1ª) Que para el logro de una mejor técnica legislativa, se sugiere eliminar la voz callejero en la figura de acoso sexual prevista en el numeral 1º del artículo 389 bis del proyecto, como también, acotar su tenor a los siguientes términos: (…) 1º. Acoso sexual. Todo acto de naturaleza o connotación sexual, cometido en contra de una persona y que produzca en la víctima intimidación, hostilidad, degradación, humillación, o un ambiente ofensivo en los espacios públicos.”;

2ª) Que se advierte que con la cuantía proyectada para la pena asignada en el artículo 389 quinquies se está rebajando la figura penal a falta, puesto que son tales los delitos sancionados pecuniariamente, cualquiera sea su ubicación dentro del cuerpo legal punitivo.

En esta misma norma se observa una segunda rebaja al estándar de gravedad del delito, en relación al abuso sexual que ya se encuentra reglado y que no requiere de contacto físico, por cuanto sólo sanciona con multa una conducta que, de acuerdo al artículo 366 quáter del Código Penal, constituye abuso sexual en la medida que medie coacción o imposición hacia la víctima, especialmente respecto de menores de edad. Sin embargo, en la moción se proyecta sancionar con una pena de falta actos tales como abordajes intimidantes, exhibicionismo o masturbación y persecución a pie o en medios de transporte;

3º) Que, finalmente, es de parecer que el artículo 389 octies proyectado en la moción debe  estimarse como una agravante, sin que su tenor revele una interferencia al ejercicio de la función autónoma del juez en lo penal.

El ministro señor Brito deja constancia que no comparte el texto proyectado en el artículo 389 septies, referente a la medida alternativa de asistencia a cinco sesiones, a lo menos, de un programa de sensibilización y concientización sobre el acoso sexual callejero, por considerar que no es posible concebir que acciones como ésta tengan lugar sin que el sujeto destinatario consienta en sujetarse a las mismas mediante un procedimiento adecuado. A su juicio, no resulta admisible contemplar en la ley una facultad de la judicatura que importa consumar una intromisión en la personalidad del individuo. En efecto, toda persona tiene la posibilidad de adecuarse o no a la norma y, como contrapartida a esto, el Estado tiene el derecho a sancionarlo por su falta de adecuación a la norma penal, empero un Estado de Derecho –garante de la dignidad humana y del bien común- no tiene derecho a injerir en su psique con la finalidad de producir un cambio en ella, a pretexto de mejorar su adaptación al medio ambiente o entorno social.  

Se previene que los ministros señores Dolmestch, Künsemüller y Silva concurren a la decisión de no informar teniendo presente, además, las siguientes consideraciones:

1ª) Que el tenor del ordenamiento proyectado contraría principios esenciales del derecho penal democrático, pues atenta contra el carácter de extrema ratio que le es propio y de subsidiario del ordenamiento civil, laboral y administrativo, como también contraría el principio de legalidad y el carácter del Derecho Penal de ser regulador de actos humanos concretos, conforme a los dictados de la dogmática penal moderna. En efecto, la iniciativa legal se opone al principio fundamental según el cual sólo se pueden castigar conductas o comportamientos del ser humano, puesto que se ocupa, entre otras manifestaciones delictivas, de “actos no verbales de naturaleza o connotación sexual”, que caen en los ya abandonados lineamientos del Derecho Penal de autor, a cuyo amparo las tendencias, motivaciones, temperamento o particularidades personales del inculpado son fundantes del juicio de reproche;

2ª) Que, sobre esa base, surge como ineludible conclusión que el proyecto de ley que se revisa infringe el artículo 19 número 3 de la Constitución Política de la República  en cuanto garantiza que para ser condenado por delito, la conducta debe estar expresamente descrita en la ley. Sobre el particular, cabe tener en cuenta, además, que con arreglo al artículo 1º del Código Penal, el delito es, por definición, conducta humana transcendente al exterior, ya por acción ya por omisión voluntaria;

3º) Que frente a tales exigencias, llama la atención que el proyecto de ley contenga una fórmula tan vaga como “todo acto de naturaleza o connotación sexual (…)”, y que después se la pretenda especificar expresando que constituyen tales actos: “jadeos o cualquier sonido gutural de carácter sexual”, enunciados que, por su indefinición y ausencia de acto ilícito concreto, van en contra de los fundamentos básicos del Derecho Penal liberal;

4º) Que ya al proponerse el texto que luego se concretó en la Ley N° 19.617 del año 1999, se contemplaba una figura de acoso sexual, que en definitiva quedó únicamente referida el acoso laboral –acoso de intercambio- consistente en que una persona agrede u hostiga a otra con fines sexuales, pero en el ámbito de la relación laboral y encontrándose ambas ligadas en una relación jerárquica. En un informe relativo a ese proyecto de ley, el Departamento de Ciencias Penales de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, advertía que aquélla iniciativa legal era innecesaria puesto que por encima de cualquier necesidad justificada de índole político-criminal, se dejaba llevar por la preocupación de la opinión pública por hechos que ocurren en otros países. Agregó ese informe que, en esa materia basta con las normas penales vigentes que prevén y sancionan los delitos de abuso sexual -que también comprende casos exentos de contacto corporal-, de injurias, de coacciones y de amenazas.

PL-13-2015”.

Saluda atentamente a V.S.

(Fdo.): SERGIO MUÑOZ GAJARDO, Presidente; ROSA MARÍA PINTO EGUSQUIZA, Secretaria

AL SEÑOR PRESIDENTE

MARCO ANTONIO NÚÑEZ LOZANO

VALPARAÍSO”
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